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En este justo momento, en distintas regiones del planeta, están 
ocurriendo hechos violentos y hay personas inocentes que están 
sufriendo, sangrando y muriendo. Es parte de la naturaleza humana no 
prestar atención a esas cosas “lejanas”, que solo generan preocupación 
cuando tocan directamente nuestros intereses. Por ejemplo, preocupa 
más la guerra contra Irán que la masacre de los palestinos en Gaza, 
porque Irán, al bloquear el estrecho de Ormuz hace subir el precio del 
petróleo y consecuentemente el de la gasolina. De manera que para el 
mundo son más valiosos los litros de gasolina que requerimos para 
nuestros autos, que los litros de sangre vertida por mujeres, niños y 
ancianos inocentes, a manos de la entidad sionista que ocupa palestina.  

Algo está mal con el mundo, con nuestros valores. Desde TRIARIUS 
estamos empeñados en visibilizar las diferentes crisis y conflictos, con el 
objetivo de crear conciencia y contribuir de alguna manera a la solución 
de los mismos, siempre bajo la premisa de que sin justicia no habrá paz. 
Debemos agradecer efusivamente a los analistas internacionales que 
durante diez años han aportado a estas páginas, y también agradecer a 
nuestros amables lectores, que cada vez son más, por su paciencia y su 
acompañamiento.  

Este es el número 200 de su boletín de prevención y seguridad ante 
el terrorismo y las nuevas amenazas TRIARIUS. Si seguimos contando 
con todos ustedes, serán 200 números más. 

En esta entrega, como es lo usual, nuestro analista senior Guadi 
Calvo nos presenta varios análisis interesantes y diversos. Aquí nos 
hablará sobre la guerra civil en Sudán, la violencia en Birmania, las 
negociaciones de paz entre Washington y Teherán, y el enfrentamiento 
entre Afganistán y Paquistán, que no parece que terminará pronto.  

Desde Cuba, nuestra amiga María Yadira Rodríguez hace un análisis 
retrospectivo de lo que ha sido la revolución cubana. Mientras que José 
Luis García, desde Venezuela, nos habla sobre la posibilidad de un golpe 
de Estado por parte de militares inconformes por la evidente pérdida de 
soberanía y el tutelaje de los Estados Unidos. 

Marco Aurelio Terroni, desde Brasil, continúa ilustrándonos sobre las 
policías del mundo. Correspondiendo en esta oportunidad a los países 
que inician con la letra L. Enseguida vamos a Chile, para analizar el 
complejo tema de la seguridad fronteriza y la gestión de los recursos en 
zonas extremas, de la mano de nuestro analista Mateo González. 

Sobre Colombia, en esta oportunidad hablaremos sobre la 
polarización política que actualmente atraviesa ese país. José Francisco 
García, nos habla sobre las capacidades y limitaciones de la Armada 
Española, con un análisis serio, preciso y profesional. Similarmente, 
Daniel Cruz nos ilustra sobre las capacidades y limitaciones de la Fuerza 
Aérea de Filipinas. 

María Esperanza Nguema, desde Guinea Ecuatorial, nos presenta un 
escrito sobrio y profundo sobre la situación política en su país, y las 
posibilidades de una transición hacia la democracia. 

Desde México, María José Hernández nos obsequia un informe sobre 
las capacidades y limitaciones del Ejército Mexicano. Finalizando este 
número con un muy interesante análisis sobre la guerra asimétrica, 
enfocado en la soberanía digital y el lawfare, un aporte de nuestro amigo 
brasilero Alexandré Rosa Gomes. 

Gracias por leernos. 
 

¡Conocer para vencer! 

Douglas Hernández 
Editor 
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Nunca como ahora, las intenciones imperialistas de los Estados Unidos de América habían sido tan claras 
y tan evidentes. Su presidente Donald Trump no se contiene y habla clara y continuamente sobre lo que 
su gobierno necesita de los demás países, y va a obtener por las buenas o por las malas. MAGA. En su 
mente, Groenlandia, Venezuela y Cuba, se candidatizan como el estado número 51 de los Estados 
Unidos, y así lo ha manifestado públicamente en sus discursos y redes sociales. Usa la lista OFAC como 
un arma política en la que incluye alegremente a otros presidentes; sube y baja aranceles 
compulsivamente; protege a Israel para que continúe la masacre de palestinos; y ataca a Irán para 
controlar su petróleo; tiene a la OTAN al borde del colapso, y el 7 de enero anunció su retiro de 66 
organizaciones internacionales incluyendo 31 del sistema de la ONU. ¿Aun somos conspiranoicos? 

TRIARIUS privilegia la libertad de expresión, sin 
embargo, la responsabilidad por lo dicho en los 

artículos, es exclusiva de sus autores. 

Agradecimiento muy especial a los analistas 
internacionales que de manera gratuita y desinteresada 

nos han enviado sus artículos para este número. 

En portada, 
representación (IA) 
de las FF.AA. de 
Lesoto. En esta 
edición conoceremos 
más sobre las FF.AA. 
de Lesoto.  
Ver más información al 
final de la revista. 
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Por María Yadira Rodríguez González (Cuba) 
 

 
 

 
Introducción 

 
La Revolución Cubana constituye uno de los 

acontecimientos políticos más influyentes de América 
Latina durante el siglo XX. Desde el triunfo 
revolucionario del 1 de enero de 1959, el proceso 
encabezado por Fidel Castro transformó 
profundamente las estructuras económicas, sociales y 
políticas de la isla, generando al mismo tiempo 
admiración, controversias y debates que se extienden 
hasta la actualidad. Pocas experiencias históricas han 
sido objeto de interpretaciones tan contrapuestas: 
para algunos representa un ejemplo de emancipación 
nacional y justicia social; para otros, un caso 
paradigmático de autoritarismo político y 
estancamiento económico. 

Más de seis décadas después de su inicio, resulta 
posible realizar un análisis que reconozca 
simultáneamente sus logros y limitaciones. La 
complejidad del caso cubano exige superar tanto las 
visiones apologéticas como las perspectivas 
exclusivamente condenatorias. Como señala Pérez Jr. 
(2015), la Revolución debe entenderse como un 
fenómeno histórico inserto en circunstancias 
nacionales e internacionales específicas, cuyas 

consecuencias han sido múltiples y, en ocasiones, 
contradictorias. 

 
Los aciertos de la Revolución: soberanía y 
transformación social 

 
Uno de los logros más significativos de la 

Revolución Cubana fue la consolidación de la 
soberanía nacional frente a la histórica dependencia 
respecto de Estados Unidos. Antes de 1959, la 
economía cubana se encontraba estrechamente 
vinculada al mercado estadounidense y amplios 
sectores estratégicos estaban bajo control de capital 
extranjero. La Revolución impulsó un proceso de 
nacionalización que modificó profundamente esa 
estructura económica y fortaleció la capacidad del 
Estado para orientar el desarrollo nacional 
(Domínguez, 1989). 

La recuperación de la autonomía política 
constituyó además un elemento central en la 
construcción de la identidad revolucionaria. Como 
argumenta Gott (2004), la Revolución fue percibida por 
amplios sectores de la población como la culminación 
de una larga lucha histórica por la independencia 
plena iniciada durante las guerras del siglo XIX. Este 
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componente nacionalista explica, en parte, la 
capacidad de resiliencia que ha mostrado el sistema 
político cubano frente a décadas de presión externa. 

Otro logro ampliamente reconocido corresponde a 
los avances en educación. La campaña nacional de 
alfabetización desarrollada en 1961 redujo 
drásticamente los índices de analfabetismo y amplió el 
acceso a la enseñanza en todo el territorio nacional. A 
lo largo de las décadas posteriores, Cuba construyó 
uno de los sistemas educativos más extensos de 
América Latina, garantizando cobertura universal en 
los niveles básicos y ampliando significativamente el 
acceso a la educación superior (Pérez Jr., 2015). 

De igual manera, el sistema de salud pública 
constituye uno de los resultados más visibles de las 
políticas sociales revolucionarias. La expansión de la 
atención médica, la formación masiva de 
profesionales sanitarios y la cobertura universal 
permitieron alcanzar indicadores comparables a los de 
países desarrollados en áreas como mortalidad infantil 
y esperanza de vida. Según Sweig (2009), la salud y 
la educación se convirtieron en pilares fundamentales 
de la legitimidad interna e internacional del proyecto 
revolucionario. 

Asimismo, la política exterior cubana desarrolló 
una importante dimensión internacionalista. Durante 
varias décadas, Cuba participó activamente en 
programas de cooperación médica, educativa y 
técnica en numerosos países de África, Asia y América 
Latina. Estas iniciativas contribuyeron a proyectar una 
imagen de solidaridad internacional que fortaleció el 
prestigio diplomático de la isla, particularmente entre 
los países del Sur Global (Gleijeses, 2002). 

 
Las limitaciones económicas del modelo 
revolucionario 

 
No obstante, los avances sociales alcanzados, la 

economía ha representado uno de los desafíos más 
persistentes de la experiencia revolucionaria. Desde 
sus primeras décadas, el modelo económico cubano 
enfrentó dificultades relacionadas con la baja 
productividad, la excesiva centralización 
administrativa y la dependencia de socios externos. 
Durante buena parte de la Guerra Fría, el respaldo 
económico soviético permitió compensar parcialmente 
estas debilidades estructurales. Sin embargo, la 
desaparición de la Unión Soviética reveló la magnitud 
de los problemas acumulados (Mesa-Lago, 2000). 

El denominado Período Especial de los años 
noventa evidenció la vulnerabilidad de una economía 
altamente dependiente de relaciones preferenciales 
con un socio externo. La caída abrupta del comercio 
con el bloque socialista provocó una profunda crisis 
económica que afectó significativamente los niveles 
de vida de la población. Aunque el país logró evitar un 
colapso institucional, las dificultades materiales 
experimentadas durante aquella etapa dejaron una 
huella duradera en la sociedad cubana (Mesa-Lago, 
2000). 

A estas dificultades se suman los efectos de las 
sanciones estadounidenses, que han limitado durante 

décadas el acceso a financiamiento, mercados y 
tecnologías. Sin embargo, diversos especialistas 
sostienen que no todos los problemas económicos 
pueden atribuirse exclusivamente a factores externos. 
Según Pérez Jr. (2015), también han influido 
decisiones internas relacionadas con la estructura de 
incentivos, la planificación centralizada y la limitada 
autonomía de los actores económicos. 

 
Participación política y pluralismo 

 
Otro aspecto frecuentemente debatido se refiere a 

la organización política del Estado revolucionario. 
Desde los años sesenta, Cuba adoptó un modelo de 
partido único inspirado en concepciones socialistas de 
organización política. Sus defensores argumentan que 
este sistema ha favorecido la estabilidad institucional 
y la defensa de la soberanía nacional frente a 
presiones externas. Sin embargo, sus críticos señalan 
que ha restringido el pluralismo político y la 
competencia electoral característica de los sistemas 
multipartidistas (Domínguez, 1989). 

La discusión sobre participación política resulta 
particularmente compleja porque involucra diferentes 
concepciones de democracia. Mientras la tradición 
liberal enfatiza la competencia entre partidos y la 
alternancia en el poder, la visión revolucionaria ha 
privilegiado mecanismos de participación social y 
movilización colectiva. Esta divergencia explica buena 
parte de las interpretaciones contrapuestas sobre la 
legitimidad del sistema político cubano (Gott, 2004). 

No obstante, incluso dentro de sectores favorables 
a la Revolución existe un reconocimiento creciente de 
la necesidad de ampliar espacios de deliberación 
pública y perfeccionar los mecanismos institucionales 
de participación ciudadana. La evolución futura del 
sistema político dependerá en gran medida de su 
capacidad para responder a estas demandas sin 
renunciar a los principios fundamentales que han 
definido históricamente el proyecto revolucionario. 

 
Balance histórico 

 
La Revolución Cubana constituye una experiencia 

histórica excepcional por su capacidad de 
supervivencia y transformación. A pesar de enfrentar 
desafíos externos e internos de enorme magnitud, 
logró consolidar importantes avances en materia de 
educación, salud, soberanía nacional y proyección 
internacional. Estos logros explican que continúe 
siendo objeto de reconocimiento en amplios sectores 
del mundo en desarrollo. 

Al mismo tiempo, las limitaciones económicas, las 
dificultades productivas y los debates sobre 
participación política muestran que la experiencia 
revolucionaria también enfrenta desafíos 
significativos. Ignorar cualquiera de estas dimensiones 
conduce a interpretaciones incompletas. La 
comprensión rigurosa de la Revolución Cubana exige 
reconocer tanto sus conquistas como sus 
contradicciones. 
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Conclusiones 
 
A más de sesenta años de su triunfo, la Revolución 

Cubana sigue siendo uno de los procesos políticos 
más relevantes del mundo contemporáneo. Sus 
aciertos en materia de soberanía nacional, educación, 
salud y solidaridad internacional son ampliamente 
reconocidos por numerosos estudios académicos. Sin 
embargo, también es evidente que el modelo ha 
enfrentado dificultades económicas persistentes y 

debates no resueltos sobre pluralismo político y 
modernización institucional. 

El legado de la Revolución no puede reducirse ni a 
una narrativa de éxito absoluto ni a una historia de 
fracaso. Se trata de una experiencia compleja, 
marcada por avances significativos y desafíos 
permanentes. Precisamente por ello continúa siendo 
objeto de estudio, reflexión y debate en las ciencias 
sociales contemporáneas. 
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Por Guadi Calvo (Argentina) 
 

 
 

El grupo paramilitar Fuerzas de 

Apoyo Rápido (FAR) se hizo con El 

Fasher, la capital de Darfur del 

Norte, en octubre del año pasado, 

después de 18 meses de asedio. 

Con esto, terminó de conquistar la 

totalidad de la región de Darfur a 

fines de octubre último. Frente a lo 

previsible, su ofensiva continuó 

hacia la región de Kordofán, rica en 

yacimientos petrolíferos, con 

grandes áreas cultivables, además 

de ser fronteriza con la de Jartum, 

a donde evidentemente intentan 

regresar después de que las 

Fuerzas Armadas de Sudán (FAS) 

los expulsaran en marzo del año 

pasado tras la toma de la ciudad de 

Jartum, la capital del país, junto a 

sus ciudades satélites de 

Omdurmán y Bahri, que 

conformaban una de las áreas 

metropolitanas más grandes del 

continente. 

 Que, antes de la guerra, tenía 

diez millones de habitantes y la que 

desde entonces fue sometida a 

incalculables ataques aéreos, 

duelos de artillería pesada e 

innumerables enfrentamientos de 

infantería, por lo que se estima que 

debajo de sus escombros se 

pueden encontrar todavía miles de 

cuerpos (Ver: Sudán: La batalla de 

Jartum). 

Entre las primeras víctimas de 

la guerra se encuentra el Museo 

Nacional de Sudán, donde se 

guardaba la memoria cultural 

milenaria del país. El edificio fue 

utilizado por las FAR como base 

desde donde atacaban al ejército. 

Tras la retirada de los 

paramilitares, se había perdido casi 

el setenta por ciento de su acervo, 

entre ellas todas las piezas de oro 

de los faraones de Kush, jarrones, 

esculturas y frisos antiquísimos. 

Es en este contexto que se da 

el despliegue sin precedentes que 

milicianos de la FAR han 

establecido en los alrededores de 

el-Obeid, la capital de Kordofán del 

Norte, con numerosos 

combatientes llevados desde 

Darfur y Kordofán Occidental, 

vehículos blindados y artillería 

pesada, dispuestas en proximida-

des de las líneas defensivas del 

ejército, plegados alrededor de la 

ciudad. Este movimiento producido 

en las primeras horas del lunes 15, 

según han interpretado diversas 

fuentes locales, indica que los 

paramilitares de Hemetti Dagalo 

preparan un asalto terrestre 

definitivo para las próximas 72 

horas. 

Las FAR han aplicado el 

recurso del cerco que en El-Fasher 

les dio importantes resultados, 

también en El-Obeid, en los 

primeros meses de la guerra, abril 

del 2023, afectando no solo la 

seguridad de la ciudad, sino 

también las condiciones elementa-

les de vida de sus quinientos mil 

pobladores. 

En febrero de 2025, el ejército 

regular del general Abdel Fattah al-

Burhan había conseguido romper 

el cerco, para convertir a la ciudad 

en un punto estratégico para sus 

operaciones tanto en Kordofán 

como en Darfur. 

La ciudad de El-Obeid se ha 

convertido en un punto de 
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distribución de miles de 

desplazados que escapan de las 

áreas controladas por los 

paramilitares y sus aliados del 

Movimiento de Liberación del 

Pueblo Sudanés, en Kordofán 

Occidental y del Sur para llegar o 

bien a Jartum o seguir camino 

hacia el estado del Nilo Blanco, 

donde todavía la guerra, que ya ha 

producido quince millones de 

desplazados, otros cuatro 

refugiados en países vecinos, 

particularmente en Chad, donde se 

estima la cifra alcanza los dos 

millones. Mientras que cifras 

estimadas por Naciones Unidas 

hablan de unos 34 millones de 

personas, casi dos de cada tres 

sudaneses requieren asistencia 

alimentaria y sanitaria. 

Sin que se haya podido llegar a 

determinar una cifra de muertos, y 

será muy difícil que alguna vez se 

conozca, aunque nunca podría ser 

menor al cuarto de millón, ya que 

se ignora la cantidad de fosas 

clandestinas, que continúan sin ser 

descubiertas. En algunas de las 

halladas, se han encontrado hasta 

más de cien cuerpos, la mayoría, 

en regiones controladas por las 

FAR. 

Mientras que los paramilitares 

habían mantenido el control en 

importantes zonas de Kordofán del 

Norte, con excepción de las 

estratégicas localidades de 

Sheikan, Um Rawaba y Al-Rahad, 

ubicadas a lo largo de la ruta que 

conecta a Kordofán del Norte con 

el estado del Nilo Blanco y la 

ciudad de Jartum. 

Las fuerzas de Hemmetti se 

han posicionado en una media 

docena de áreas en torno a El-

Obeid, entre ellas las ciudades de 

Nahud y al-Khuwei, Um Samima y 

Abu Ga'oud, por las que, a finales 

de mayo, las FAR libraron 

asoladores combates por su 

captura. Los paramilitares también 

han aumentado su presencia en 

Kazgail y Al-Rayash, al sur de El-

Obeid, y en Bara y Jurayjikh, al 

norte, lo que supone una ofensiva 

desplegada desde varios ejes. 

Al tiempo, la Fuerza Aérea de 

las FAS ha producido constantes 

oleadas de ataques contra 

posiciones fijas de los 

paramilitares, al tiempo que se 

conoce que también lo hicieron 

contra columnas en pleno 

desplazamiento. En cercanías de 

dichas localidades, para impedir 

que se sigan aglutinando, para 

disponerlos en una próxima 

ofensiva. 

Según las fuentes, las Fuerzas 

de Apoyo Rápido anunciaron que, 

con el fin de desgastar a las FAS 

en la región y agotar las reservas 

de combustible y suministros 

militares, en los últimos días, 

mediante la utilización de drones, 

habían destruido al menos ocho 

gasolineras y haber atacado 

camiones cisterna en cercanías de 

al-Rahad y Um Rawaba. Además 

de destruir arsenales y grandes 

cantidades de armamento, tras un 

ataque contra el cuartel general de 

la 5.ª División de Infantería. 

 

La nueva forma de matar 

 

La guerra de Sudán, quizá 

como ninguna antes, convirtió los 

drones en el arma más efectiva de 

la panoplia de la que hasta ahora 

se disponía, convirtiéndolo en el 

arma más destacada del conflicto 

en Sudán. Solo en los primeros 

cinco meses de este año, han sido 

asesinadas más de mil personas 

por ese medio. Al tiempo que, 

según señala el alto comisionado 

de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos, Volker Türk, 

su dependencia ha verificado no 

solo un importante aumento de los 

ataques con drones, sino también 

violaciones masivas. 

Durante el año pasado se ha 

podido constatar la muerte de 

2.670 personas, incluidos 

combatientes y civiles, registrando 

un aumento del 600% en bajas 

relacionadas con el uso de drones. 

El más reciente de este tipo de 

ataques se registró la semana 

pasada, perpetrado por el Grupo 

de Apoyo Rápido, que mató a 

cerca de veinte personas en un 

cementerio y una gasolinera en la 

ciudad de El Obeid. 

Aunque es cierto que no son 

solo las FAR, la fuerza que dispone 

de esta clase de armamento, en su 

caso provisto por los Emiratos 

Árabes Unidos (EAU), la potencia 

extranjera más involucrada en el 

conflicto, sino también las FAS, 

que utilizan drones cargados con 

explosivos contra infraestructura 

civil, incluidos mercados, escuelas, 

hospitales, presas, centrales 

eléctricas y campamentos de 

desplazados. 

Según afirman las Naciones 

Unidas, de no revertirse esa 

tendencia, la crisis humanitaria se 

agravará todavía mucho más. 

Mientras que la Corte Penal 

Internacional advierte que los 

informes llegados desde la ciudad 

sudanesa de El-Fasher sobre 

asesinatos en masa, ejecuciones 

sumarias, violaciones generaliza-

das “podrían constituir crímenes de 

guerra y crímenes de lesa 

humanidad”. 

El-Fasher no es la excepción, 

ya que lo mismo se ha extendido a 

prácticamente todo el país, donde 

cada vez son más las denuncias 

que se conocen sobre detenciones 

arbitrarias, torturas y desaparicio-

nes forzadas. Más allá de que el 

acceso a los núcleos de combates 

está restringido para la prensa, 

miembros de organizaciones 

humanitarias, activistas políticos, 

líderes religiosos y comunitarios, 

quienes podrían enfrentar graves 

cargos, sino es la muerte sumaria 

de no atenerse a estas 

limitaciones. 

En otra gama de delitos 

recientemente conocidos y 

cometidos por los paramilitares y 
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algunas milicias aliadas, está la 

detención seguida de coacción y 

extorsión, obligando a las familias 

de sus víctimas a pagar sumas de 

hasta 25 millones de libras 

sudanesas o unos 40 mil dólares 

estadounidenses, a cambio de la 

libertad de su familiar. Un ejemplo 

de esto es la retención de setenta 

trabajadores humanitarios en mayo 

pasado en la ciudad de El Geneina, 

capital del Estado de Darfur del 

Oeste, por parte de inteligencia 

militar de FAR, de los que desde 

entonces no se ha tenido 

información, aunque podría ser 

posible que se esté negociando 

bajo cuerda con las familias o las 

instituciones para las que 

trabajaban. 

Se sabe que los paramilitares 

tienen miles de detenidos en la 

atroz prisión de Nyala (Darfur del 

Sur), la más célebre por las 

bestiales condiciones a las que se 

encuentran sometidos los internos, 

llegados desde todos los rincones 

de Darfur y otras áreas bajo control 

de las Fuerzas de Apoyo Rápido.

 
 
 

 
Guadi Calvo  
(Argentina) escritor y periodista. Analista Internacional especializado en África, Medio Oriente y Asia Central.  

 
 
Fuente de la Imagen: Gemini AI 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
  

https://www.msf.org/
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Por Marco Aurélio Terroni (Brasil) 
 

 
Policías de Macedonia del Norte, con sus vehículos. 

 

Para que los organismos de las Fuerzas del Orden, estén en plena capacidad de actuar contra el terrorismo, 

es importante que se observen las garantías que la Constitución Federal de cada país, las leyes y los 

reglamentos les brindan. 

Para hablar de las características y el potencial de las policías del mundo, en el sentido de lo que poseen 

para el combate ante el terrorismo global, fue necesario dividir la información en una serie de veinte capítulos, 

donde presento las instituciones de policía en orden alfabético, correspondiendo en esta entrega los países que 

inician por la letra M. 

 
MACEDONIA DEL NORTE 

La Policía de la República de Macedonia del Norte, es responsable de la aplicación de la ley en Macedonia del 

Norte. La sede se encuentra en Skopje, en el Ministerio del Interior, y también mantiene una base aérea cerca 

de Idrizovo. Los organismos encargados de hacer cumplir la ley en Macedonia del Norte están regulados por la 

Constitución de 1991. El Código de Procedimiento Penal y la Ley de Asuntos Internos controlan el uso de armas 

de fuego por parte de la policía. En 2003, se creó la Academia de Policía para capacitar a la policía civil y 

fronteriza. Taiwán, Canadá e Italia contribuyeron con helicópteros Bell Helicopter Textron a la Unidad de 

Aviación de la Policía de Macedonia en cooperación con la Fuerza Aérea de Macedonia del Norte para ayudar 

a combatir la insurgencia albanesa en el país. Organización: Policía de Fronteras, Policía de Patrulla de Agua, 

Policía de Tránsito, Unidad de Helicópteros, Agencia de Inteligencia, Contrainteligencia. Unidades especiales: 

Unidad Especial Antiterrorista “Tigres” y Unidad de Despliegue Rápido. 

 

Armamento: Pistolas: CZ 99 y Glock17. 

Subfusiles H&K MP5. Fusiles de asalto: Zastava 

M70, AR-M1, IWI Sabor, IWI Tavor X95, Zastava 

M92. Fusiles de francotirador: Zastava M76, 

Zastava M93, Sako TRG-42, McMillan TAC-50, IA-

Vehículos: BMW E46, Chevrolet Spark, Dacia 

Dokker - Duster - Sandero, Škoda Octavia - Yeti, 

Chrysler Cirrus, Volkswagen Transporter - Golf, 

SsangYong Rexton, Land Rover Defender, Yugo 

Cabrio, Volvo.  
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AXMC, SVD Dragunov. Ametralladoras: PKM, 

Zastava M84, IWI Negev. 

Helicópteros: Bell 206B-2, Bell AB 212, Bell 

412EP, Mil Mi-171.  

Motocicletas: Honda ST1300 Pan-European, 

Sanyang SYM HD2 200i, Piaggio Beverly.  

Vehículos Blindados: TM-170, BTR-80, Wolf, 

TOMADA. 

 

MADAGASCAR 

La Policía Civil de Madagascar, con 3.000 miembros del Ministerio del Interior, participa en la vigilancia de las 

ciudades. Los organismos encargados de hacer cumplir la ley de Madagascar incluyen, además: la 

Gendarmeriè Nationale (la fuerza policial nacional de Madagascar, con 8.100 empleados -en 2006- que operan 

bajo el Ministerio de Defensa), complementada por un Regimiento de Seguridad Presidencial; una Dirección 

General de Información y Documentación Interna y Externa; y una Policía Política Secreta. 

 

Armamento: Pistolas automáticas MAS-MAC, 

MAB, Beretta 9mm. Fusiles de asalto franceses 

MAS 36 calibre 7,62mm. 

Vehículos: Blazer Advantage, Hilux SW4, 

Hoverbike, Lamborghini Aventador, Lotus Evora, 

Porsche 911 Carrera.  

Náutica: lanchas rápidas y canoas. 

 

MALASIA 

La Real Policía de Malasia, es una fuerza policial nacional uniformada y organizada de forma centralizada, 

cuenta con la asistencia de un grupo de apoyo de Policía Extraordinaria, Reserva de Policía Voluntaria, Policía 

Auxiliar, Cadetes de Policía y un miembro de la administración pública. Su sede se encuentra en Bukit Aman, 

Kuala Lumpur. Las funciones de la policía en virtud de la Ley de policía de 1967 son: aprehender a todas las 

personas a las que la ley autoriza a aprehender; procesamiento de inteligencia de seguridad; llevar a cabo 

procedimientos legales; proporcionar asistencia para mantener el orden en los puertos y aeropuertos de 

Malasia; ejecutar citaciones, órdenes judiciales, compromisos y otros procesos; proteger la propiedad no 

reclamada y perdida y encontrar a sus dueños; brindar asistencia para proteger vidas y propiedades; proteger 

la propiedad pública; monitorear y custodiar a los presos y otras personas bajo custodia policial. Unidades 

especiales: Comando de Operaciones Especiales, Batallón de Comando 69, Unidad de Acciones Especiales, 

Pelotón Tigre, Equipo de Asalto de la Marina (antiterrorismo), Equipo de Tareas Especiales y Rescate, Equipo 

SWAT de Prisiones, Equipo SWAT de Inmigración, Equipo SWAT de Aduanas. 

 

Armamento: Subametralladora CZ Scorpion EVO 

3 A1, carabina M4, rifle M16, metralleta MP5.  

Vehículos: Proton Waja - X70 SUV, Nissan X-

Trail, Nuevo Honda Civic 1.8 S - Sedan. 

  

MALAWI 

El Servicio de Policía de Malawi es un organismo ejecutivo independiente que tiene el mandato constitucional 

de proteger la seguridad pública y los derechos de las personas en Malawi y está supervisado por un Inspector 

General de Policía. La capacidad del Servicio de Policía de Malawi está aumentando, pero su capacidad para 

disuadir e investigar delitos, ayudar a las víctimas y detener a los delincuentes es extremadamente limitada. Las 

Fuerzas de Defensa de Malawi incluyen: fuerzas terrestres, “servicios de policía”, un ala aérea y un componente 

naval. 

 

Armamento: Pistolas Browning de 9 mm. 

Ametralladora Kalashnikov. Fusil HK G3, FN FAL, 

Vector R5. 

Vehículos: Toyota Corolla - Hiace - Hilux - Land 

Cruiser, Foton Tunland - Ver CS2 Wagon, 

Camioneta China.  

Aviones: Avión de defensa BN-2T, SC.7 3M 

Skyvan.  

Helicópteros: Eurocopter AS.365 Dauphin 2, 

Aerospatiale AS.350 Ecoureuil.  

Lanchas patrulleras: Tipo P 703 y P 704, tipo 

Buccaneer Inflatables / Buccaneer Legend. 
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MALDIVAS 

El Servicio de Policía de Maldivas es la fuerza de policía civil nacional de la República de Maldivas. Es 

responsable de hacer cumplir las leyes penales y de tránsito, mejorar la seguridad pública, mantener el orden y 

mantener la paz y está bajo el control del Ministerio del Interior. La Fuerza de Policía fue establecida en 1933. 

Su organización incluye departamentos: represión de drogas; delitos contra la economía; protección de la familia 

y del niño; investigaciones generales; unidad contra la trata de personas; apoyo a las víctimas; la gestión del 

tráfico; Seguridad industrial; Operaciones Especiales; policía comunitaria; grandes eventos; servicios forenses; 

policía marítima; policía de custodia; Academia de policía; club de policía; instituto de seguridad y aplicación de 

la ley. 

 

Armamento: Pistolas Browning Hi-Power, M1911. 

Subfusiles, rifles y fusiles de asalto: MP5, AK-47, 

AK-103, M16A1/M16A2, FN FAL, M24, FN MAG, 

PK, PKP, M2, RPG-7. 

Vehículos: Toyota Hilux, Isuzu D-Max, Mazda 6, 

Ford Transit, Isuzu Elf, Honda Accord, Jeep 

Wrangler, Mitsubishi Outlander, Polaris RZR.  

Motocicletas: Airblade 125, Suzuki GN125, 

Honda CBX 350, Yamaha FJR1300, BMW 

R1200RT.  

Buques: RHIB, patrulla PSC, patrulla PGR, 

Gading Marine FAC PC 31. 

Aeronaves: Dron DJI Mavic.  

 

MALÍ 

La Policía Nacional de Malí es responsable de la aplicación de la ley y depende del Ministerio de Seguridad 

Interior y Protección Civil. Comparte su responsabilidad (exclusivamente para las áreas urbanas) con la 

Gendarmería, aunque la principal responsabilidad de la Gendarmería es para las áreas rurales, también 

refuerza la policía nacional cuando es necesario. Aunque el “Wall Street Journal” estima que cada organización 

tiene aproximadamente 5.000 empleados, Interpol (de la que ha sido miembro desde 1969) informa un número 

de más de 7.000 para la policía. 

 

Armamento: Carabinas SKS, ametralladoras 

ligeras RPD y ametralladoras pesadas SGM 

Goriunov. 

Vehículos: blindados, Toyota de cabina doble y 

sencilla, ambulancias, vehículos de transporte de 

tropas y motocicletas, incluidos los tanques T-

72B3M, BMP-3, BTR-82A, Spartak, Lenza y Tiger. 

 

MALTA 

La Policía de Malta es la policía nacional y su responsabilidad por la seguridad nacional, la aplicación de la ley 

y sus objetivos están definidos en la Ley de policía de conformidad con las leyes de Malta. Dependencia del 

Ministerio del Interior. Especialidades: Lucha contra el blanqueo de capitales; Policía Comunitaria; Unidad de 

Lucha contra el Terrorismo; Unidad de Inteligencia y Análisis Criminal; Unidad de Delitos Cibernéticos; Unidad 

de Violencia Doméstica; Escuadrón Antidrogas; Delitos económicos; Unidad de Protección Ambiental; Violencia 

doméstica y de género; Asesinato; Inmigración; Unidad de Relaciones Internacionales; Unidad para perros; 

Crímenes serios; Policía Montada; Unidad de Intervención Rápida; Unidad de Intervención Especial; Pelotón de 

vehículos robados; Tráfico; Unidad de Apoyo a las Víctimas. Los agentes de policía no suelen portar armas de 

fuego mientras patrullan, pero suelen llevar gas pimienta y bastón de policía como herramientas defensivas.  

 

Armamento: Pistolas H&K USP, Glock 17 y 19. 

Subfusiles H&K MP5 - MP7 y FN P90. Fusiles de 

asalto HK G36 - G41 - HK 416-417. Rifle 

francotirador Barrett M82. Equipo personal: 

Pasamontañas negro, chaleco antibalas, chaleco 

táctico, casco de protección balística, coderas, 

rodilleras y espinilleras, botas y guantes, equipo 

antidisturbios. (unidades especiales). 

Vehículos: Fiat Tipo, Land Rover Defender, Ford 

Focus Sedan sin marcar, Ford Focus Notchback. 
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MARRUECOS 

La Real Gendarmería de Marruecos fue fundada en 1957 por el rey Mohammed V. La estructura de sus 

funciones ha sido determinada por dos tradiciones principales diferentes, pero complementario: el primero tiene 

sus raíces en la historia y cultura de Marruecos y nació del sistema administrativo y político de seguridad pública 

que ha asegurado el mantenimiento del orden público durante siglos. La segunda tradición “Makhzen” es la más 

moderna. Está integrado por oficiales, suboficiales y soldados. Unidades especiales: Grupo de Intervención de 

la Gendarmería Real y Oficina Central de Investigaciones Judiciales. 

 

Armamento: Pistolas Beretta M9 y Glock 17. 

Rifles M16A2, M4. Ametralladora M249. Subfusil 

HK MP5 A1 - A2, HK MP5K. Francotirador M24 

SWS. Fusil de asalto FN CAL. 

Vehículos: Hummer H2, Panhard M3, AML90 / 

AML60, Volkswagen caddy, Toyota prado, 

Chevrolet Suburban, Chevy chevy van, BMW serie 

5 - 7.  

Motocicletas: BMW K1600, Goldwing 1800 y 

BMW motocross.  

Aeronaves: Avión Eurocopter EC145. 

 

MAURICIO 

La Policía de Mauricio es el organismo nacional encargado de hacer cumplir la ley y desempeña funciones de 

policía militar y de seguridad en el país insular. Con alrededor de 12.500 agentes de policía bajo el mando del 

Comisionado de Policía, forma parte de la División de Asuntos Internos, que depende de la Oficina del Primer 

Ministro. La policía de Mauricio está formada en India, Reino Unido y Francia. También brindan capacitación a 

los oficiales de la Guardia Costera Nacional. Ramas: Unidad antidrogas; Guardacostas; Escuadrón de 

helicópteros de la policía; Servicio de seguridad nacional; Fuerza especial móvil; Unidad de apoyo especial.  

 

Armamento: Pistola Walther PP, 

subametralladora FN P90 - H&K MP5, rifle M16 - 

M16A2, fusil de asalto SIG SG 540 - H&K G36 - FN 

FAL - FN SCAR, ametralladora FN MAG. 

Vehículos: Toyota Corolla-Hilux-Tacoma, Nissan-

Nissan Frontier, Mitsubishi L200.  

Buques: CGS Barracuda - Valiant - Victory - 

Guardian - Observer, corbeta clase Kora, 

interceptor clase AMPL P-2000, patrulla clase 

Sarojini Naidu.  

Aeronaves: Dornier 228, BN-2T Defender, HAL 

Chetak, HAL Dhruv, AS355. 

 

MAURITANIA 

La Gendarmería Nacional es la fuerza policial nacional de Mauritania. La gendarmería hace parte del ejército y 

mantiene puestos en las zonas urbanas y rurales del país. En 2019, 140 policías fueron resaltados como parte 

de una fuerza multinacional de manutención de la paz de la ONU en la República Centroafricana. 

 

Armamento: Pistolas MAC-50 y TT-33. Subfusiles 

MAT-49. Rifles SKS, AKM, H&K G3. Rifle de 

francotirador FR F1. 

Vehículos: Toyota Hilux - Land Cruiser Prado - 

Land Cruiser, Mercedes-Benz Sedán, Mahindra 

Goa. Patrulla marítima aviones Cessna 208, Piper 

PA-31. Helicópteros MD 500 y AW109. 

 

MÉXICO 

La Policía Federal Preventiva fue una corporación policial federal civil en México, creada el 13 de diciembre de 

1998, para reprimir la delincuencia organizada, mediante la fusión de la Policía de Caminos y Puertos, la Policía 

Fiscal y la Policía Federal de Migración. En 2019 fue absorbida, junto con las policías militares del Ejército y la 

Armada de México, por la “Guardia Nacional” y disuelta el 1 de octubre de 2019. Algunos municipios de México 

tienen sus propias fuerzas policiales preventivas y municipales. La Policía Municipal, encargada de atender los 

disturbios civiles menores y las infracciones de tránsito. De los 2.457 municipios, 650 no tienen policía. La 

aplicación de la ley en México se divide entre entidades: federal, estatal y municipal. Hay dos policías federales, 

31 policías estatales y dos de la Ciudad de México, y una investigación de la Secretaría Ejecutiva del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública. En todos los niveles, la vigilancia policial en México tiende a mantener fuerzas 

separadas para la vigilancia de patrullas preventivas, por un lado, y las patrullas de investigación por el otro. 
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Unidades especiales: Grupo de Operaciones Especiales (contraterrorismo), Fuerzas Federales de Apoyo, 

Protección Federal, Policía Federal de Caminos y División de Inteligencia. 

 

Armamento: Pistolas Glock y USP. Fusil Heckler 

& Koch G36 - G3. Subfusil Heckler & Koch MP5 - 

UMP. Rifle de francotirador MSG90. Carabina 

M4A1. 

Vehículos: Dodge Charger - PPV - Avenger - 

Durango PPV - Spirit - RAM, Ford Explorer - Crown 

Victoria - Focus - Fiesta - Mustang - Taurus - 

Expedition - Figo - F-150 - Ranger - Police 

Interceptor Sedan - Police Interceptor Utility, 

Chevrolet Impala - Malibu - Tahoe PPV - Suburban 

- Cheyenne - Nuevo Aveo - , BMW M5, Mercedes 

Benz Clase E, Honda C-RV, Jeep Patriot, Nissan 

Tsuru - Frontier - Sentra, Volkswagen Jetta.  

Helicópteros: Mi-17, UH-60 Black Hawk, MD 500. 

 

MYANMAR 

La Fuerza de Policía de Myanmar es la agencia de aplicación de la ley, oficialmente conocida como la “Fuerza 

de Policía Popular”, fue creada en 1964 como un departamento independiente del Ministerio del Interior y fue 

reorganizada el 1 de octubre de 1995, de manera informal. pasó a formar parte del Tatmadaw (Fuerzas Armadas 

de Myanmar). Cuenta con los siguientes departamentos: Policía de Seguridad; Fuerza de Policía de la Guardia 

Fronteriza; Departamento de Inteligencia Especial; Departamento de Investigación Criminal; Departamento de 

Policía de Ferrocarriles; Fuerza policial contra la trata de personas; Policía Marítima; Fuerza de Policía de 

Aviación; División de Control de Drogas; Fuerza de Investigación Financiera; Policía de tráfico; Policía de 

Seguridad Turística; Fuerza de Policía de Seguridad de Campos Petroleros; Fuerza de Policía de Seguridad 

Forestal; Policía de tráfico; Policía Municipal; y Armas y tácticas especiales (SWAT).  

 

Armamento: Revólver Enfield, Colt Special, MA5 

MKI - MA5 MKII. Metralletas: H&K MP5, BA-52, 

Sten Gun, BA93, BA94, MA13 MKI, MA13 MKII. 

Carabina M1, M4, tipo 56. Rifle de asalto tipo 63, 

M1 Garand, Lee Enfield, AK-47, M16, Norinco CQ 

- QBZ 97, BA63, MA11, MA3. Ametralladoras: Bren 

Gun, BA64, MA12, Tipo 81 lmg, Tipo 56 lmg. Rifles 

de francotirador: M40, BA100, MAS MKII. Armas 

no letales: TASER, spray de pimienta, pistola de 

pimienta, bala de plástico y goma, bastón, escudo 

antidisturbios, granada paralizante M84, gas 

lacrimógeno, granada química M6 / M7. 

Vehículos: Toyota Hilux, Toyota Corolla, 

Chevrolet LUV.  

Material Naval: Barcos patrulleros. 

 

MICRONESIA 

La Policía Nacional del FSM es el brazo de aplicación de la ley del gobierno nacional y asuntos policiales locales 

de Micronesia, una pequeña fuerza de policía nacional federal, una división del Departamento de Justicia. Otras 

funciones incluyen evacuación médica, asistencia en operaciones de socorro en casos de desastre, 

comunicaciones de emergencia y apoyo técnico y capacitación para las agencias estatales de aplicación de la 

ley. Los Estados Federados de Micronesia también tienen departamentos de policía estatales y departamentos 

municipales. Desde la fundación del país, nunca se ha creado ningún tipo de fuerza militar. La única fuerza 

permitida es la policial, que incluye una Unidad de Vigilancia Marítima, equipada con armas ligeras y un barco 

patrullero. La defensa del país es responsabilidad de Estados Unidos, a través del Tratado de Libre Asociación. 

 

Armamento: No encontrado en búsquedas en 

Internet. 

Vehículos: Nissan Frontier, Nissan Sentra, Toyota 

Land Cruiser Prado.  

Material Naval: Barco patrullero clase Guardian y 

Pacific.  

Aeronaves: Avión Harbin Y-12. Drones 

AeroVironment RQ-20 Puma.  
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MOZAMBIQUE 

La Policía de la República de Mozambique, creada en 1992, es una fuerza paramilitar integrada en el Ministerio 

del Interior de Mozambique, extinguiendo la Policía Popular de Mozambique, que estaba integrada por 

elementos del Frente de Liberación de Mozambique. Con el fin del régimen de partido único, la fuerza cambió 

de nombre y el reclutamiento se extendió más allá de los miembros del partido gobernante. Desde su creación, 

se optó por organizarse militarmente, aunque la organización policial que existía en Mozambique, en ese 

momento como colonia de Portugal, era la Policía Civil de Seguridad Pública. Cuenta con los siguientes 

departamentos: Policía de Protección; Policía de tráfico; Policía de Transportes y Comunicaciones; Guardia de 

la Policía Fronteriza; Fuerzas Especiales y de Reserva. 

 

Armamento: Pistolas, escopetas, pistolas de aire 

comprimido y AK-47. 

Vehículos: Toyota Corolla, Hyundai, Mahindra 

Pick Up Escorpio. 

 

MOLDOVA 

La Inspección General de Policía, es una institución estatal dependiente del Ministerio de Administración Interna, 

que regula la aplicación de la ley en Moldova. La IGP se estableció como “Policía de la República de Moldova” 

en 1990, después de que el Gobierno reformara los órganos del Ministerio de Administración Interna de la 

República Socialista Soviética de Moldova, que preveía la creación de comisarías y distritos de policía. El 18 de 

diciembre de 1990, el Parlamento aprobó la Ley de Policía. En 1995, la Policía Nacional estaba bajo la dirección 

del Ministerio del Interior. Contaría con 2.500 hombres, con policías antidisturbios estimados en 900. Las 

instituciones dependientes de la IGP son: Investigación Nacional Inspección; Inspección de la Patrulla Nacional; 

Departamento de Policía Municipal de Chisinau; Dirección General de Investigación Criminal; Brigada de 

Fuerzas Especiales “Fulger”; Centro Quinológico; Centro Técnico Forense y de Expertos Judiciales; Centro de 

Cooperación Interpol; Policía Judicial; Servicio de Compras y Logística; Dirección de Inspección; Dirección 

General de Seguridad Pública. 

 

Armamento: Pistolas Makarov y Glock 17. Fusiles 

AK-74, AKM, carabina M4, pistola Mitralieră 

modelo 1963/1965. Rifles de francotirador 

Dragunov SVD y PSL. Lanzagranadas GP-25, 

granada F-1, RGD-5, granada aturdidora Zarya. 

RPG-7. 

Vehículos: Audi A4, Dacia Logan - Duster, Skoda 

Octavia, Ford Fiesta - Transit, Volkswagen 

Transporter, Peugeot Partner, Opel Corsa, 

Chevrolet Aveo, Lada. Caballos. 

 

MÓNACO 

La Fuerza de Policía Armada Nacional es la agencia de aplicación de la ley en Mónaco, compuesta por 515 

hombres y mujeres. Curiosamente tiene la fuerza policial y la presencia policial más grande del mundo, en 

proporción con el total de población de su país (aproximadamente 38.000 habitantes, lo que da un total de 13.5 

policías por cada 1.000 habitantes). Tiene una unidad especializada que emplea lanchas patrulleras y de 

vigilancia, así como una unidad de guardaespaldas militarizada específica para el Príncipe y su palacio llamada 

“Compagnie des Carabiniers du Prince”, con una plantilla de 116 oficiales, equipados con armas modernas, 

incluidos rifles M16 y pistolas de 9 mm; y un “Corps des Sapeurs-Pompiers” armado y bien entrenado, que 

proporciona un servicio integral de defensa civil en apoyo de las fuerzas del orden, además de sus servicios de 

bomberos y rescate. 

 

Armamento: Pistolas Glock 17, Beretta 92, SIG 

P210. Fusil de asalto M16A2 - M4A1, SIG SG 510. 

Vehículos: Peugeot P4, Renault Master - Scenic - 

Espace. Motocicletas BMW R1200RT-P. Blindado 

Mowag Piranha V.  

Material Naval: bote salvavidas, embarcación 

semirrígida y embarcación neumática semirrígida. 
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MONGOLIA 

La Agencia Nacional de Policía de Mongolia es la principal fuerza responsable de mantener el orden público y 

prevenir la delincuencia en todo el país, establecida en 1965. El Ministerio de Justicia y Asuntos Internos es el 

único organismo de seguridad nacional en Mongolia. Interpol tiene una oficina en la Policía de Mongolia. Las 

tropas internas son la agencia de aplicación de la ley de la policía paramilitar y las fuerzas de reserva de las 

Fuerzas Armadas de Mongolia. Sirve como policía antidisturbios y como unidad especial que protege 

importantes edificios gubernamentales, como la emisora nacional de Mongolia y el cementerio nacional de 

Altan-Ölgii. Su forma actual se estableció en febrero de 2014. La Autoridad General de Protección Fronteriza 

es la Policía de Fronteras o Guardia de Fronteras, que realiza funciones policiales en los puestos de control y 

realiza inspecciones de los vehículos que cruzan la frontera. Unidades especiales: Unidad de Respuesta 

Especial, SWAT, Rot-35 (Familia y Linaje de la Calle) y Tropas Internas de Mongolia. 

 

Armamento: Pistolas CZ 75. Subfusiles PP 93. 

Fusiles de asalto y carabinas AKM, AK-74, AKS-

74U, M16, IMI Galil, IWI Tavor, H&K G36, M4. 

Vehículos: Renault Duster, Kia Rio - Sportage - 

Picanto, Hyundai Accent, Toyota Land Cruiser. 

 

MONTENEGRO 

La Policía Administrativa es la principal responsable de la aplicación de la ley en Montenegro. Todas las 

unidades de la Administración de la Policía dependen del Director de Policía. Anteriormente estaba bajo la 

jurisdicción del Ministerio del Interior, pero se convirtió en una agencia gubernamental totalmente independiente 

en 2019. La Administración de Policía, hasta 2018, contaba con 4.106 integrantes, siendo: 3.013 policías, 149 

sargentos de policía, 920 inspectores de policía, 37 consejeros de policías. Unidades especiales: Sector de 

lucha contra el crimen, Sección de apoyo operativo especial, Sector policial para fines especiales, Unidad 

antiterrorista, Unidad policial especial. 

 

Armamento: Pistolas Glock 17, CZ 99. Equipo 

individual: esposas, bastón de policía y radio 

Motorola TETRA MTP 850 S. 

Vehículos: Opel Astra, Volkswagen Golf, Dacia 

Clio - Duster, Škoda Octavia, Mercedes Benz 

A160, Nissan Armada, Renault Fluence, Land 

Rover Defender.  

Aeronaves: Helicópteros SA341 Gazelas y 

Augusta-Bell AB412. 

 

 

Fuente de la Imagen Principal: https://www.infomigrants.net/en/post/48348/migrant-accidentally-shot-dead-by-

north-macedonian-police 
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Por José Luis García Martínez (Venezuela) 
 

 
 
Resumen 

 

La relación entre las Fuerzas Armadas y el poder 

político ha constituido uno de los elementos centrales 

de la historia contemporánea venezolana. En los 

últimos años, diversos actores políticos y analistas han 

debatido sobre la posibilidad de una ruptura 

institucional originada en el ámbito militar, 

especialmente en contextos donde determinados 

sectores perciben amenazas a la soberanía nacional, 

a la autonomía económica o al control de los recursos 

estratégicos del país. El presente artículo examina, 

desde una perspectiva académica, la posibilidad de un 

golpe de Estado militar en Venezuela ante una 

hipotética percepción de subordinación del Estado 

venezolano a intereses extranjeros. El estudio aborda 

factores institucionales, políticos, económicos y 

geopolíticos que podrían favorecer o dificultar una 

ruptura del orden constitucional. Se concluye que, 

aunque las Fuerzas Armadas continúan siendo un 

actor central dentro del sistema político venezolano, 

las características actuales de las relaciones civiles-

militares hacen poco probable una acción militar 

autónoma de gran escala, aun cuando puedan existir 

tensiones derivadas de debates sobre soberanía, 

recursos naturales o influencia extranjera. 

 

Palabras clave: Venezuela, relaciones civiles-

militares, soberanía, geopolítica, recursos naturales, 

Fuerza Armada Nacional Bolivariana. 

 

Introducción 

 

La historia política latinoamericana ha estado 

marcada por una compleja relación entre las 

instituciones militares y el poder civil. Durante gran 

parte del siglo XX, los golpes de Estado constituyeron 

mecanismos recurrentes de sustitución 

gubernamental en numerosos países de la región. Sin 

embargo, la consolidación de regímenes democráticos 

y la transformación de las relaciones civiles-militares 

modificaron significativamente ese panorama. 

En el caso venezolano, el intento de golpe de 

Estado de 1992 encabezado por Hugo Chávez y la 

crisis institucional de abril de 2002 constituyen hitos 

fundamentales para comprender la evolución posterior 
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de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana (FANB). 

Diversos estudios coinciden en señalar que, después 

de 2002, los gobiernos chavistas desarrollaron 

mecanismos destinados a fortalecer el control político 

sobre la institución militar y a profundizar su 

integración dentro del aparato estatal (Rodrígues de 

Caires & Brito, 2017). 

En este contexto, resulta pertinente preguntarse si 

una eventual percepción de pérdida de soberanía 

nacional o de creciente influencia extranjera sobre la 

economía venezolana podría generar condiciones 

favorables para una intervención militar en la política 

nacional. 

 

Marco teórico: soberanía, recursos estratégicos y 

nacionalismo militar 

 

La literatura especializada sobre relaciones civiles-

militares ha señalado que los militares suelen 

percibirse a sí mismos como guardianes de la 

integridad territorial y de la soberanía nacional. En 

determinados contextos históricos, esa 

autopercepción ha servido para justificar 

intervenciones políticas directas cuando sectores 

militares consideran que las autoridades civiles han 

comprometido intereses fundamentales del Estado. 

Trinkunas (2002) sostuvo que las crisis políticas 

venezolanas de finales del siglo XX estuvieron 

estrechamente relacionadas con transformaciones en 

las relaciones entre las élites políticas y la institución 

militar. Asimismo, diversos autores han destacado que 

el nacionalismo constituye uno de los elementos 

doctrinales más persistentes dentro de las fuerzas 

armadas latinoamericanas. 

Desde esta perspectiva, una percepción de 

pérdida de control sobre recursos estratégicos -como 

petróleo, gas, minerales o infraestructura crítica- 

podría generar tensiones significativas dentro de 

determinados sectores militares. Sin embargo, la 

existencia de malestar o desacuerdo no implica 

necesariamente la disposición ni la capacidad de 

ejecutar una ruptura institucional. 

 

La transformación de las relaciones civiles-

militares en Venezuela 

 

Uno de los principales obstáculos para cualquier 

escenario de intervención militar radica en la profunda 

integración entre la FANB y el aparato político estatal 

desarrollada durante los gobiernos de Hugo Chávez y 

Nicolás Maduro. 

Rodrígues de Caires y Brito (2017) argumentan 

que el chavismo construyó un modelo de “control 

político” destinado a minimizar riesgos de 

insubordinación militar mediante incentivos 

institucionales, ideológicos y organizacionales. 

Por su parte, Buttó (2013) sostiene que la 

Revolución Bolivariana produjo una creciente 

politización de la institución militar y una ampliación de 

la presencia de oficiales en funciones administrativas 

y gubernamentales. 

La consecuencia práctica de este proceso es que 

la frontera entre élite política y élite militar se ha vuelto 

considerablemente más difusa que en otros períodos 

históricos venezolanos. 

Esta situación dificulta la aparición de un actor 

militar independiente capaz de actuar como sujeto 

político autónomo frente al gobierno. 

 

Recursos naturales, soberanía y percepción de 

influencia extranjera 

 

La cuestión de los recursos naturales ocupa un 

lugar central dentro de la geopolítica venezolana. 

Venezuela posee la mayor reserva petrolera del 

mundo y cuenta además con importantes recursos 

minerales, particularmente en la región del Arco 

Minero del Orinoco. La relevancia estratégica de estos 

recursos ha convertido al país en objeto permanente 

de atención internacional. 

Recientemente, diversas informaciones 

periodísticas han destacado el interés de actores 

extranjeros por los recursos minerales venezolanos y 

los esfuerzos gubernamentales para recuperar el 

control efectivo de zonas mineras afectadas por 

actividades ilícitas y presencia de grupos armados 

irregulares. 

No obstante, desde una perspectiva académica 

resulta fundamental distinguir entre la existencia de 

cooperación internacional, inversión extranjera o 

acuerdos económicos y la noción de pérdida efectiva 

de soberanía. La percepción política de subordinación 

puede diferir considerablemente de los hechos 

observables. 

Precisamente esa diferencia entre percepción e 

interpretación constituye uno de los factores que 

condicionan la formación de narrativas nacionalistas 

dentro de sectores políticos y militares. 

 

Factores que podrían favorecer una ruptura 

institucional 

 

La literatura comparada sobre golpes de Estado 

identifica varios factores que históricamente han 

incrementado la probabilidad de intervenciones 

militares: 

• Crisis severas de legitimidad gubernamental. 

• Fragmentación de las élites gobernantes. 
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• Deterioro económico prolongado. 

• División dentro de las fuerzas armadas. 

• Percepción de amenazas existenciales al 

Estado. 

 

En teoría, una combinación de esos factores 

podría generar condiciones favorables para una 

ruptura institucional. 

Sin embargo, la experiencia comparada demuestra 

que la existencia de uno o varios de estos elementos 

no garantiza la ocurrencia de un golpe de Estado. De 

hecho, numerosos gobiernos han sobrevivido durante 

décadas enfrentando crisis económicas, presiones 

externas o cuestionamientos sobre su legitimidad. 

 

Factores que dificultan un golpe militar en 

Venezuela 

 

Si se analiza la estructura actual del poder 

venezolano, los obstáculos parecen considerable-

mente mayores que los incentivos. 

• En primer lugar, la FANB mantiene una fuerte 

integración institucional con el Estado. 

Diversos estudios destacan que la 

participación militar en áreas administrativas, 

económicas y gubernamentales ha fortalecido 

los vínculos entre la élite política y la élite 

castrense. 

• En segundo lugar, las experiencias recientes 

en distintos países muestran que los golpes de 

Estado generan elevados niveles de 

incertidumbre política, económica y 

diplomática. 

• En tercer lugar, la comunidad internacional 

contemporánea suele reaccionar negativamen-

te ante rupturas constitucionales, independien-

temente de las justificaciones ideológicas 

invocadas por sus promotores. 

• Finalmente, cualquier escenario de 

confrontación interna dentro de un país con 

profundas divisiones políticas podría derivar en 

dinámicas de violencia prolongada y 

fragmentación institucional. 

 

 

 

Implicaciones geopolíticas de una eventual 

ruptura institucional 

 

Desde una perspectiva geopolítica, un golpe militar 

en Venezuela tendría repercusiones regionales e 

internacionales significativas. 

El país ocupa una posición estratégica en el Caribe 

y América del Sur debido a sus recursos energéticos, 

su ubicación geográfica y sus vínculos con múltiples 

actores internacionales. 

Una ruptura institucional podría provocar: 

• Aislamiento diplomático; 

• Sanciones económicas; 

• Conflictos internos de legitimidad; 

• Reconfiguración de alianzas internacionales; 

• Incremento de la inestabilidad regional. 

 

Por ello, incluso sectores críticos respecto a 

determinadas políticas gubernamentales podrían 

considerar que los costos geopolíticos de una 

intervención militar superarían ampliamente los 

beneficios potenciales. 

 

Conclusiones 

 

El análisis de la literatura especializada sugiere 

que la posibilidad de un golpe de Estado militar en 

Venezuela no puede evaluarse exclusivamente a 

partir de percepciones sobre soberanía, influencia 

extranjera o control de recursos naturales. 

Si bien esos factores pueden influir en la formación 

de discursos nacionalistas y generar tensiones 

políticas, la estructura actual de las relaciones civiles-

militares constituye un importante obstáculo para 

cualquier intervención militar autónoma. 

La evolución de la FANB durante las últimas dos 

décadas ha producido un nivel de integración política 

e institucional que dificulta la emergencia de actores 

militares independientes capaces de liderar una 

ruptura del orden constitucional. 

En consecuencia, desde una perspectiva 

académica, la probabilidad de una intervención militar 

exitosa parece depender menos de debates sobre 

influencia extranjera y más de eventuales 

transformaciones profundas en las relaciones entre las 

élites políticas, económicas y militares del país. 

 

 
Fuente de la Imagen: Open AI, ChatGPT. 
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Por Guadi Calvo (Argentina) 
 

 
 

Aunque hayamos olvidado la 
guerra civil que incendia Birmania 
desde el primero de febrero del 
2021, eclipsada por conflictos de 
mayor gravitancia internacional, 
como la que la OTAN le ha 
declarado a Rusia en Ucrania o la 
que Estados Unidos e Israel llevan 
a cabo en Medio Oriente para 
exterminar la resistencia en 
Palestina, Irán y Líbano, las 
operaciones del Tatmadaw, el 
ejército birmano, continúan contra 
el poderoso abanico de milicias 
regionales, que con diferentes 
sesgos ideológicos y propósitos 
combaten, en algunos casos, al 
gobierno central desde hace 
décadas. 

El conflicto. En el que se estima 
que ya han muerto cerca de 100 mil 
personas, aunque es difícil de 
verificar ese número, por las 
condiciones geográficas donde se 
libra, espesas junglas y terrenos 
quebrados, parece haberse 
encajonado en un punto donde 
todos han cruzado la línea del no 
retorno, aunque tampoco parece 
que nadie esté en condiciones de 
avanzar mucho más de eso, ya que 
ninguna de las partes cuenta con la 
potencia suficiente para alcanzar 
una victoria, por lo que deben 

conformarse con avances y 
retrocesos insustanciales. 

Por lo que, a cinco años del 
golpe de Estado, que derrocó al 
gobierno de Aung San Suu Kyi, 
todos los jugadores continúan 
enredados dentro del propio juego 
de alianza de milicias 
antigubernamentales. En las que 
cohabitan rivalidades étnicas, 
religiosas, ideológicas y territoria-
les, abarcando también diferentes 
intereses geopolíticos, en 
contraposición a un modelo de 
integración territorial, heredado de 
la larga presencia colonial británica 
(1824-1947), que, si alguna vez 
funcionó, también hace décadas 
que se ha agotado, ya que jamás 
fue una nación homogénea, sino 
que unificó a la fuerza a decenas 
de pueblos y lenguas e incluso 
religiones. En el país han debido 
coexistir la mayoría étnica bamár 
con karen, kachin, chin, shan, mon, 
kayah, rakáin y muchas otras, que 
hoy cada una de ellas, con mayor o 
menor poder de fuego, cuenta con 
milicias armadas. 

Lo que comenzó como un 
levantamiento contra los militares 
ha pasado a ser una profunda crisis 
del Estado birmano, que amenaza 

con una posibilidad concreta de 
balcanización. 

La junta militar encabezada por 
el general Min Aung Hlaing se ha 
convertido casi en una fuerza de 
ocupación no solo dentro de la 
ciudad de Naypyidaw, una 
verdadera ciudad fantasma, con 
una población que no llega al millón 
de habitantes, construida a imagen 
y semejanza del Tatmadaw, 
desproporcionada en su tamaño. 
La que fue declarada capital en 
2005 por la junta militar de 
entonces, porque en Birmania, no 
importa cuándo, desde su 
independencia siempre hubo una 
junta militar que dispuso su arbitrio 
absolutamente de todo. 

Mientras que hacia el interior 
del país los militares controlan las 
grandes ciudades, gracias a que 
conservan la superioridad aérea. 
Más allá de esos centros urbanos, 
la realidad es diferente a la que 
pretenden mostrar a la opinión 
pública local e internacional. 

Principalmente en las áreas 
fronterizas, la presencia estatal se 
ha ido diluyendo, donde los grupos 
armados han pasado a controlar no 
solo el territorio en el que operan, 
sino además ha pasado a controlar 
la administración de justicia, el 
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cobro de impuestos y el control del 
comercio, entre otros atributos 
gubernamentales. 

En 2021, los militares repitieron 
el error que vienen repitiendo 
desde 1962, cuando realizaron el 
primer golpe de Estado. Desde 
entonces se convirtieron en un 
estado paralelo dentro del Estado, 
desde donde dictan más allá de 
cualquier constitución las normas 
con que se han manejado siempre 
los más de cincuenta millones de 
birmanos. Aunque esta última 
experiencia provocó lo inesperado, 
que miles de ciudadanos, no 
importa la edad ni su condición, 
pasasen a incorporarse a las 
milicias preexistentes al último 
golpe, o se conformasen en una 
nueva organización armada, 
Fuerzas de Defensa Popular, que 
orbitase bajo el control del gobierno 
civil en el exilio autodenominado 
Gobierno de Unidad Nacional. 

Bajo la denominación de 
Operación 1027, distintas organi-
zaciones insurgentes iniciaron una 
ofensiva simultánea en el norte del 
país, consiguiendo tomar bases 
militares, pasos fronterizos y 
ciudades estratégicas. Más allá de 
esto, la junta militar consiguió 
sobrevivir y pasar a una ofensiva, 
en que no se escatiman los abusos 
a los derechos humanos de la 
comunidad civil. 
 
Una nueva fase, para la misma 
guerra 
 

A base de bombardeos aéreos, 
ataques con drones, la utilización 
de artillería pesada contra 
poblaciones civiles, el Tatmadaw 
ha conseguido desgastar posicio-
nes de los insurgentes, en un 
intento de recuperar el control 
territorial en áreas que desde hace 
largos meses había perdido, para 
evitar que la insurgencia no solo se 
consolide militarmente, sino que 
también lo haga políticamente, 
estableciendo administraciones 
permanentes, por las que puedan 

reclamar en tribunales internacio-
nales. 

China, que no solo por 
proximidad comparte con Birmania 
una frontera de más de dos mil 
kilómetros, sino por las importantes 
inversiones en infraestructura 
(oleoductos, gasoductos, corredo-
res comerciales, rutas y trenes 
vinculados a la Iniciativa de la 
Franja y la Ruta de la Seda) 
cercanos a los 20 mil millones de 
dólares, es el principal jugador 
externo en el país. Esta guerra 
complica sus planes; más allá de 
que han conseguido establecer 
cierto equilibrio pactado no solo 
con la junta militar, sino también 
con algunas milicias que controlan 
territorios que le interesa preservar 
a Beijing su presencia. 

Por lo que lo fundamental para 
el gobierno de Xi Jinping es evitar 
el colapso total del Estado que 
pueda desestabilizar la frontera y 
amenazar sus inversiones. 

En este contexto, también India 
enfrenta una disyuntiva parecida, 
ya que los estados del nordeste 
indio a lo largo de la historia han 
mantenido fuertes vínculos 
comerciales basados en que 
ciertas comunidades se han 
establecido en esas áreas mucho 
antes de que las actuales fronteras 
fueran trazadas y terminen 
separándolas. Por lo que Nueva 
Delhi ha decidido mantenerse 
atenta a esos casi 1.700 kilómetros 
que separan de su vecino. 
Tailandia, en menor medida, 
también es un país afectado por la 
guerra, ya que, desde el comienzo, 
ha sido incesante la llegada de 
refugiados provenientes de los 
estados que se ubican al otro lado 
de su frontera (Shan, Karen, Mony 
y la región de Taninthary), lo que 
redondea una frontera de 2.500 
kilómetros. 

Aunque la frontera más 
conflictiva, a pesar de ser la menos 
extensa, es desde antes de la 
guerra, es la que tiene con 
Bangladesh, por el arribo de cerca 
de un millón y medio de Rohingyas, 

la minoría musulmana que desde 
2017 los sucesivos gobiernos 
birmanos han intentado borrar de 
su geografía a como dé lugar. Lo 
que han estado muy cerca de 
lograr. 

Al otro lado de la frontera, en el 
estado bangladesí de Cox Bazar, 
en una serie de campamentos para 
refugiados han logrado asentarse a 
un millón y medio de rohingyas que 
se mantienen en las peores 
condiciones y cuyo destino, desde 
los primeros arribos, anteriores 
incluso al 2017, sigue siendo 
incierto. En aquellos campamen-
tos, que no dejan de ser inmensos 
slums, donde ha comenzado a 
filtrarse la guerra birmana, donde 
cada vez son más frecuentes 
pequeñas batallas “urbanas” entre 
los diferentes grupos de 
desplazados, también manejados 
por cárteles de la droga. 

Para impedir más arribos, ya no 
solo de rohingyas, sino también de 
otras etnias birmanas que 
simplemente escapan de la guerra 
que en el Estado de Rakhine ha 
sido particularmente dura, por lo 
que Dacca ha comenzado a 
levantar una alambrada de púas a 
lo largo de la frontera con Birmania, 
270 kilómetros que en su mayoría 
dibuja el trazado del río Naf. A las 
alambradas se les agregan nuevos 
puestos fronterizos. 

La Guardia Fronteriza de 
Bangladesh también aplicaba 
políticas de “tolerancia cero” al 
tráfico de metanfetamina y de 
Phensidy, licores, marihuana, 
heroína, cocaína, LSD y diferentes 
productos farmacéuticos ilegales. 
Allí el año pasado se incautaron un 
promedio de sesenta mil dosis al 
día. 

En mucho, este tráfico ha 
ayudado a financiar la guerra de la 
milicia del Estado de Rakhine. El 
Ejército Arakán, la milicia étnica 
budista, ha conseguido desplazar 
al Tatmadaw del control de gran 
parte de la frontera, en una guerra 
donde, más allá de los eclipses, 
sigue sucediendo. 

 
 
 

Fuente de la Imagen: Gemini AI 
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Por Mateo González Rojas (Chile) 
 

 
 
 

Introducción 

 

La seguridad de un Estado moderno no puede 

comprenderse únicamente desde una perspectiva 

militar convencional. Las transformaciones 

experimentadas por el sistema internacional durante 

las últimas décadas han ampliado significativamente 

el concepto de seguridad, incorporando dimensiones 

vinculadas a la protección de recursos estratégicos, la 

resiliencia de las infraestructuras críticas, el control 

territorial efectivo y la capacidad estatal para 

administrar espacios geográficos complejos. En este 

contexto, Chile enfrenta desafíos particularmente 

relevantes debido a la singularidad de su 

configuración territorial y a la existencia de extensas 

zonas extremas cuya importancia geopolítica aumenta 

progresivamente. 

Las regiones septentrionales del país y el territorio 

antártico chileno constituyen dos espacios 

aparentemente distintos, pero profundamente 

vinculados desde una perspectiva estratégica. Ambos 

presentan dificultades logísticas considerables, baja 

densidad poblacional, condiciones ambientales 

extremas y una creciente relevancia para la seguridad 

nacional. Asimismo, ambos exigen una presencia 

estatal sostenida capaz de garantizar 

simultáneamente el ejercicio de la soberanía, la 

protección de recursos estratégicos y la estabilidad 

institucional. 

Como señala Gray (2010), la estrategia 

contemporánea debe entenderse como la conexión 

entre el poder político y las condiciones materiales que 

permiten garantizar la supervivencia del Estado. En 

consecuencia, la gestión de zonas extremas no 

constituye un asunto meramente administrativo o 

económico, sino una cuestión central para la 

seguridad nacional. 

 

Seguridad fronteriza y soberanía estatal 

 

La frontera representa uno de los elementos 

constitutivos fundamentales del Estado moderno. 

Desde la formulación clásica de la soberanía territorial 

desarrollada por Westfalia en el siglo XVII, el control 
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efectivo de las fronteras ha sido considerado una 

condición indispensable para la existencia misma de 

la autoridad estatal (Krasner, 1999). 

Sin embargo, las amenazas contemporáneas han 

modificado profundamente la naturaleza de los 

desafíos fronterizos. Mientras durante gran parte del 

siglo XX la principal preocupación se relacionaba con 

posibles conflictos interestatales convencionales, 

actualmente los Estados deben enfrentar fenómenos 

mucho más complejos, entre ellos la migración 

irregular, el narcotráfico, el crimen organizado 

transnacional, el contrabando y diversas formas de 

amenaza híbrida. 

En el caso chileno, la frontera norte constituye un 

ejemplo paradigmático de esta transformación. Las 

extensas áreas desérticas compartidas con Bolivia y 

Perú presentan enormes dificultades para la vigilancia 

permanente, favoreciendo el tránsito irregular de 

personas y mercancías. Como advierte Munkler 

(2005), las amenazas contemporáneas suelen operar 

aprovechando precisamente aquellos espacios donde 

la capacidad de control estatal resulta limitada. 

La situación se vuelve particularmente delicada 

cuando las organizaciones criminales transnacionales 

utilizan las debilidades geográficas para consolidar 

corredores logísticos permanentes. En estos 

escenarios, la seguridad fronteriza deja de ser una 

función exclusivamente policial y adquiere una 

dimensión estratégica que involucra capacidades 

militares, tecnológicas y diplomáticas. 

Desde esta perspectiva, la soberanía no debe 

entenderse únicamente como una declaración 

jurídica, sino como la capacidad efectiva de ejercer 

autoridad sobre un territorio determinado. Tal como 

sostiene Fukuyama (2004), la fortaleza estatal 

depende menos de la existencia formal de 

instituciones que de su capacidad real para 

implementar decisiones y controlar espacios bajo su 

jurisdicción. 

 

El norte de Chile como espacio estratégico 

 

La región norte de Chile posee una importancia 

geopolítica que trasciende ampliamente la 

problemática migratoria. Históricamente, este territorio 

ha concentrado recursos esenciales para el desarrollo 

económico nacional, desde el salitre durante el siglo 

XIX hasta el cobre y el litio en la actualidad. 

La creciente demanda global de minerales críticos 

para la transición energética ha incrementado 

significativamente el valor estratégico de estas 

regiones. El litio, por ejemplo, se ha convertido en un 

recurso fundamental para la fabricación de baterías 

destinadas a vehículos eléctricos y sistemas de 

almacenamiento energético. Según Klare (2012), la 

competencia por recursos estratégicos será uno de los 

principales factores de tensión geopolítica durante las 

próximas décadas. 

Esta realidad obliga a reconsiderar la relación 

entre seguridad territorial y gestión de recursos 

naturales. La protección de infraestructuras mineras, 

sistemas de transporte, redes energéticas y 

corredores logísticos se convierte en un componente 

esencial de la seguridad nacional. No se trata 

únicamente de proteger instalaciones económicas, 

sino de resguardar activos que contribuyen 

directamente a la autonomía estratégica del país. 

Asimismo, el norte chileno alberga infraestructuras 

astronómicas de relevancia mundial, instalaciones 

energéticas de creciente importancia y corredores 

comerciales fundamentales para la integración 

regional. La convergencia de estos factores 

transforma la región en un espacio cuya estabilidad 

resulta indispensable para el funcionamiento 

económico del Estado. 

La respuesta estratégica no puede limitarse al 

fortalecimiento de capacidades de vigilancia. También 

requiere inversiones sostenidas en infraestructura, 

desarrollo regional y presencia institucional 

permanente. Como demuestra la experiencia 

internacional, los territorios escasamente poblados y 

débilmente integrados suelen presentar mayores 

niveles de vulnerabilidad frente a amenazas externas 

y transnacionales (Kaplan, 2012). 

 

La Antártica chilena como espacio geopolítico 

emergente 

 

Si el norte representa una prioridad inmediata para 

la seguridad nacional, la Antártica constituye 

probablemente uno de los principales desafíos 

estratégicos de largo plazo para Chile. 

Durante gran parte del siglo XX, el continente 

antártico permaneció relativamente protegido de las 

dinámicas tradicionales de competencia geopolítica 

debido a las limitaciones tecnológicas y a la existencia 

del Sistema del Tratado Antártico. Sin embargo, las 

transformaciones experimentadas por el sistema 

internacional obligan a reconsiderar esta situación. 

La Antártica concentra aproximadamente el 70% 

de las reservas de agua dulce del planeta y posee 

importantes recursos minerales cuya explotación 

permanece actualmente restringida por acuerdos 

internacionales (Dodds, 2012). Aunque dichos 

recursos no se encuentran disponibles para su 

utilización inmediata, su potencial estratégico es 

innegable. 



 
 

27 

Desde una perspectiva realista de las relaciones 

internacionales, resulta difícil asumir que un territorio 

de semejante importancia permanecerá 

indefinidamente al margen de las dinámicas de 

competencia global. Mearsheimer (2014) sostiene que 

las grandes potencias tienden naturalmente a 

maximizar su influencia sobre espacios estratégicos 

cuando las condiciones materiales lo permiten. 

Para Chile, la relevancia de la Antártica trasciende 

cualquier consideración económica. La proximidad 

geográfica, la continuidad histórica de la presencia 

nacional y la posición privilegiada de la Región de 

Magallanes convierten al país en uno de los 

principales actores antárticos del hemisferio sur. 

Sin embargo, la preservación de esa posición 

exige capacidades logísticas considerables. La 

presencia efectiva en territorios extremos constituye 

uno de los criterios fundamentales utilizados por la 

geopolítica clásica para evaluar la solidez de las 

pretensiones soberanas. Como argumentaba 

Mackinder (1904), el control de los espacios 

estratégicos depende en gran medida de la capacidad 

de proyectar presencia permanente y sostenida. 

En consecuencia, el fortalecimiento de bases 

científicas, infraestructuras logísticas, capacidades 

navales y sistemas de transporte polar debe 

entenderse como una inversión estratégica destinada 

a consolidar la posición chilena en un escenario de 

creciente relevancia internacional. 

 

Recursos estratégicos y resiliencia nacional 

 

La gestión de recursos en zonas extremas plantea 

desafíos que van mucho más allá de su explotación 

económica. En la actualidad, la seguridad de los 

recursos estratégicos se encuentra estrechamente 

vinculada con la resiliencia nacional. 

La resiliencia puede definirse como la capacidad 

de una sociedad para resistir perturbaciones 

significativas y recuperar rápidamente su 

funcionamiento esencial (Posen, 2014). En el caso 

chileno, esta capacidad depende en gran medida de la 

protección de recursos localizados precisamente en 

territorios extremos. 

El agua, la energía, los minerales críticos y las 

infraestructuras logísticas constituyen activos cuya 

interrupción podría generar consecuencias 

significativas para la estabilidad económica y social del 

país. Por ello, la gestión de recursos debe integrarse 

dentro de una visión estratégica más amplia que 

considere simultáneamente aspectos económicos, 

ambientales y de seguridad. 

Esta perspectiva adquiere especial relevancia 

frente a los efectos del cambio climático. La 

modificación de patrones hidrológicos, el retroceso de 

glaciares y la creciente competencia internacional por 

recursos naturales obligan a desarrollar políticas de 

largo plazo orientadas a garantizar la sostenibilidad y 

protección de activos estratégicos. 

 

Hacia una estrategia integrada para las zonas 

extremas 

 

Uno de los principales problemas de las políticas 

públicas contemporáneas consiste en la tendencia a 

fragmentar fenómenos que en realidad poseen una 

naturaleza profundamente interdependiente. La 

seguridad fronteriza, la gestión de recursos naturales, 

el desarrollo regional y la soberanía territorial suelen 

abordarse mediante estructuras administrativas 

separadas, pese a que forman parte de un mismo 

problema estratégico. 

Chile necesita avanzar hacia una estrategia 

integrada para sus zonas extremas. Dicha estrategia 

debe combinar capacidades de vigilancia tecnológica, 

presencia institucional permanente, desarrollo 

económico sostenible y fortalecimiento de 

infraestructuras críticas. 

La experiencia de diversos Estados demuestra que 

la soberanía efectiva se construye mediante una 

combinación de presencia humana, inversión pública, 

conectividad y capacidad de respuesta ante crisis. Las 

regiones extremas no pueden ser concebidas 

únicamente como espacios periféricos; deben 

entenderse como componentes esenciales de la 

arquitectura estratégica nacional. 

 

Conclusión 

 

La seguridad fronteriza y la gestión de recursos en 

zonas extremas constituyen dos de los desafíos más 

importantes para Chile durante el siglo XXI. Tanto el 

norte del país como el territorio antártico representan 

espacios donde convergen intereses económicos, 

consideraciones de seguridad y proyecciones 

geopolíticas de largo plazo. 

La creciente importancia de los recursos 

estratégicos, la expansión de amenazas 

transnacionales y la competencia internacional por 

espacios de relevancia geopolítica exigen abandonar 

enfoques sectoriales y adoptar una visión integral de 

la seguridad nacional. 

La historia demuestra que las naciones que logran 

preservar su soberanía son aquellas capaces de 

comprender oportunamente la importancia estratégica 

de sus territorios periféricos. Para Chile, ello implica 

fortalecer su presencia en el norte y en la Antártica, 

consolidar capacidades logísticas y tecnológicas 



 
 

28 

avanzadas, y desarrollar una política de Estado que 

reconozca que la seguridad de las zonas extremas 

constituye, en última instancia, una condición 

indispensable para la estabilidad y el desarrollo 

nacional. 

 
 
Fuente de la Imagen: ChatGPT, Open AI. 
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Por Douglas Hernández (Colombia) & Gemini AI 
 

 

Resumen: Las elecciones presidenciales de 

Colombia de junio de 2026 marcaron un hito de 

polarización en la historia contemporánea del país. La 

ajustada victoria del candidato de derecha Abelardo 

De La Espriella (49,66%) frente al líder progresista 

Iván Cepeda (48,70%) expuso un electorado 

fracturado exactamente en dos mitades ideológicas. 

Este artículo examina cómo dicha división y la 

coexistencia de dos proyectos de país divergentes 

configuran un escenario de alta fricción que redefine la 

estabilidad política, económica, social y de seguridad 

de Colombia. Asimismo, se evalúan sus 

ramificaciones en la gobernanza de América Latina y 

las dinámicas geopolíticas globales. 

 

Palabras Clave: Colombia, Elecciones 

Presidenciales, Polarización Política, Gobernabilidad, 

Injerencia Internacional 

 

Introducción 

 

Las democracias contemporáneas enfrentan un 

fenómeno generalizado de polarización afectiva e 

ideológica, donde la competencia electoral deja de ser 

un ejercicio de alternancia para convertirse en una 

confrontación de identidades colectivas incompatibles 

(McCoy & Somer, 2019). Colombia, históricamente 

marcada por la violencia partidista y el conflicto 

armado interno, experimentó en la segunda vuelta 

presidencial del 21 de junio de 2026 una de sus 

mayores fracturas institucionales. 

Con una participación histórica que superó los 26 

millones de votantes, la ventaja de Abelardo De La 

Espriella sobre Iván Cepeda fue de apenas el 0,96%, 

equivalente a unos 250.000 votos. Los resultados 

consolidaron dos bloques antagónicos: por un lado, 

una propuesta de derecha enfocada en la mano dura 

contra el crimen, el retorno a la seguridad punitiva y el 

alineamiento geopolítico tradicional; por el otro, la 

continuidad del proyecto progresista iniciado por 

Gustavo Petro, fundamentado en reformas sociales 

estructurales, la transición energética y la resolución 

dialogada de los conflictos. Este artículo analiza a 

profundidad los impactos de esta división matemática 

y conceptual en múltiples dimensiones y escalas. 

 

1. Estabilidad política interna y gobernabilidad: el 

escenario del bloqueo crónico 

 

El primer desafío estructural radica en la 

legitimidad de origen del mandato presidencial y la 

viabilidad de la gobernanza diaria. Un presidente 

electo con menos del 50% de los sufragios totales 
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entra al Palacio de Nariño con un “mandato estrecho” 

y una resistencia institucional inmediata. 

 

El Congreso de la República como Tablero de 

Parálisis 

 

La paridad del voto nacional se refleja de manera 

casi simétrica en un Congreso de la República 

fragmentado, donde ninguna de las dos coaliciones 

principales ostenta mayorías absolutas. El nuevo 

mandatario se enfrenta a un poder legislativo con 

capacidad de veto cruzado. Esto augura un escenario 

de bloqueo institucional crónico: 

• Incapacidad de Reformas Estructurales: Las 

grandes transformaciones legales que requiere 

el país (en salud, pensiones, régimen laboral y 

justicia) corren el riesgo de quedar archivadas o 

diluidas en comisiones legislativas debido a la 

falta de consensos mínimos. 

• El Laberinto de las Coaliciones: El Ejecutivo se 

verá obligado a articular negociaciones 

fragmentadas e individuales con bancadas 

minoritarias o de partidos tradicionales (centro y 

centroderecha). Este modelo, lejos de consolidar 

mayorías programáticas, suele derivar en una 

gobernabilidad inestable, costosa políticamente 

y propensa al desgaste por “transaccionalidad” 

legislativa. 

 

Una Oposición Cohesionada y la “Cancha de las 

Calles” 

 

La derrota estrecha del Pacto Histórico y las 

fuerzas aliadas a Iván Cepeda posicionan a la 

izquierda y el progresismo no como una minoría 

derrotada que deba replegarse, sino como un bloque 

fiscalizador con la mitad del respaldo de la población 

nacional. Esto dota a la oposición de una fuerte 

legitimidad para disputar las decisiones del gobierno 

no solo en los estrados parlamentarios, sino en las 

cortes y, fundamentalmente, en la protesta social 

activa. 

 

2. Estabilidad económica: tensiones entre 

mercados, incertidumbre y proteccionismo 

 

La incertidumbre política prolongada altera 

directamente las variables macroeconómicas básicas, 

pues los agentes económicos perciben que las reglas 

de juego a largo plazo son vulnerables ante un 

eventual péndulo electoral en los comicios 

subsiguientes. 

A pesar de que el perfil corporativo de De La 

Espriella se asocia discursivamente a las doctrinas de 

libre empresa y la atracción de capitales privados, 

analistas económicos advierten sobre contradicciones 

en sus propuestas económicas de campaña. Por 

ejemplo, sus planteamientos de corte proteccionista -

que incluyen la revisión unilateral de términos 

específicos del Tratado de Libre Comercio (TLC) con 

Estados Unidos para resguardar sectores agrícolas 

sensibles como el lácteo- chocan con las expectativas 

clásicas de los mercados de libre comercio global. 

La ausencia de un consenso económico 

transversal genera consecuencias directas: 

1. Frenazo en la Inversión Extranjera Directa (IED): 

Las corporaciones multinacionales y los fondos 

de inversión tienden a posponer proyectos de 

largo aliento en sectores como infraestructura y 

minero-energético si perciben que el marco 

jurídico del país carece de un blindaje estatal 

multipartidista. 

2. Volatilidad de los Bonos Soberanos y el Tipo de 

Cambio: Los niveles de riesgo país de Colombia 

se mantendrán sensibles ante brotes de 

agitación social o fallos de las altas cortes que 

tumben decretos económicos del Ejecutivo, 

presionando la devaluación del peso colombiano 

en momentos de alta tensión interna. 

 

3. Seguridad y orden público: el giro punitivo vs. 

Las negociaciones truncadas 

 

El ámbito de la seguridad ciudadana y la defensa 

nacional sufre el impacto más inmediato de este 

choque de visiones conceptuales. El gobierno saliente 

de Gustavo Petro subordinó gran parte de su 

estrategia de orden público a la denominada “Paz 

Total”, un modelo centrado en la negociación jurídica 

y política simultánea con múltiples grupos armados 

organizados y bandas criminales urbanas. Sin 

embargo, esta política dejó resultados profundamente 

cuestionados por la opinión pública debido al 

incremento de delitos de alto impacto, como el 

secuestro y la extorsión, generando un descontento 

generalizado en áreas periféricas y centros urbanos. 

 

El Regreso de la Confrontación Frontal y el 

Contexto Territorial 

 

La transición hacia un enfoque de seguridad 

punitiva, caracterizado por el combate militar abierto a 

las disidencias de las FARC, el ELN y los carteles de 

narcotráfico, promete reactivar de forma inmediata los 

índices de confrontación bélica. Regiones vulnerables 

y de alta densidad fronteriza, como el departamento 

de Norte de Santander, respaldaron masivamente al 

candidato derechista precisamente por su cansancio 
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ante las crisis de seguridad locales y la debilidad del 

control estatal. 

Sin embargo, los expertos advierten que una 

estrategia basada exclusivamente en la fuerza letal, 

desprovista de un componente social integral que 

aborde las causas económicas subyacentes en el 

campo -pilar fundamental de la propuesta de Iván 

Cepeda-, resultará insuficiente. El riesgo radica en la 

reproducción de focos persistentes de insurgencia 

rural, un aumento de la victimización de comunidades 

indígenas y afrodescendientes, y una escalada de la 

violencia represiva en entornos urbanos. 

 

4. Estabilidad social: polarización afectiva y 

fracturas territoriales 

La paridad en las urnas expone una profunda 

herida en el tejido social. La ciencia política 

contemporánea define este fenómeno como 

polarización afectiva, donde el simpatizante de otra 

colectividad no es visto meramente como un 

adversario con opiniones diferentes, sino como un 

enemigo existencial cuyos valores ponen en peligro la 

supervivencia de la nación (Mainwaring, 2018). 

 

La Radiografía Geográfica de la División 

 

El mapa de resultados electorales de la segunda 

vuelta dibujó con claridad dos países geográficos y 

demográficos distintos. Ver tabla. 

 

Candidato Departamentos 
Ganados 

Fortalezas Demográficas y 
Geográficas 

Enfoque Central 

Abelardo De La Espriella 14 de 32 Grandes centros urbanos, zonas 
andinas e industriales. 

Mano dura contra el crimen, 
libre mercado, seguridad 
punitiva. 

Iván Cepeda 18 de 32 Zonas costeras (Pacífico y 
Caribe), periferias amazónicas y 
rurales. 

Reformas sociales agrarias, 
derechos humanos, paz 
dialogada. 

 

Esta asimetría espacial demuestra que las áreas 

rurales históricamente golpeadas por el conflicto 

armado interno y sumidas en el abandono institucional 

votaron en una dirección contraria al centro económico 

del país. Gobernar una nación donde las periferias 

territoriales rechazan mayoritariamente el modelo del 

centro dinamita la cohesión social indispensable para 

implementar políticas públicas estables. 

 

Tensiones de Género y Derechos Civiles 

 

La campaña electoral de 2026 también estuvo 

marcada por agrias disputas en torno a narrativas de 

violencia de género y derechos de minorías. El 

discurso conservador radical, que a menudo 

descalifica los enfoques de género catalogándolos de 

imposiciones ideológicas, ha exacerbado el malestar 

entre organizaciones de mujeres y colectivos de 

diversidad sexual. Se anticipa que las demandas por 

la preservación de los derechos adquiridos civiles se 

trasladen al ámbito de la movilización permanente, 

haciendo de las calles el principal escenario de 

confrontación ideológica frente al nuevo Gobierno. 

 

5. Implicaciones Regionales y Globales 

 

Impacto Hemisférico: El Reajuste de Bloques en 

América Latina 

 

El giro político de Colombia interrumpe el ciclo de 

gobiernos de izquierda que predominaba en 

Sudamérica e inyecta un nuevo impulso a las fuerzas 

de derecha y a liderazgos de tipo outsider que vienen 

ganando terreno en la región andina y el Cono Sur. 

Este cambio redefine el equilibrio de fuerzas en los 

foros multilaterales regionales: 

 

• Enfriamiento de la Integración Regional: 

Mecanismos como la CELAC o UNASUR 

perderán tracción ante la falta de sintonía 

ideológica entre Bogotá y las capitales 

progresistas continentales (como Brasilia o 

Ciudad de México). 

• Fricción Fronteriza Crítica: Las relaciones 

bilaterales con Venezuela se encaminan hacia 

un periodo de alta fricción. La ruptura de los 

consensos logrados durante el periodo de Petro 

respecto a la gestión fronteriza y el monitoreo 

conjunto de grupos armados transnacionales 

podría desatar incidentes diplomáticos y un 

incremento de la inestabilidad en los pasos 

binacionales. 

 

Impacto Geopolítico Global: El Retorno al Redil de 

Washington 

 

En el plano extrarregional, el ascenso de De La 

Espriella posiciona a Colombia en una estrecha 

alineación con la política exterior estadounidense, un 

vínculo fuertemente potenciado por el respaldo 

explícito que el expresidente y líder republicano 
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Donald Trump otorgó a su candidatura durante la 

contienda electoral. 

 

Elección Presidencial Colombia 2026  

Victoria de la Derecha 

Respaldo de Donald Trump (EE. UU.) 

• Reconfiguración de Alianzas Globales 

• Retorno como socio estratégico prioritario de 

Washington en Sudamérica. 

• Endurecimiento de políticas migratorias 

conjuntas (Control en el Tapón del Darién). 

• Reactivación de la agenda clásica de 

erradicación forzada de cultivos ilícitos. 

 

Este realineamiento estratégico transforma la 

posición del país en el tablero global: 

1. Bastión Geopolítico: Colombia recupera su rol 

histórico como el aliado militar y político más 

predecible de los intereses de Washington en el 

norte de Sudamérica, sirviendo de contrapeso 

frente a las influencias comerciales y 

diplomáticas de China y Rusia en la región. 

2. Políticas de Control de Flujos: Se anticipa una 

cooperación mucho más rígida en materia de 

seguridad fronteriza, enfocada en contener de 

manera drástica el flujo migratorio irregular que 

atraviesa el Tapón del Darién con rumbo a 

Norteamérica, así como la reactivación sin 

concesiones de la agenda de erradicación de 

cultivos declarados ilícitos. 

 

Conclusiones 

 

La Colombia posterior a los comicios 

presidenciales de 2026 se enfrenta a un espejo 

histórico incómodo: un país partido matemáticamente 

a la mitad. La coexistencia de dos visiones de Estado 

que no comparten mínimos comunes en materia de 

justicia, economía, derechos y seguridad, elimina los 

espacios tradicionales de concertación centrista. 

La viabilidad del modelo democrático colombiano 

de los próximos años no se definirá por la capacidad 

de la mitad ganadora para imponer su agenda por 

decreto, sino por la fortaleza de sus instituciones 

autónomas (como las altas cortes y las agencias de 

control) para contener los excesos del Ejecutivo y 

canalizar las inconformidades de la oposición sin que 

estas desemboquen en ciclos renovados de violencia 

política. Mientras persista este profundo empate 

hegemónico, Colombia operará bajo un estado de 

fricción permanente que condicionará de manera 

severa su desarrollo económico, su bienestar social y 

su liderazgo en el sistema internacional. 
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Por Guadi Calvo (Argentina) 
 

 
 

Solo Donald Trump tiene el 
talento necesario para convertir 
algo tan serio y crucial como una 
guerra en una comedia de enredos 
y no una guerra más, sino con las 
dimensiones de la que comenzó el 
último día de febrero, donde no 
solo pone en riesgo, más allá de la 
vida y el destino de millones de 
personas, a una región capital para 
el funcionamiento de la economía 
global. 

Recordemos: Trump fue 
llevado al Golfo Pérsico, por las 
artimañas de Benjamín Netanyahu, 
asociado con la banda de yahuds 
presidenciales entre los que se 
incluye fundamentalmente al yerno 
de Trump, el sionista confeso Jared 
Kushner. 

Ya sabemos cómo la foca 
gangosa compró el cuento de que 
iba a ser una excursión de dos o 
tres días, los que alcanzarían para 
la destitución del régimen de los 
ayatolás, capturar sus reservas 
petroleras y vender al gran público 
que habían terminado con esa 
peligrosa posibilidad de un Irán con 
poder nuclear, plan que ha 
quedado claro que nunca existió, ni 
tampoco todo lo contrario. A los 

Estados Unidos se le perdieron 
algunos detalles antes de lanzar la 
operación Furia Épica; en Teherán, 
no hubo ni Delcys Rodríguez, que 
entregara su país sin mover un 
dedo, ni pelafustanes de la 
magnitud de Nicolás Maduro, que 
recibiera a sus captores vivo, 
deseándoles buen año en inglés. 

Frente a la embestida sionista-
norteamericana, Irán demostró que 
una nación civilizatoria no es nunca 
a secas un país más. Por lo que no 
solo resistió, sino que llevó al límite 
de su capacidad política a 
Washington y existencial de Israel, 
por lo que Trump, para llegar 
relativamente vivo a las elecciones 
de medio término del próximo 
noviembre, necesitó encontrar la 
manera de asumir la derrota sin 
que se note demasiado. Mientras 
que Netanyahu se consuela 
masacrando palestinos y libane-
ses, que hay que reconocer que lo 
hace mejor que nadie. 

A más de 115 días del inicio de 
los ataques arteros de Washington 
y Tel Aviv contra poblaciones 
civiles de Irán, que ya suman cerca 
de siete mil muertos, cuando se 
encontraban en plenas negociacio-

nes justamente para evitar eso, 
Trump se hizo cargo de que la 
victoria a conseguir en un fin de 
semana en el Golfo Pérsico se 
estaba haciendo esperar 
demasiado y decidió acceder a las 
pretensiones de los persas, 
firmando un memorando de 
entendimiento (MOU) que impone 
un alto al fuego inmediato, entre 
otras cosas, y que de hecho es 
extrañamente parecido a una 
rendición en toda la línea, donde 
además accedió, entre otras 
imposiciones, al levantamiento de 
sanciones comerciales, entre las 
que se incluyen las ordenadas por 
Washington a los organismos 
multilaterales y a las Naciones 
Unidas. Además de pasarse por 
ahí, las violaciones a los 
cacareados derechos humanos, 
que dicen que las fuerzas de 
seguridad iraníes habrían ejercido 
contra su propio pueblo. Entre 
otros “hocicamientos” de Trump, 
también se incluyen: el fin del 
bloqueo naval y la no interferencia 
en la continuidad del desarrollo de 
su programa de misiles y drones, el 
que el propio Trump ahora justificó 
diciendo: “Porque otros en la región 
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también los tienen”. Además, la 
creación de un fondo cercano a los 
300 mil millones de dólares para la 
reconstrucción de los daños 
producidos, fondos que segura-
mente pagarán las monarquías del 
golfo, ya que para estos casos es 
que los Estados Unidos las 
mantienen con vida. 

Además, libera a Irán de la 
obligación de indemnizar a nadie 
por la exactitud de sus misiles y 
drones a la hora de devolver 
gentilezas, y cerca de una decena 
más de claudicaciones por el estilo. 
Diversos analistas señalan que los 
términos de este acuerdo son 
incluso más ventajosos para Irán 
que los a los que había llegado el 
presidente Barack Obama en 2015 
y que el propio Trump deshizo en 
2018. 

Los analistas norteamericanos 
tacharon la sumisión de Trump 
como un fracaso de nivel Vietnam, 
Irak o Afganistán, la firma de la 
“rendición” del miércoles 17, junto 
al presidente iraní Massoud 
Peseschkian. Burlas del destino: 
fue realizada en Versalles, donde 
los aliados y Alemania firmaron la 
paz que terminó con la Primera 
Guerra Mundial. A su gusto, a 
veces la historia es jodidamente 
macarra. 

El presidente francés, 
Emmanuel Macron, sentado junto a 
Trump, seguramente pensando en 
la temperatura a la que se 
consume la venganza, felicitó a su 
colega norteamericano con un 
“Buen trabajo”, mientras Trump 
declaró: “El petróleo baja, las 
acciones suben”, exactamente 
igual que antes del 28 de febrero. 
 
Esperando la voz sionista 
 

Si bien muchos pudieron creer 
que esto había acabado en 
Versalles, nada de lo arriba escrito 
es siquiera probable, si en este 
enjuague no se escucha la voz 

sionista, que como se sabe 
siempre tiene resonancia de 
muertes. 

Y de eso están amenazados los 
protocolos firmados en Versalles, y 
de lo que se consiga a partir de 
ahora en Suiza, ya que Netanyahu 
incrementó su escalada asesina en 
Líbano, bajo la excusa de combatir 
a Hezbollah, lo que obligó a 
suspender lo que iba a ser el 
encuentro del viernes 20, en 
Bürgenstock, a las afueras de la 
ciudad suiza de Lucerna, donde se 
formalizaría el acuerdo y se daría 
inicio a las negociaciones 
definitivas. 
 

 
Benjamín Netanyahu 

 
Sin dar la menor oportunidad a 

un acuerdo, Netanyahu anunció 
que: “Israel permanecerá en 
Líbano el tiempo necesario y 
advirtió que dará una respuesta 
considerable a cualquier ataque de 
Hezbollah”. 

Y de inmediato se conoció que 
los últimos bombardeos sionistas 
contra más de ochenta objetivos en 
el sur del Líbano en el valle de la 
Bekaa, donde mataron una 
veintena de civiles, mientras que 
cuatro incursores sionistas fueron 
abatidos por la resistencia. Por lo 
que Teherán ha debido advertir a 
Estados Unidos e Israel que deben 
terminar con sus ataques en 
Líbano para continuar las 
negociaciones. 

A pesar de las trabas impuestas 
por Tel Aviv, este domingo 
comenzaron las reuniones en 

Bürgenstock con la presencia del 
presidente del Parlamento iraní, 
Mohammed Ghalibaf, y el 
vicepresidente estadounidense J. 
D. Vance, y diplomáticos y 
funcionarios de Qatar y Pakistán, 
que fungen de mediadores. 

El objetivo es alcanzar un 
acuerdo definitivo, en particular 
sobre el programa nuclear iraní, y 
reconfirmar el levantamiento de las 
sanciones y la liberación de los 
activos iraníes secuestrados por 
Washington desde hace décadas. 

En este contexto habrá que 
esperar más acciones por parte de 
los sionistas, cuya sobrevivencia y 
perpetuación en Palestina 
depende de cuánto Estados 
Unidos puede conseguirles en 
Suiza. Más allá de las críticas tanto 
de Trump como de Vance, por las 
constantes hostilidades de los 
judíos, cuyo gran negocio está en 
profundizar los conflictos. 

Por lo que, de no producirse 
una operación directa de las FDI 
(Fuerzas de Defensa de Israel), 
que más temprano que tarde 
ejecuten un nuevo ataque de falsa 
bandera, para mantener el 
constante rol de víctima del que 
tanto se ha beneficiado a partir del 
Holocausto. 

Mientras se conoce que el 
tráfico por el estrecho de Ormuz, 
que siempre se había mantenido 
abierto y solo había sido cerrado 
por Irán como arma, tras los 
ataques, y que supo articular tan 
bien como los mejores misiles de 
sus exquisitos arsenales, los que le 
posibilitaron arrinconar a Trump. 

No se sabrá nunca de qué 
manera Netanyahu tiene atrapado 
a su “amigo” Trump: ¿negocios? 
¿archivos Epstein? SU obcecación 
no importa tanto ahora; a Trump 
por estos días solo le interesa que 
la derrota en la guerra se le note 
poco. 

 
 

 
Fuente de la Imagen: Gemeni AI 
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Por José Francisco García Rodríguez (España) 
 

 
 
Introducción 

 
La historia de España resulta inseparable del mar. 

Desde la expansión ultramarina de los siglos XV y XVI 
hasta las actuales responsabilidades derivadas de su 
posición geográfica en el Mediterráneo occidental y el 
Atlántico oriental, la dimensión marítima ha constituido 
un elemento permanente de la seguridad nacional 
española. Sin embargo, durante las últimas décadas, 
el debate estratégico en Europa se ha concentrado 
principalmente en amenazas terrestres y aéreas, 
relegando parcialmente la importancia del poder 
naval. La invasión rusa de Ucrania en 2022, la 
creciente rivalidad entre Estados Unidos y China, la 
militarización progresiva de diversas rutas marítimas y 
la expansión de las capacidades navales de actores 
regionales han contribuido a revalorizar el papel de las 
marinas de guerra en el equilibrio internacional. 

En este contexto, la Armada Española representa 
una de las instituciones militares más relevantes y 
tecnológicamente avanzadas del país. Su misión 
trasciende la simple defensa de las costas nacionales. 
España posee responsabilidades estratégicas que 
abarcan el control de líneas marítimas de 
comunicación, la protección de archipiélagos alejados 
del territorio peninsular, la vigilancia de espacios 
marítimos extensos y la participación en operaciones 

multinacionales de seguridad colectiva. La condición 
de España como miembro de la OTAN y de la Unión 
Europea refuerza aún más la importancia de su poder 
naval. 

No obstante, junto a sus fortalezas operativas, la 
Armada enfrenta desafíos significativos derivados de 
limitaciones presupuestarias históricas, 
envejecimiento de determinadas plataformas, 
dependencia tecnológica exterior y la creciente 
complejidad del entorno geopolítico. Como señala Till 
(2018), las marinas modernas deben equilibrar 
simultáneamente funciones de guerra, diplomacia y 
mantenimiento del orden internacional, una exigencia 
que requiere capacidades tecnológicas y financieras 
cada vez mayores. 

El objetivo de este artículo es analizar las 
capacidades actuales de la Armada Española, evaluar 
sus principales fortalezas y examinar las limitaciones 
que podrían afectar su desempeño en escenarios de 
crisis o conflictos de alta intensidad. 

 
La importancia estratégica del poder naval para 
España 

 
La posición geográfica de España convierte al 

poder marítimo en una necesidad estratégica 
permanente. El país ocupa una ubicación privilegiada 
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entre el océano Atlántico y el mar Mediterráneo, 
controla junto al Reino Unido uno de los principales 
pasos marítimos del mundo y mantiene territorios 
insulares cuya defensa depende inevitablemente del 
dominio del mar y del aire. 

La teoría clásica del poder marítimo desarrollada 
por Mahan (1890/1987) continúa ofreciendo una 
perspectiva útil para comprender esta realidad. Según 
este autor, las naciones que controlan las rutas 
marítimas poseen ventajas económicas, militares y 
políticas decisivas. Aunque el contexto internacional 
ha cambiado profundamente desde finales del siglo 
XIX, la importancia de las comunicaciones marítimas 
permanece vigente. Aproximadamente el noventa por 
ciento del comercio mundial continúa realizándose por 
vía marítima, lo que convierte a los océanos en 
arterias fundamentales de la economía global. 

Para España, esta realidad adquiere una 
dimensión adicional debido a la dependencia 
energética y comercial del tráfico marítimo. La 
interrupción prolongada de las principales rutas de 
abastecimiento tendría consecuencias graves para la 
economía nacional. En consecuencia, la Armada 
desempeña una función esencial no solo en la defensa 
militar, sino también en la protección de intereses 
económicos estratégicos. 

La ubicación de Canarias constituye otro factor 
relevante. Situado frente a las costas del noroeste 
africano, el archipiélago representa un espacio de 
enorme importancia geopolítica. Su defensa exige 
capacidades navales capaces de operar a largas 
distancias y sostener despliegues prolongados. De 
manera similar, Ceuta y Melilla dependen en gran 
medida de la capacidad de la Armada para garantizar 
líneas seguras de comunicación y refuerzo. 

Como señala Grove (1990), el poder naval permite 
proyectar influencia más allá de las fronteras 
nacionales y proporciona flexibilidad estratégica a los 
responsables políticos. Esta característica resulta 
particularmente importante para una potencia media 
como España, cuyos intereses de seguridad se 
extienden mucho más allá de sus aguas territoriales. 

 
La fuerza de superficie: el núcleo del poder naval 
español 

 
La capacidad más visible de la Armada Española 

reside en su flota de superficie. Durante las últimas 
décadas, España ha desarrollado una fuerza naval 
caracterizada por elevados niveles tecnológicos y una 
notable integración con los estándares de la OTAN. 

Las fragatas constituyen el principal componente 
de combate de esta fuerza. Particularmente 
destacadas son las fragatas de la clase Álvaro de 
Bazán, consideradas entre las más avanzadas de 
Europa. Estas unidades incorporan el sistema de 
combate AEGIS, una tecnología que les permite 
desempeñar funciones de defensa aérea de área, 
escolta de grupos navales y participación en 
operaciones multinacionales complejas. 

La incorporación del sistema AEGIS supuso un 
salto cualitativo extraordinario para la Armada. Según 

Friedman (2006), este sistema revolucionó la guerra 
naval contemporánea al integrar sensores, radares y 
sistemas de armas en una arquitectura capaz de 
gestionar simultáneamente múltiples amenazas 
aéreas y misilísticas. La capacidad de detectar, 
identificar y neutralizar objetivos a grandes distancias 
convierte a estas fragatas en activos estratégicos de 
primer orden. 

A ello se suma el programa de fragatas F-110, 
destinado a sustituir progresivamente a las unidades 
más antiguas. Estas nuevas plataformas incorporarán 
avances significativos en automatización, guerra 
electrónica, integración digital y capacidades 
antisubmarinas. Desde una perspectiva doctrinal, las 
F-110 reflejan la transición hacia una guerra naval 
cada vez más centrada en la información, los sensores 
y la conectividad entre plataformas. 

Sin embargo, la calidad tecnológica no elimina 
completamente las limitaciones cuantitativas. La 
Armada mantiene una flota relativamente reducida 
para las responsabilidades estratégicas que debe 
asumir. La protección simultánea del Atlántico, el 
Mediterráneo, las rutas de comunicación y los 
compromisos internacionales exigen un esfuerzo 
considerable sobre un número limitado de unidades. 
La disponibilidad efectiva de buques depende además 
de ciclos de mantenimiento, entrenamiento y 
modernización, lo que reduce el número de 
plataformas operativas en un momento determinado. 

Esta situación refleja un problema común en 
muchas marinas europeas. Como advierte la Agencia 
Europea de Defensa (2023), la reducción progresiva 
del número de buques durante las últimas décadas ha 
incrementado la presión sobre las flotas existentes y 
ha limitado la capacidad de sostener operaciones 
prolongadas en múltiples escenarios simultánea-
mente. 

 
El portaeronaves anfibio Juan Carlos I y la 
capacidad expedicionaria 

 
Uno de los activos más importantes de la Armada 

Española es el buque de proyección estratégica Juan 
Carlos I. Esta plataforma representa una capacidad 
singular dentro del contexto europeo, ya que combina 
funciones anfibias, logísticas y aeronavales en un 
único sistema. 

La importancia de esta capacidad radica en su 
flexibilidad. El Juan Carlos I puede actuar como 
plataforma de proyección de fuerza, centro de mando, 
hospital flotante o elemento de apoyo humanitario. 
Esta versatilidad resulta especialmente valiosa en un 
entorno estratégico caracterizado por la incertidumbre 
y la diversidad de amenazas. 

Desde una perspectiva operacional, el buque 
permite transportar tropas, vehículos y helicópteros a 
grandes distancias, facilitando intervenciones rápidas 
en escenarios de crisis. Asimismo, proporciona una 
capacidad limitada de aviación embarcada mediante 
los aviones Harrier actualmente en servicio. 

No obstante, precisamente en este punto aparece 
una de las principales preocupaciones de la Armada 
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para las próximas décadas. La progresiva 
obsolescencia de los Harrier plantea interrogantes 
sobre el futuro de la aviación naval española. Diversos 
analistas consideran que la única alternativa realista 
sería la adquisición del F-35B, una decisión que 
implicaría importantes costes económicos y políticos. 

La pérdida de la aviación embarcada supondría 
una reducción significativa de la capacidad de 
proyección estratégica española. Como señala Till 
(2018), la combinación de poder naval y poder aéreo 
constituye uno de los principales multiplicadores de 
fuerza en las operaciones marítimas modernas. 

 
La Infantería de Marina: una capacidad singular 

 
Otro elemento distintivo de la Armada Española es 

su Infantería de Marina. Fundada en 1537, es 
considerada la más antigua del mundo y continúa 
desempeñando un papel relevante dentro de las 
capacidades militares nacionales. 

La Infantería de Marina proporciona una capacidad 
expedicionaria altamente especializada, orientada a 
operaciones anfibias, intervención rápida y protección 
de intereses estratégicos. Su integración con los 
medios navales permite ejecutar operaciones 
complejas que combinan movilidad marítima y 
capacidad de combate terrestre. 

Las experiencias acumuladas en operaciones 
internacionales han contribuido a consolidar una 
doctrina moderna y una elevada interoperabilidad con 
fuerzas aliadas. Como resultado, la Infantería de 
Marina española goza de un prestigio considerable 
dentro de la OTAN. 

Sin embargo, al igual que ocurre con otras 
capacidades militares españolas, su tamaño 
relativamente reducido limita la posibilidad de sostener 
operaciones prolongadas de gran intensidad sin apoyo 
aliado. 

 
La Fuerza de Submarinos: capacidad estratégica y 
vulnerabilidad estructural 

 
Si las fragatas representan la expresión más 

visible del poder naval español, los submarinos 
constituyen probablemente su capacidad más 
estratégica. Desde los trabajos pioneros de Corbett 
(1911/1988), la teoría naval ha reconocido que el 
control del mar no implica necesariamente la 
eliminación completa de la presencia enemiga, sino la 
capacidad de utilizar las rutas marítimas mientras se 
niega su empleo al adversario. En este sentido, los 
submarinos representan una de las herramientas más 
eficaces para ejercer esa función de negación. 

La Armada Española ha atravesado durante los 
últimos años un período especialmente complejo en 
este ámbito. El progresivo envejecimiento de los 
submarinos de la clase Galerna generó una reducción 
significativa de las capacidades submarinas 
nacionales. Esta situación llegó a convertirse en una 
preocupación estratégica, ya que la disponibilidad de 
submarinos operativos constituye un requisito esencial 

para cualquier marina que aspire a desempeñar un 
papel relevante en el Mediterráneo occidental. 

La puesta en servicio de los nuevos submarinos de 
la clase S-80 representa, por tanto, uno de los 
programas más importantes de modernización militar 
emprendidos por España en las últimas décadas. 
Estas plataformas incorporan sistemas avanzados de 
combate, sensores modernos y capacidades de 
permanencia prolongada bajo el agua. Según el 
Ministerio de Defensa (2023), los S-80 están 
diseñados para operar en escenarios de alta 
complejidad tecnológica y garantizar la protección de 
los intereses marítimos nacionales durante las 
próximas décadas. 

La importancia de esta capacidad trasciende el 
ámbito puramente militar. Los submarinos constituyen 
instrumentos de disuasión extremadamente eficaces 
debido a la dificultad de detectar su presencia. Un 
adversario potencial debe asumir permanentemente la 
posibilidad de que unidades submarinas operen en 
una determinada zona, lo que complica 
significativamente cualquier planificación ofensiva. 

No obstante, los retrasos experimentados durante 
el desarrollo del programa S-80 ponen de manifiesto 
algunas de las dificultades estructurales que afectan a 
la industria de defensa europea. Los problemas 
técnicos, las desviaciones presupuestarias y los 
retrasos en los calendarios de entrega ilustran los 
desafíos asociados al desarrollo autónomo de 
sistemas militares altamente complejos. 

 
Guerra antisubmarina y control de espacios 
marítimos 

 
La creciente sofisticación de las flotas submarinas 

en todo el mundo ha devuelto protagonismo a la 
guerra antisubmarina. Durante los años posteriores al 
final de la Guerra Fría, muchos analistas consideraron 
que esta especialidad perdería relevancia. Sin 
embargo, la modernización naval de Rusia, la 
expansión marítima china y la proliferación de 
submarinos avanzados en diversas regiones han 
demostrado que dicha percepción era prematura. 

La Armada Española dispone de capacidades 
antisubmarinas considerables, especialmente gracias 
a sus fragatas especializadas y a sus helicópteros 
embarcados. Los sensores acústicos, sonares 
remolcados y sistemas de procesamiento de 
información permiten detectar amenazas submarinas 
a distancias significativas. 

Sin embargo, la guerra antisubmarina continúa 
siendo una de las disciplinas más complejas de la 
guerra naval. Como explica Friedman (2006), el 
avance simultáneo de las tecnologías de detección y 
de ocultamiento genera una competencia permanente 
entre submarinos y fuerzas antisubmarinas. Ninguna 
ventaja tecnológica resulta definitiva. 

La relevancia de esta capacidad resulta 
particularmente evidente en el Mediterráneo 
occidental. Se trata de un entorno marítimo 
relativamente restringido, caracterizado por un tráfico 
intenso y una elevada importancia estratégica. La 



 
 

38 

presencia de submarinos hostiles podría afectar 
gravemente la libertad de navegación y la seguridad 
de las líneas marítimas de comunicación. 

En consecuencia, mantener capacidades 
antisubmarinas modernas constituye una prioridad 
estratégica para España. 

 
Logística naval: la dimensión menos visible del 
poder marítimo 

 
Los debates públicos sobre defensa suelen 

concentrarse en buques, misiles y sistemas de 
combate. Sin embargo, la historia militar demuestra 
que la logística constituye uno de los factores 
decisivos en cualquier conflicto prolongado. 

La Armada Española dispone de capacidades 
logísticas respetables, incluyendo buques de 
aprovisionamiento que permiten sostener operaciones 
alejadas del territorio nacional. Estas plataformas 
amplían significativamente el radio de acción de la 
flota y facilitan la participación en operaciones 
multinacionales. 

La importancia de la logística naval ha quedado 
especialmente clara en conflictos recientes. La 
capacidad para mantener combustible, repuestos, 
municiones y suministros determina en gran medida la 
duración efectiva de cualquier operación militar. 

No obstante, España enfrenta desafíos similares a 
los de otras potencias europeas. Las existencias de 
determinadas municiones estratégicas continúan 
siendo relativamente limitadas para escenarios de alta 
intensidad. Asimismo, la creciente complejidad 
tecnológica de los sistemas modernos incrementa la 
dependencia de cadenas de suministro especializa-
das. 

La guerra de Ucrania ha demostrado que las 
sociedades occidentales deben reconsiderar muchos 
supuestos sobre la duración y el consumo material de 
los conflictos contemporáneos. Las necesidades 
logísticas de una guerra convencional prolongada 
superan ampliamente las previsiones predominantes 
durante las primeras décadas del siglo XXI. 

 
La integración en la OTAN como multiplicador de 
fuerza 

 
Uno de los principales activos estratégicos de la 

Armada Española es su plena integración en las 
estructuras navales de la OTAN. 

La participación continuada en ejercicios 
multinacionales, grupos navales permanentes y 
operaciones internacionales ha permitido alcanzar 
elevados niveles de interoperabilidad. Las unidades 
españolas operan regularmente junto a fuerzas 
navales estadounidenses, británicas, francesas, 
italianas y alemanas, compartiendo doctrinas, 
procedimientos y sistemas de comunicación. 

Esta integración proporciona ventajas 
considerables. Como señala la OTAN (2022), la 
defensa colectiva depende de la capacidad de las 
fuerzas aliadas para actuar de manera coordinada y 
eficaz. La interoperabilidad reduce tiempos de 

respuesta, mejora la eficiencia operativa y multiplica 
las capacidades nacionales. 

Sin embargo, también existe una dimensión menos 
favorable. Buena parte de las capacidades avanzadas 
de inteligencia, vigilancia espacial y mando estratégico 
utilizadas por la Alianza dependen en gran medida de 
Estados Unidos. Esta realidad alimenta el debate 
sobre la autonomía estratégica europea y la necesidad 
de desarrollar capacidades propias más robustas. 

Desde una perspectiva española, la pertenencia a 
la OTAN sigue constituyendo uno de los principales 
factores de estabilidad estratégica, especialmente en 
relación con el flanco sur de Europa. 

 
Marruecos, el Mediterráneo occidental y los 
desafíos del flanco sur 

 
Ningún análisis estratégico de la Armada Española 

puede ignorar la evolución militar de Marruecos. 
Durante las últimas dos décadas, Rabat ha 
desarrollado un ambicioso programa de 
modernización de sus Fuerzas Armadas, incluyendo 
mejoras significativas en capacidades navales, aéreas 
y misilísticas. 

Aunque la Armada marroquí continúa siendo 
inferior a la española en términos cualitativos, la 
diferencia se ha reducido progresivamente. La 
adquisición de nuevas fragatas, patrulleros oceánicos 
y sistemas de vigilancia marítima refleja una estrategia 
orientada a incrementar la influencia regional de 
Marruecos. 

La importancia de este proceso radica en que el 
Mediterráneo occidental constituye un espacio de 
enorme relevancia geopolítica. Las rutas energéticas, 
los flujos comerciales, la inmigración irregular y la 
proximidad de territorios españoles en el norte de 
África convierten esta región en una prioridad 
permanente para la planificación militar nacional. 

Desde una perspectiva doctrinal, la función 
principal de la Armada no consiste necesariamente en 
prepararse para una guerra convencional contra 
Marruecos, sino en mantener una capacidad de 
disuasión suficiente para evitar que cualquier actor 
regional considere viable una política de presión militar 
o coerción estratégica. 

La disuasión eficaz requiere credibilidad. Y la 
credibilidad depende tanto de las capacidades reales 
como de la percepción que los potenciales adversarios 
tengan de ellas. 

 
Industria naval y autonomía estratégica 

 
Uno de los aspectos más positivos del panorama 

naval español es la existencia de una industria naval 
militar de considerable nivel tecnológico. 

La empresa Navantia se ha consolidado como uno 
de los principales constructores navales militares de 
Europa. Sus programas de fragatas, submarinos y 
buques anfibios han generado capacidades 
industriales que poseen valor estratégico propio. 

La capacidad para diseñar y construir buques de 
guerra reduce la dependencia exterior y proporciona 
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mayor autonomía en materia de defensa. Además, 
genera empleo altamente cualificado y contribuye al 
desarrollo tecnológico nacional. 

No obstante, mantener esta base industrial exige 
una planificación estable y programas de inversión 
sostenidos. Las interrupciones prolongadas en la 
construcción naval pueden provocar pérdidas de 
conocimiento especializado difíciles de recuperar 
posteriormente. 

 
El factor presupuestario y los desafíos futuros 

 
Al igual que ocurre en el resto de las Fuerzas 

Armadas españolas, la principal limitación estructural 
de la Armada continúa siendo presupuestaria. 

Durante años, los recursos asignados a defensa 
resultaron insuficientes para sostener simultánea-
mente la renovación de plataformas, el mantenimiento 
de capacidades existentes y el desarrollo de nuevos 
programas tecnológicos. Aunque la situación ha 
comenzado a mejorar, las consecuencias acumuladas 
de décadas de inversión limitada siguen siendo 
visibles. 

La modernización de la flota, la incorporación de 
nuevas tecnologías, la adaptación al dominio 
cibernético y la creciente importancia de los sistemas 
autónomos exigirán inversiones significativas durante 
las próximas décadas. 

Como advierte Till (2018), las marinas modernas 
se enfrentan a una paradoja permanente: cada nueva 

generación tecnológica incrementa las capacidades 
disponibles, pero también eleva considerablemente 
los costes de adquisición y mantenimiento. 

 
Conclusión 

 
La Armada Española continúa siendo una de las 

instituciones militares más competentes y respetadas 
de Europa. Sus fragatas avanzadas, su capacidad 
anfibia, la profesionalidad de su personal y su 
integración en las estructuras de la OTAN le permiten 
desempeñar un papel relevante tanto en la defensa 
nacional como en la seguridad internacional. 

Sin embargo, las fortalezas actuales no deben 
ocultar las limitaciones existentes. El tamaño 
relativamente reducido de la flota, las restricciones 
presupuestarias acumuladas, la necesidad de 
modernización continua y la creciente complejidad del 
entorno estratégico plantean desafíos significativos 
para el futuro. 

España es, por historia, geografía e intereses 
nacionales, una potencia marítima. Mantener una 
Armada capaz de proteger esos intereses no 
constituye un lujo ni una aspiración simbólica, sino una 
necesidad estratégica fundamental. La preservación 
de la libertad de navegación, la protección de los 
territorios nacionales y la estabilidad del Mediterráneo 
occidental dependerán en gran medida de la 
capacidad de España para sostener y modernizar su 
poder naval durante las próximas décadas. 
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Por Daniel Cruz Santos (Filipinas) 
 

 
 
Introducción 

 
La historia de las relaciones internacionales 

demuestra que la soberanía de los Estados depende 
tanto de factores políticos y económicos como de su 
capacidad para defender efectivamente su territorio. 
En el caso de las naciones archipelágicas, el poder 
aéreo adquiere una importancia aún mayor debido a 
que constituye uno de los principales instrumentos 
para ejercer vigilancia, control territorial y respuesta 
rápida ante amenazas externas. Filipinas representa 
un caso particularmente interesante en este sentido. 
Con más de siete mil seiscientas islas distribuidas 
sobre una extensa superficie marítima, el país enfrenta 
desafíos geográficos que convierten a la aviación 
militar en un componente indispensable de la 
seguridad nacional. 

Durante gran parte de la segunda mitad del siglo 
XX y comienzos del XXI, las prioridades estratégicas 
filipinas estuvieron dominadas por amenazas internas. 
La insurgencia comunista del Nuevo Ejército del 
Pueblo, los movimientos separatistas musulmanes en 
Mindanao y las organizaciones terroristas asociadas al 
extremismo islamista absorbieron una parte 
significativa de los recursos de defensa. Como 

consecuencia, la Fuerza Aérea Filipina (Philippine Air 
Force, PAF) evolucionó principalmente como una 
organización orientada al transporte táctico, el apoyo 
aéreo cercano y las operaciones de contrainsurgencia, 
relegando a un segundo plano las capacidades 
convencionales de defensa aérea. 

Sin embargo, la transformación del entorno 
estratégico asiático durante las últimas dos décadas 
ha obligado a reconsiderar profundamente este 
modelo. El ascenso de China como potencia militar, 
las disputas territoriales en el Mar de China Meridional, 
la creciente rivalidad entre Beijing y Washington y la 
importancia geoestratégica de Taiwán han situado a 
Filipinas en una posición particularmente sensible 
dentro del Indo-Pacífico. En consecuencia, la 
reconstrucción de capacidades aéreas 
convencionales se ha convertido en una prioridad 
nacional. 

El presente artículo analiza las capacidades 
actuales de la Fuerza Aérea Filipina, las amenazas 
potenciales que condicionan su evolución y los 
desafíos que enfrenta en el proceso de 
modernización. La tesis central sostiene que la PAF ha 
experimentado avances significativos durante la última 
década, pero continúa enfrentando limitaciones 
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estructurales que restringen su capacidad para actuar 
como un instrumento plenamente eficaz de disuasión 
estratégica. 

 
Poder aéreo y soberanía nacional: una 
aproximación conceptual 

 
El desarrollo de la aviación militar transformó 

profundamente la manera en que los Estados 
conciben la defensa nacional. Desde las primeras 
reflexiones de Giulio Douhet hasta las doctrinas 
contemporáneas de guerra multidominio, el control del 
espacio aéreo ha sido considerado un requisito 
esencial para el éxito militar y la preservación de la 
soberanía (Tellis, 2020). 

La importancia del poder aéreo resulta 
especialmente evidente en países insulares. A 
diferencia de los Estados continentales, donde la 
profundidad territorial puede proporcionar cierto 
margen estratégico, las naciones archipelágicas 
dependen de la movilidad aérea para conectar 
regiones distantes, reforzar áreas vulnerables y 
responder rápidamente a crisis emergentes. En 
consecuencia, la fuerza aérea no constituye 
simplemente un componente adicional de la defensa 
nacional, sino una herramienta central para la 
cohesión territorial. 

Esta realidad es particularmente visible en 
Filipinas. La dispersión geográfica del archipiélago 
implica que cualquier amenaza significativa requerirá 
una respuesta rápida y coordinada entre diferentes 
regiones. En este contexto, las capacidades aéreas 
cumplen funciones que van mucho más allá del 
combate convencional. Incluyen vigilancia, 
reconocimiento, transporte estratégico, asistencia 
humanitaria, apoyo a operaciones navales y presencia 
disuasiva. 

Según De Castro (2024), uno de los principales 
desafíos históricos de la defensa filipina ha sido la 
dificultad para adaptar sus instituciones militares a las 
nuevas realidades geopolíticas de Asia-Pacífico. 
Durante años, las prioridades internas limitaron el 
desarrollo de capacidades orientadas a la defensa 
territorial. Sin embargo, la creciente presión sobre las 
áreas marítimas reclamadas por Filipinas ha 
impulsado una reevaluación de estas prioridades. 

 
La evolución histórica de la Fuerza Aérea Filipina 

 
Para comprender la situación actual de la PAF es 

necesario examinar brevemente su evolución 
histórica. Durante las décadas posteriores a la 
independencia, Filipinas mantuvo una estrecha 
relación militar con Estados Unidos. Esta cooperación 
permitió acceder a entrenamiento, equipamiento y 
doctrinas modernas que situaron a las Fuerzas 
Armadas Filipinas en una posición relativamente 
favorable dentro del contexto regional. 

Sin embargo, el final de la Guerra Fría coincidió 
con una etapa de restricciones presupuestarias y 
cambios en las prioridades estratégicas nacionales. La 
percepción de una disminución de las amenazas 

externas llevó a concentrar recursos en problemas de 
seguridad interna. Como consecuencia, la 
modernización de la aviación de combate perdió 
relevancia frente a necesidades más inmediatas 
relacionadas con operaciones contrainsurgentes. 

El símbolo más evidente de este proceso fue la 
retirada de los cazas Northrop F-5 en 2005. Con esta 
decisión, Filipinas perdió su principal capacidad de 
interceptación supersónica y quedó durante varios 
años sin una herramienta efectiva para la defensa 
aérea convencional. Según Tellis (2020), esta 
situación representó una anomalía estratégica dentro 
del Sudeste Asiático, ya que pocas naciones de la 
región aceptaron una reducción tan significativa de 
sus capacidades aéreas. 

Mientras tanto, otros actores regionales 
continuaron invirtiendo en modernización militar. 
Vietnam fortaleció progresivamente su aviación de 
combate, Indonesia diversificó sus proveedores de 
armamento y Singapur consolidó una de las fuerzas 
aéreas más avanzadas de Asia. Filipinas, en 
contraste, mantuvo una estructura militar fuertemente 
orientada a desafíos internos. 

La situación comenzó a cambiar con la 
promulgación del programa de modernización 
revisado de las Fuerzas Armadas Filipinas. Este 
programa reflejó un reconocimiento institucional de 
que el entorno estratégico había cambiado 
profundamente y de que la defensa territorial requería 
una atención mucho mayor que en décadas 
anteriores. 

 
La transformación del entorno estratégico regional 

 
La modernización de la Fuerza Aérea Filipina no 

puede entenderse sin analizar los cambios 
geopolíticos ocurridos en Asia durante las últimas dos 
décadas. El ascenso de China constituye el elemento 
más importante de esta transformación. 

De acuerdo con los informes anuales del 
Departamento de Defensa de Estados Unidos, el 
Ejército Popular de Liberación ha desarrollado una de 
las campañas de modernización militar más 
ambiciosas de la historia contemporánea, 
incorporando capacidades avanzadas en 
prácticamente todos los dominios operacionales 
(Department of Defense, 2024). La Fuerza Aérea 
china ha pasado de ser una organización centrada en 
la defensa territorial a una institución capaz de 
proyectar poder sobre amplias áreas del Indo-Pacífico. 

Paralelamente, Beijing ha incrementado su 
presencia en el Mar de China Meridional mediante la 
construcción de instalaciones militares en arrecifes 
artificiales y el despliegue de capacidades avanzadas 
de vigilancia y defensa aérea. Estas actividades han 
generado preocupación entre diversos países del 
Sudeste Asiático, particularmente aquellos que 
mantienen disputas territoriales con China (Storey, 
2017). 

Para Filipinas, la cuestión reviste una importancia 
especial. Las tensiones en torno a zonas como 
Second Thomas Shoal, Scarborough Shoal y otros 
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espacios marítimos disputados han convertido la 
defensa de la soberanía marítima en una prioridad 
estratégica nacional. Según el Asia Maritime 
Transparency Initiative (2024), la frecuencia de 
incidentes entre embarcaciones filipinas y chinas ha 
aumentado significativamente durante los últimos 
años, reflejando una creciente competencia por el 
control efectivo de determinadas áreas. 

A estas tensiones se suma la creciente 
incertidumbre en torno a Taiwán. Diversos analistas 
coinciden en que cualquier crisis importante en el 
estrecho tendría consecuencias directas para Filipinas 
debido a su proximidad geográfica y a la presencia de 
acuerdos de cooperación militar con Estados Unidos 
(Heydarian, 2023). Esta situación incrementa la 
importancia de disponer de capacidades aéreas 
capaces de monitorear y proteger el espacio nacional 
en escenarios de crisis regional. 

 
Capacidades actuales de la Fuerza Aérea Filipina 

 
A pesar de las limitaciones acumuladas durante 

décadas, la última etapa de modernización ha 
producido avances importantes. La incorporación más 
significativa ha sido la adquisición de doce cazas 
ligeros FA-50 Fighting Eagle fabricados por Korea 
Aerospace Industries. 

La importancia de estos aviones trasciende sus 
características técnicas. Después de casi una década 
sin capacidad supersónica, los FA-50 permitieron 
recuperar competencias doctrinales y operacionales 
relacionadas con el combate aéreo moderno. Según el 
International Institute for Strategic Studies (2024), esta 
adquisición constituyó uno de los hitos más relevantes 
del proceso de modernización militar filipino. 

Además de su función como plataforma de 
combate ligero, los FA-50 han servido para reconstruir 
capacidades de entrenamiento avanzado y para 
formar una nueva generación de pilotos militares 
familiarizados con sistemas contemporáneos de 
aviación de combate. En términos institucionales, este 
aspecto puede resultar incluso más importante que las 
capacidades operativas inmediatas de la aeronave. 

Paralelamente, la PAF ha fortalecido sus 
capacidades de transporte estratégico mediante la 
incorporación de aeronaves Airbus C-295 y diversas 
plataformas de ala rotatoria. Estas adquisiciones 
responden directamente a las exigencias geográficas 
del archipiélago filipino, donde la movilidad constituye 
un elemento central de cualquier estrategia de 
defensa. 

Las capacidades de vigilancia también han 
experimentado mejoras significativas. La 
incorporación de radares tridimensionales y sistemas 
modernos de monitoreo ha incrementado el 
conocimiento situacional de las autoridades militares. 
Como señalan Erickson y Wuthnow (2022), la 
capacidad para detectar tempranamente movimientos 
potencialmente hostiles constituye uno de los 
elementos fundamentales de la disuasión moderna. 

Finalmente, debe destacarse la importancia de la 
cooperación internacional. Los ejercicios conjuntos 

con Estados Unidos, Australia y Japón han contribuido 
a fortalecer las capacidades profesionales de la 
Fuerza Aérea Filipina y a mejorar la interoperabilidad 
con fuerzas aliadas. En un entorno regional 
caracterizado por crecientes desafíos de seguridad, 
esta cooperación representa un activo estratégico de 
considerable valor. 

 
Los FA-50 Fighting Eagle: una recuperación 
necesaria, pero insuficiente 

 
La adquisición de los FA-50 Fighting Eagle 

constituyó un paso decisivo para la recuperación del 
poder aéreo filipino, pero sería un error estratégico 
considerar que esta incorporación resolvió los 
problemas estructurales de la Fuerza Aérea Filipina. 
Más bien, debe interpretarse como el inicio de un 
proceso de reconstrucción institucional destinado a 
recuperar capacidades perdidas durante décadas de 
limitada inversión en defensa convencional. 

Los FA-50 representan una plataforma moderna y 
versátil que combina funciones de entrenamiento 
avanzado con capacidades de combate ligero. Su 
adquisición permitió restaurar la capacidad 
supersónica filipina y mejorar significativamente la 
preparación de pilotos y personal técnico. Sin 
embargo, la realidad estratégica del Indo-Pacífico 
obliga a evaluar estas aeronaves dentro de un 
contexto regional mucho más amplio. 

Según el International Institute for Strategic 
Studies (2024), las principales fuerzas aéreas de Asia 
Oriental están incorporando plataformas de cuarta 
generación avanzada e incluso sistemas de quinta 
generación. En este contexto, los FA-50 presentan 
limitaciones evidentes en términos de alcance, carga 
útil, capacidad de supervivencia en entornos 
altamente disputados y sofisticación de sensores. 

Estas limitaciones no deben interpretarse como 
una crítica a la decisión de adquisición. Por el 
contrario, dadas las restricciones presupuestarias 
filipinas, la compra de los FA-50 constituyó 
probablemente la opción más realista disponible en 
aquel momento. El problema radica en que las 
exigencias estratégicas futuras superan claramente 
las capacidades que puede proporcionar una flota 
compuesta exclusivamente por este tipo de 
aeronaves. 

La evolución del entorno regional obliga a pensar 
en términos de defensa aérea escalonada y 
capacidades de disuasión más robustas. Para ello, la 
PAF necesitará complementar los FA-50 con 
plataformas de mayores prestaciones que permitan 
operar eficazmente en escenarios de conflicto más 
complejos. 

 
La necesidad de cazas multifunción avanzados 

 
Uno de los debates más importantes dentro de la 

comunidad estratégica filipina gira actualmente en 
torno a la adquisición de un verdadero caza 
multifunción. 
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La discusión no responde únicamente a 
consideraciones técnicas. En realidad, refleja una 
cuestión mucho más profunda: cuál debe ser el papel 
de Filipinas dentro de la arquitectura de seguridad 
regional durante las próximas décadas. 

Las alternativas más frecuentemente 
mencionadas incluyen el F-16 Block 70 
estadounidense y el JAS-39 Gripen sueco. Ambas 
plataformas ofrecen capacidades significativamente 
superiores a las disponibles actualmente en la PAF, 
aunque presentan diferencias importantes en costos 
operativos, logística y sostenibilidad a largo plazo. 

El F-16 posee la ventaja de una amplia experiencia 
operacional y una integración relativamente sencilla 
con los sistemas empleados por Estados Unidos. 
Además, reforzaría la interoperabilidad entre ambas 
fuerzas aéreas, aspecto particularmente relevante 
dada la importancia de la alianza bilateral. Por otro 
lado, el Gripen ha despertado interés debido a su 
reputación como una aeronave diseñada 
específicamente para países con recursos limitados y 
necesidades de operación flexible (IISS, 2024). 

Más allá de la plataforma seleccionada, la cuestión 
fundamental es que Filipinas necesita desarrollar una 
capacidad creíble de defensa aérea que permita 
ejercer vigilancia efectiva sobre su espacio soberano 
y contribuir a la disuasión frente a posibles actos 
coercitivos. 

Como señala De Castro (2024), la credibilidad de 
la disuasión depende no solamente de las alianzas 
internacionales, sino también de la capacidad nacional 
para imponer costos a un potencial adversario. Desde 
esta perspectiva, la adquisición de cazas multifunción 
avanzados constituye una inversión estratégica 
destinada a fortalecer la autonomía nacional más que 
una simple compra de equipamiento militar. 

 
La defensa antiaérea terrestre: el eslabón más 
débil 

 
Si existe un área donde las vulnerabilidades 

filipinas resultan especialmente evidentes, esa es la 
defensa antiaérea basada en tierra. 

La experiencia de conflictos recientes ha 
demostrado que la supervivencia de una fuerza aérea 
depende tanto de sus aeronaves como de la 
capacidad para proteger sus bases, centros logísticos 
e infraestructuras críticas. Los ataques con misiles de 
precisión, drones y municiones merodeadoras han 
alterado profundamente la naturaleza de la guerra 
aérea contemporánea. 

Según los análisis de RAND Corporation, los 
conflictos modernos se caracterizan cada vez más por 
ataques destinados a neutralizar capacidades 
enemigas antes de que estas puedan entrar en 
combate (Shlapak & Johnson, 2016). En este 
contexto, la protección de aeródromos y centros de 
mando adquiere una importancia estratégica 
extraordinaria. 

Filipinas ha comenzado a desarrollar capacidades 
de defensa aérea terrestre mediante la adquisición de 
sistemas modernos de misiles superficie-aire. Sin 

embargo, estas capacidades continúan siendo 
limitadas en relación con las dimensiones geográficas 
del archipiélago. 

La dispersión territorial filipina implica que una 
cobertura completa requeriría inversiones 
extremadamente elevadas. Además, las nuevas 
tecnologías están reduciendo constantemente la 
ventaja que tradicionalmente ofrecía la distancia 
geográfica. Los sistemas de misiles de largo alcance 
desarrollados por diversas potencias regionales 
pueden alcanzar objetivos situados a cientos de 
kilómetros de distancia, lo que incrementa la 
vulnerabilidad de infraestructuras críticas (Department 
of Defense, 2024). 

Por esta razón, la defensa aérea filipina no puede 
depender exclusivamente de aeronaves de combate. 
Será necesario desarrollar progresivamente una 
arquitectura integrada que combine radares, sistemas 
antiaéreos, vigilancia electrónica y capacidades de 
mando y control. 

 
La cuestión china y la asimetría estratégica 

 
Todo análisis serio sobre la defensa filipina debe 

reconocer una realidad fundamental: la enorme 
asimetría existente entre las capacidades militares de 
Filipinas y las de China. 

El Ejército Popular de Liberación dispone 
actualmente de una de las fuerzas aéreas más 
grandes y sofisticadas del mundo. La incorporación de 
cazas furtivos J-20, aeronaves de alerta temprana, 
sistemas avanzados de guerra electrónica y 
capacidades de reabastecimiento en vuelo ha 
transformado profundamente el equilibrio militar 
regional (Department of Defense, 2024). 

Desde una perspectiva estrictamente militar, 
Filipinas no puede aspirar a competir en igualdad de 
condiciones con China. La diferencia de recursos, 
tamaño económico y capacidad industrial hace 
imposible cualquier escenario de paridad. 

Sin embargo, esta realidad no implica que la 
modernización filipina carezca de sentido. La literatura 
estratégica contemporánea demuestra que los 
Estados medianos pueden desarrollar estrategias 
eficaces de disuasión incluso frente a adversarios 
considerablemente más poderosos. El objetivo no 
consiste en alcanzar la superioridad militar, sino en 
elevar los costos potenciales de cualquier acción hostil 
(Fravel, 2019). 

En este sentido, la Fuerza Aérea Filipina 
desempeña un papel fundamental dentro de una 
estrategia más amplia de defensa nacional. Su función 
principal no sería derrotar por sí sola a una gran 
potencia, sino contribuir a la vigilancia del territorio, 
apoyar operaciones conjuntas y fortalecer la 
credibilidad de la disuasión nacional. 

 
Comparación regional: Vietnam e Indonesia 

 
Aunque China constituye el principal referente 

estratégico, resulta igualmente útil comparar las 
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capacidades filipinas con las de otros países del 
Sudeste Asiático. 

Vietnam ha desarrollado durante las últimas 
décadas una estrategia de modernización militar 
claramente orientada hacia la defensa territorial. La 
adquisición de cazas Su-27 y Su-30 permitió fortalecer 
significativamente sus capacidades aéreas, mientras 
que la inversión sostenida en sistemas de defensa 
costera ha incrementado su capacidad de disuasión 
(Thayer, 2022). 

Indonesia, por su parte, ha seguido una estrategia 
basada en la diversificación de proveedores y en la 
construcción gradual de capacidades convencionales. 
Su fuerza aérea dispone de una combinación de 
plataformas occidentales y asiáticas que le 
proporciona una flexibilidad considerable dentro del 
contexto regional. 

Comparada con estos países, Filipinas se 
encuentra todavía en una etapa relativamente 
temprana de modernización. Sin embargo, la 
velocidad de los avances registrados durante los 
últimos años sugiere que la brecha podría reducirse 
gradualmente si existe continuidad política y 
presupuestaria. 

 
Taiwán y el futuro estratégico de Filipinas 

 
Uno de los factores que probablemente 

determinará el futuro de la Fuerza Aérea Filipina es la 
evolución de las tensiones en torno a Taiwán. 
 

 
 

La proximidad geográfica entre ambos territorios 
convierte a Filipinas en un actor inevitablemente 
relevante dentro de cualquier escenario de crisis 
regional. Diversos análisis del Center for Strategic and 
International Studies han señalado que la ubicación de 
las islas septentrionales filipinas posee una 
importancia estratégica considerable en el contexto de 
una posible contingencia relacionada con Taiwán 
(Cancian, Cancian, & Heginbotham, 2023). 

Desde una perspectiva aérea, esta situación 
plantea desafíos complejos. La PAF tendría que 
proteger el espacio aéreo nacional, monitorear 

movimientos militares en áreas próximas, gestionar 
potenciales operaciones humanitarias y coordinar 
actividades con aliados regionales. 

Además, la ampliación de la cooperación militar 
entre Filipinas y Estados Unidos ha incrementado la 
importancia estratégica de diversas instalaciones 
militares nacionales. Esta circunstancia genera 
oportunidades importantes en términos de 
cooperación y modernización, pero también implica 
nuevos desafíos de seguridad. 

Para la Fuerza Aérea Filipina, prepararse para este 
escenario exigirá desarrollar capacidades que 
trascienden el combate convencional. Será necesario 
fortalecer la vigilancia aérea, la interoperabilidad 
multinacional y la capacidad de operar dentro de 
entornos estratégicos altamente complejos. 

 
Perspectivas hacia 2035 

 
El futuro de la Fuerza Aérea Filipina dependerá en 

gran medida de la continuidad de los programas de 
modernización actualmente en marcha. 

Si las tendencias actuales se mantienen, es 
razonable esperar una expansión gradual de las 
capacidades de combate, vigilancia y defensa aérea 
durante la próxima década. La posible adquisición de 
cazas multifunción, el fortalecimiento de los sistemas 
de defensa antiaérea y la mejora de la infraestructura 
militar podrían transformar significativamente la 
capacidad de respuesta nacional. 

Sin embargo, los desafíos continuarán siendo 
considerables. La modernización militar es un proceso 
acumulativo que requiere inversiones sostenidas 
durante largos períodos de tiempo. Los avances 
logrados pueden perderse rápidamente si no existe 
continuidad política y presupuestaria. 

Asimismo, el ritmo de modernización de otras 
fuerzas armadas regionales obliga a evitar cualquier 
sensación de complacencia. La competencia 
estratégica en Asia-Pacífico continuará evolucionando 
y exigirá una adaptación constante de las capacidades 
nacionales. 

 
Conclusiones 

 
La Fuerza Aérea Filipina se encuentra en uno de 

los momentos más importantes de su historia 
moderna. Después de décadas marcadas por la 
prioridad otorgada a las amenazas internas, la 
institución intenta adaptarse a un entorno estratégico 
caracterizado por crecientes desafíos externos y una 
intensa competencia geopolítica. 

Los avances logrados durante la última década 
son indiscutibles. La recuperación de capacidades 
supersónicas mediante los FA-50, la mejora de la 
vigilancia aérea, el fortalecimiento de la cooperación 
internacional y la profesionalización del personal han 
contribuido significativamente a mejorar la posición 
estratégica filipina. 

No obstante, las limitaciones siguen siendo 
importantes. La ausencia de cazas multifunción 
avanzados, las debilidades de la defensa antiaérea 
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terrestre, las restricciones presupuestarias y la 
enorme asimetría frente a China continúan 
condicionando las capacidades operativas de la 
institución. 

Desde una perspectiva filipina, el objetivo no debe 
ser competir militarmente con las grandes potencias 
de la región. Una estrategia de esa naturaleza sería 
irrealista e insostenible. El verdadero desafío consiste 
en construir una fuerza aérea capaz de proteger la 
soberanía nacional, contribuir a la disuasión y 
garantizar que cualquier actor externo comprenda que 

vulnerar los intereses filipinos tendrá costos 
significativos. 

Como enseñaron José Rizal y Apolinario Mabini en 
contextos históricos muy distintos, la fortaleza de una 
nación no depende únicamente de sus recursos 
materiales. Depende también de la claridad de sus 
objetivos, de la solidez de sus instituciones y de la 
determinación de su pueblo para defender su 
independencia. En el siglo XXI, la Fuerza Aérea 
Filipina constituye una parte esencial de ese esfuerzo 
nacional. 

 
 
Fuente de la Imagen: Open AI, ChatGPT 
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Por Guadi Calvo (Argentina) 
 

 
 

Los milicianos del grupo 

paramilitar Fuerza de Apoyo 

Rápido (FAR) endurecen el cerco 

sobre la ciudad de El Obeid, capital 

de Kordofán del Norte, a la espera 

de su rendición, repitiendo la 

estrategia que aplicaron en El-

Fasher, la última capital en manos 

del ejército regular en la región de 

Darfur, un territorio similar al de 

Francia, de la que, a más de seis 

meses de su caída, todavía no se 

tiene la dimensión, y quizás nunca 

se la tenga, de la magnitud de la 

masacre que se produjo una vez 

los sitiadores lograran penetrar al 

casco de la ciudad, después de 

que las Fuerzas Armadas de 

Sudán (FAR) la abandonaran, 

sabiendo que ya era imposible 

seguir resistiendo después de un 

año y medio de sostener esa plaza. 

En los primeros tres días desde la 

toma de El-Fasher, el 25 de 

octubre pasado, al menos seis mil 

personas fueron asesinadas. 

Ahora, como ya hemos visto, 

desde hace algunas semanas ha 

sonado la hora de la capital de 

Kordofán del Norte, que se prepara 

para algo similar. Ver: Sudán. El 

Obeid, paisaje anterior a la batalla. 

Los ataques de los 

paramilitares contra la ciudad de el-

Obeid, con una población de más 

de medio millón de almas, y que ya 

provocaron el desplazamiento de 

unos 110 mil pobladores, han 

comenzado a preocupar a 

diferentes instituciones internacio-

nales, como el Consejo de 

Derechos Humanos de la ONU 

donde una importante cantidad de 

países, entre ellos Gran Bretaña, 

Francia y Alemania, alertaron el 

jueves acerca del inminencia de un 

nuevo desastre, incluso el propio 

Departamento de Estado, que poco 

ha intervenido por lo menos de 

manera formal en la guerra, a 

principio de esta semana solicitó a 

las FAR, que se abstengan de 

atacar el-Obeid, mientras que el 

asesor del presidente Donald 

Trump, para asuntos africanos y 

árabes, Massad Boulos, se 

comunicó con el líder de los 

paramilitares el “general” Hametti 

Dagalo., ya que una vez más, 

como en tantas otras, sus fuerzas 

se alistan para perpetrar otro 

capítulo de su largo historial de 

crímenes de guerra, el que 

comenzó en Darfur a principio de 

este siglo, cuando a  las FAR, se 

las conocía como Janjaweed 

(jinetes o demonios armados) que 

operaban como brazo armado 

irregular de la dictadura Omar al-

Bashir. 

Desde que comenzó esta 

guerra en abril del 2023, han sido 

numerosas las denuncias acerca 

de crímenes cometidos por los 

paramilitares contra poblaciones 

civiles, confirmadas por el hallazgo 

de fosas comunes clandestinas y 

multitud de denuncias de 

ejecuciones sumarias, torturas y 

violaciones masivas, particular-

mente contra las poblaciones 

negras darfuries los fur, zaghawa y 

masalit, que ya se ha calificado en 

diversos foros internacionales 

como una voluntad manifiesta de 

ejecutar una limpieza étnica. 
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En sus clásicos comunicados 

de “buena fe”, Naciones Unidas, 

vuelve a demostrar su inoperancia 

crónica, cuando se trata de ajustar 

las tuercas a los socios de 

Washington, ha salido a “reclamar” 

que: “no se puede permitir que los 

horrores de el-Fasher se repitan en 

el-Obeid”. Como si el comunicado 

de su Secretario General, el 

portugués António Guterres, fuera 

a detener la voluntad de las FAR, 

de seguir asesinando, mientras 

siguen siendo abastecidas y 

financiadas desde el comienzo por 

los Emiratos Árabes Unidos (EAU), 

en complicidad con Washington y 

Tel Aviv, que se ha convertido en el 

principal promotor del terrorismo 

fundamentalista islámico, superan-

do a Qatar y Arabia Saudita, 

inmiscuidos en Libia, el Sahel, la 

República Democrática del Congo, 

Nigeria, Mozambique, Siria y 

Yemen. 

Desde hace menos de dos 

meses, las FAR han comenzado a 

concentrar efectivos en los 

alrededores de El Obeid, a unos 

400 kilómetros al suroeste de 

Jartum, la capital federal, que se 

encuentra bajo el control del 

ejército regular. 

El Obeid, además de contar con 

una base aérea, es la sede de la 5.ª 

División de Infantería, a la que se 

estima que suman unos diez mil 

hombres. Esta división tiene una 

vasta experiencia en combate, tras 

participar durante las guerras 

civiles que ha vivido el país. 

Además, en El Obeid, se aglutina 

una importante cantidad de 

combatientes pertenecientes a 

diferentes milicias aliadas del 

Ejército. 

Por lo que la magnitud de una 

posible batalla podría ser de las 

más importantes que se han 

librado en todo el transcurso de la 

guerra, por lo que se espera que el 

cerco siga siendo comprimido para 

forzar la rendición por falta de 

suministros, y no verse obligados a 

un asalto armado, lo que podría 

provocar una nueva matanza no 

solo entre combatientes, sino entre 

la población civil. 

La ciudad se encuentra ubicada 

en una de las principales rutas del 

país, que lo atraviesa de este a 

oeste, permitiendo la conexión con 

la ciudad de Jartum, que las FAS 

retomaron el año pasado, y con el 

valle del Nilo, una de las áreas de 

mayor producción de alimentos de 

Sudán. 

Por ahora, los paramilitares no 

solo para aumentar su poder de 

fuego en torno a El-Obeid, y 

aislarla, para lo que están 

invirtiendo importantes dotaciones 

de milicianos, vehículos y equipos. 

Por lo que, de conseguir ocuparla y 

mantenerla bajo su control, la 

escalada tomaría proporciones 

desconocidas en los treinta y 

nueve meses que lleva esta guerra. 

 

Drones: la pesadilla recurrente 

 

Desde que ha comenzado el 

cerco de El Obeid, los ataques más 

letales contra la población han 

llegado desde drones, que ya han 

destruido infraestructura básica 

como plantas eléctricas, que 

dejaron fuera de uso servicios 

fundamentales como centros de 

diálisis y urgencias hospitalarias, 

además de fuentes potabilizadoras 

y muchas residencias particulares 

en los márgenes de la ciudad. Solo 

el año pasado, cerca de tres mil 

personas, entre combatientes y 

civiles, murieron en la región de 

Kordofán. Lo que significa un 

incremento en el número de bajas 

civiles cercano al 600 por ciento. 

Solo en muertes relacionadas con 

el uso de drones. 

Más allá del beneficio y golpe 

de efecto que daría a los 

paramilitares la conquista de El 

Obeid, les aportaría una base de 

lanzamiento de drones para 

amenazar directamente a la ciudad 

de Jartum. Por ello, el ejército del 

general al-Burhan, desde finales 

del año pasado, ha priorizado la 

defensa de el-Obeid y la carretera 

este-oeste. 

El FAS también está provisto de 

drones del tipo TB2 de origen turco 

y de los iraníes Mohajer y Ababil, 

con los que, según su vocero 

oficial, en estos últimos días 

aniquiló un batallón de 

paramilitares y cerca de cincuenta 

blindados en Kordofán Occidental, 

lo que ayudó a contener la 

incesante llegada de milicianos 

hacia el-Obeid. 

El martes 23 de junio, el ejército 

sudanés lanzó una operación de 

limpieza de gran escala en el 

distrito de Geissan, en la región del 

Nilo Azul, con la que consiguió la 

captura de una importante posición 

de las FAR, próxima a la frontera 

con Etiopía, tomando también un 

campamento del Movimiento de 

Liberación del Pueblo Sudanés-

Norte (SPLM-N), una milicia 

separatista aliada a los 

paramilitares. 

El gobierno del general al-

Burhan, de hecho considerado el 

presidente del país, ha acusado en 

varias oportunidades a Addis 

Abeba de colaborar con los grupos 

insurgentes que operan en 

cercanías de sus fronteras en la 

región del Nilo Azul. 

La ofensiva de las FAS tiene 

como objetivo frenar los 

movimientos de los rebeldes, que 

tienen el control de varias ciudades 

cercanas a aquella frontera, como 

las de Geissan y Kurmuk desde 

marzo pasado, apenas separadas 

por unos cien kilómetros y a muy 

pocos kilómetros de Etiopía. 

Un colectivo de médicos 

sudaneses dio a conocer que cerca 

de 220 civiles, que se encontraban 

detenidos en la prisión de Daqrees, 

en la ciudad de Nyala, capital de 

Darfur del Sur, murieron en estos 

últimos meses a raíz de torturas y 

la falta de atención médica por la 

propagación de diversas enferme-
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dades. La mayoría, entre mayo y 

junio. 

La denuncia del colectivo 

médico explica que las 

informaciones les son aportadas 

por agentes propios en el terreno, 

agregando que las organizaciones 

humanitarias y sanitarias se ven 

imposibilitadas de acceder a los 

detenidos, debido a las estrictas 

normas de seguridad a las que son 

sometidos. Se conoció además 

que otros treinta detenidos, entre 

ellos varios menores, fueron 

trasladados de “urgencia” desde la 

prisión al Hospital Nyala. Sin que 

se dieran a conocer los motivos ni 

las condiciones en las que se 

encontraban. Otras informaciones 

indican que los trasladados no 

tenían ningún cuadro que 

justificara esa mudanza, y que en 

verdad se desconoce el destino 

final de todos ellos. Además, 

informan que a los detenidos se les 

había extraído sangre de manera 

forzosa para asistir a combatientes 

de las FAR, heridos, en una guerra 

que va más allá del cerco a El 

Obeid. 

 
 
 

Fuente de la Imagen: Gemini AI 
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Por María Esperanza Nguema Oyono (Guinea Ecuatorial) 
 

 
 
Resumen 
 

La cuestión de la democratización de Guinea 
Ecuatorial constituye uno de los debates políticos más 
relevantes de África Central contemporánea. Tras más 
de cuatro décadas de gobierno continuado bajo el 
mismo liderazgo político, diversos sectores nacionales 
e internacionales se preguntan si existen condiciones 
reales para una transición democrática en el país 
durante los próximos años. El presente artículo analiza 
las posibilidades y limitaciones de un eventual proceso 
de democratización en Guinea Ecuatorial, 
examinando factores institucionales, económicos, 
sociales y geopolíticos que influyen sobre la evolución 
del sistema político nacional. Se sostiene que, aunque 
existen obstáculos significativos derivados de la 
concentración del poder político, la debilidad de la 
oposición organizada y la dependencia económica de 
los hidrocarburos, también pueden identificarse 
elementos que podrían favorecer una apertura gradual 
en el mediano plazo. El estudio concluye que una 
transición democrática estable requeriría acuerdos 
amplios entre actores políticos, fortalecimiento 
institucional y una creciente participación de la 
sociedad civil, evitando escenarios de ruptura violenta 
que podrían comprometer la estabilidad nacional. 

 
Palabras clave: Guinea Ecuatorial, democracia, 
transición política, África Central, gobernanza, 
instituciones, desarrollo político. 

 
Introducción 

 
La democratización constituye uno de los procesos 

políticos más complejos que puede experimentar una 
sociedad. A diferencia de las revoluciones o los 
cambios abruptos de régimen, las transiciones 
democráticas suelen desarrollarse a lo largo de 
períodos prolongados en los que interactúan factores 
históricos, institucionales, económicos y culturales. 
Ninguna transición es idéntica a otra, y los resultados 
dependen en gran medida de las características 
específicas de cada país. 

En el caso africano, la cuestión de la democracia 
ha estado profundamente vinculada a la historia 
colonial, a los procesos de construcción estatal 
posteriores a la independencia y a las dinámicas 
geopolíticas internacionales. Desde comienzos de la 
década de 1990, numerosos países africanos iniciaron 
procesos de apertura política que dieron lugar a 
sistemas multipartidistas, elecciones competitivas y 
mayores niveles de participación ciudadana. Sin 
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embargo, la consolidación democrática ha sido 
desigual. Mientras algunos Estados lograron avances 
significativos, otros experimentaron retrocesos, crisis 
institucionales o formas híbridas de gobierno que 
combinan elementos democráticos y autoritarios 
(Diamond, 2008). 

Guinea Ecuatorial ocupa una posición singular 
dentro de este panorama. Desde la llegada al poder 
del presidente Teodoro Obiang Nguema Mbasogo en 
1979, el país ha mantenido una notable continuidad 
política. Durante este período se produjeron 
transformaciones económicas profundas asociadas al 
descubrimiento y explotación de importantes reservas 
de petróleo y gas natural. Sin embargo, diversos 
organismos internacionales continúan señalando 
limitaciones relacionadas con el pluralismo político, la 
libertad de expresión y la competencia electoral 
(Freedom House, 2024). 

La pregunta sobre la posibilidad de una transición 
democrática en Guinea Ecuatorial no es simplemente 
una cuestión académica. Se trata de un debate que 
afecta directamente al futuro político, económico y 
social del país. Comprender las condiciones que 
podrían favorecer o dificultar dicha transición resulta 
esencial para evaluar los escenarios posibles durante 
las próximas décadas. 

 
Democracia y transición política: algunas 
consideraciones teóricas 

 
Antes de analizar específicamente el caso 

ecuatoguineano, resulta necesario aclarar qué se 
entiende por transición democrática. Según O'Donnell 
y Schmitter (1986), una transición política es el período 
que transcurre entre la descomposición de un régimen 
autoritario y la consolidación de un nuevo orden 
político. Este proceso no implica necesariamente el 
establecimiento exitoso de una democracia, ya que 
puede desembocar en diferentes resultados, 
incluyendo nuevas formas de autoritarismo. 

La literatura especializada identifica varios factores 
que suelen influir en los procesos de democratización. 
Entre ellos destacan el desarrollo económico, la 
existencia de una clase media relativamente 
consolidada, la fortaleza de la sociedad civil, la 
capacidad institucional del Estado y las divisiones 
internas dentro de las élites gobernantes (Przeworski, 
1991). 

No obstante, numerosos estudios advierten que no 
existe una fórmula universal. Huntington (1991) señala 
que las transiciones democráticas responden a 
combinaciones específicas de factores internos y 
externos. Algunos países experimentan aperturas 
impulsadas por reformas promovidas desde el propio 
gobierno, mientras que otros atraviesan procesos de 
negociación entre élites políticas o movilizaciones 
sociales más amplias. 

Esta observación resulta especialmente relevante 
para África. Durante décadas, numerosos análisis 
occidentales asumieron que los procesos de 
democratización africanos seguirían trayectorias 
similares a las observadas en Europa o América 

Latina. Sin embargo, la experiencia africana ha 
demostrado que las dinámicas políticas del continente 
responden a contextos históricos particulares y 
requieren interpretaciones más matizadas (Mamdani, 
1996). 

En consecuencia, cualquier evaluación sobre las 
perspectivas democráticas de Guinea Ecuatorial debe 
partir de las realidades específicas del país y evitar 
comparaciones simplistas. 

 
La estructura política actual de Guinea Ecuatorial 

 
Uno de los principales factores que condicionan 

cualquier análisis sobre democratización es la 
estructura del poder político existente. 

Desde 1979, Guinea Ecuatorial ha estado 
gobernada por el presidente Teodoro Obiang Nguema 
Mbasogo, convirtiéndose en uno de los líderes con 
mayor permanencia en el poder a nivel mundial. 
Durante este período, el Partido Democrático de 
Guinea Ecuatorial (PDGE) se consolidó como la 
principal fuerza política del país, articulando una 
amplia red institucional y administrativa. 

Diversos estudios sobre sistemas políticos 
africanos señalan que los regímenes de larga duración 
suelen desarrollar mecanismos de estabilidad 
particularmente robustos. Estos mecanismos incluyen 
redes clientelares, estructuras partidistas 
consolidadas, control de recursos estratégicos y 
vínculos estrechos entre instituciones estatales y élites 
políticas (Bratton & van de Walle, 1997). 

En el caso ecuatoguineano, la estabilidad política 
ha coexistido con niveles limitados de competencia 
electoral efectiva, según informes elaborados por 
organizaciones internacionales especializadas en 
gobernanza democrática (Freedom House, 2024). 

Sin embargo, reducir la realidad política del país a 
una simple dicotomía entre democracia y autoritarismo 
sería una simplificación excesiva. Como ocurre en 
muchos Estados africanos, la estabilidad política 
constituye un valor particularmente importante debido 
al recuerdo histórico de conflictos internos, golpes de 
Estado y crisis de gobernabilidad que han afectado a 
numerosos países de la región. 

Por ello, cualquier proceso de transición 
democrática debería abordar simultáneamente dos 
objetivos que en ocasiones pueden entrar en tensión: 
ampliar la participación política y preservar la 
estabilidad institucional. 

La experiencia de países como Libia, Sudán o la 
República Centroafricana demuestra que la 
desaparición repentina de estructuras políticas 
existentes no garantiza necesariamente resultados 
democráticos. En algunos casos, las transiciones mal 
gestionadas pueden generar vacíos de poder, 
conflictos internos o fragmentación institucional. 

Esta realidad explica por qué numerosos sectores 
de la sociedad ecuatoguineana consideran que 
cualquier proceso de apertura política debe 
desarrollarse de manera gradual y negociada. 
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El factor económico: petróleo, desarrollo y 
democratización 

 
Uno de los aspectos más relevantes para 

comprender la evolución política de Guinea Ecuatorial 
es la importancia de los hidrocarburos dentro de la 
economía nacional. 

Desde mediados de la década de 1990, el 
descubrimiento de importantes reservas petroleras 
transformó profundamente la estructura económica 
del país. En pocos años, Guinea Ecuatorial pasó de 
ser una economía agrícola relativamente modesta a 
convertirse en uno de los principales productores de 
petróleo de África subsahariana. 

La literatura académica ha debatido extensamente 
la relación entre recursos naturales y democracia. 
Algunos autores sostienen que las economías 
altamente dependientes de hidrocarburos presentan 
menores incentivos para desarrollar instituciones 
representativas, debido a que el Estado obtiene 
ingresos significativos sin necesidad de establecer 
sistemas tributarios amplios (Ross, 2012). 

Esta teoría, conocida como la hipótesis del Estado 
rentista, ha sido utilizada para explicar la persistencia 
de sistemas políticos poco competitivos en diversos 
países exportadores de petróleo. 

Sin embargo, la relación entre recursos naturales y 
democracia no es automática. Existen ejemplos de 
países ricos en hidrocarburos que han desarrollado 
instituciones democráticas relativamente sólidas, 
como Noruega o, en contextos diferentes, Botswana 
con respecto a los diamantes. 

La cuestión central no radica exclusivamente en la 
existencia de recursos naturales, sino en la forma en 
que dichos recursos son gestionados 
institucionalmente. 

En el caso ecuatoguineano, la progresiva 
disminución de la producción petrolera observada 
durante los últimos años introduce nuevas variables 
en el análisis político. La necesidad de diversificar la 
economía podría generar incentivos para fortalecer 
instituciones, mejorar la transparencia administrativa y 
promover una mayor participación de actores 
económicos independientes. 

Como señalan Acemoglu y Robinson (2012), las 
transformaciones económicas suelen producir 
cambios en las relaciones de poder dentro de las 
sociedades, creando nuevas demandas de 
representación política y rendición de cuentas. 

La evolución futura de la economía 
ecuatoguineana podría, por tanto, desempeñar un 
papel importante en cualquier eventual proceso de 
democratización. 

 
Sociedad civil, juventud y cambio político 

 
Otro elemento fundamental para evaluar las 

perspectivas democráticas del país es la evolución de 
la sociedad civil. 

Las transiciones políticas sostenibles rara vez 
dependen exclusivamente de decisiones adoptadas 
por las élites gobernantes. En la mayoría de los casos, 

también requieren la existencia de organizaciones 
sociales, profesionales, religiosas y culturales capaces 
de participar activamente en la vida pública. 

Durante las últimas décadas, Guinea Ecuatorial ha 
experimentado importantes cambios demográficos y 
educativos. Las nuevas generaciones poseen niveles 
de acceso a la información significativamente 
superiores a los existentes en décadas anteriores. La 
expansión de internet, las redes sociales y las 
comunicaciones digitales ha transformado 
profundamente las formas de interacción política y 
social. 

Además, una parte creciente de la juventud 
ecuatoguineana ha tenido acceso a estudios 
superiores dentro y fuera del país, generando nuevas 
expectativas relacionadas con empleo, participación 
pública y desarrollo institucional. 

Según Inglehart y Welzel (2005), los procesos de 
modernización educativa suelen estar asociados a la 
aparición de valores que favorecen mayores niveles 
de participación ciudadana y demanda de instituciones 
representativas. 

No obstante, la existencia de estas 
transformaciones sociales no implica necesariamente 
cambios políticos inmediatos. Las expectativas de 
cambio pueden coexistir durante largos períodos con 
estructuras institucionales relativamente estables. 

Por ello, resulta fundamental analizar no solo las 
demandas sociales emergentes, sino también la 
capacidad de las instituciones para adaptarse 
gradualmente a dichas demandas. 

 
Los principales obstáculos para una transición 
democrática 

 
Si bien existen factores que podrían favorecer una 

evolución gradual hacia formas más abiertas de 
participación política, también es necesario reconocer 
la existencia de obstáculos significativos que dificultan 
una transición democrática en el corto plazo. Ignorar 
estos factores conduciría a diagnósticos 
excesivamente optimistas y alejados de la realidad 
política ecuatoguineana. 

Uno de los principales desafíos está relacionado 
con la naturaleza altamente centralizada del sistema 
político nacional. Durante más de cuatro décadas, las 
principales estructuras de decisión política, 
administrativa y económica han estado estrechamente 
vinculadas al aparato estatal y al partido gobernante. 
Como consecuencia, una eventual transición 
democrática no implicaría únicamente la celebración 
de elecciones más competitivas, sino una 
transformación gradual de múltiples instituciones cuya 
lógica de funcionamiento ha sido moldeada durante 
décadas. 

La experiencia comparada demuestra que las 
transiciones exitosas suelen requerir instituciones 
capaces de gestionar conflictos políticos sin recurrir a 
la violencia. En países donde las instituciones son 
percibidas como instrumentos de una sola facción 
política, las reformas pueden generar incertidumbre 
tanto entre quienes desean el cambio como entre 
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quienes temen perder posiciones de poder adquiridas. 
O'Donnell y Schmitter (1986) señalan precisamente 
que uno de los mayores riesgos durante los procesos 
de transición consiste en la incapacidad de construir 
garantías mutuas entre actores políticos rivales. 

Otro obstáculo importante es la relativa debilidad 
organizativa de las fuerzas opositoras. La literatura 
sobre democratización ha mostrado que las 
transiciones suelen desarrollarse con mayor 
probabilidad cuando existen actores alternativos 
suficientemente organizados para participar de 
manera efectiva en la competencia política 
(Przeworski, 1991). En numerosos países africanos, la 
oposición enfrenta dificultades relacionadas con 
recursos limitados, fragmentación interna y escasa 
implantación territorial. 

En el caso de Guinea Ecuatorial, diversos 
movimientos opositores han desarrollado actividad 
política tanto dentro como fuera del país. Sin embargo, 
la fragmentación histórica de estos sectores ha 
dificultado la construcción de plataformas políticas 
amplias capaces de articular consensos nacionales. 
Esta situación genera una paradoja frecuente en 
muchos procesos de democratización: mientras 
algunos ciudadanos desean mayores niveles de 
apertura política, también expresan preocupación 
respecto a la capacidad de las alternativas existentes 
para garantizar estabilidad y gobernabilidad. 

Asimismo, la dependencia económica de los 
hidrocarburos continúa desempeñando un papel 
relevante. Como señala Ross (2012), las economías 
rentistas suelen generar incentivos políticos diferentes 
a los observados en sociedades donde el Estado 
depende principalmente de la tributación de una 
economía diversificada. Cuando una proporción 
importante de los ingresos nacionales proviene de 
recursos naturales, las dinámicas tradicionales de 
negociación entre Estado y sociedad pueden verse 
alteradas, afectando indirectamente los procesos de 
rendición de cuentas y representación política. 

 
El papel de las élites políticas en una eventual 
transición 

 
La historia de las transiciones democráticas 

demuestra que los cambios políticos profundos rara 
vez son producto exclusivo de movilizaciones 
populares o decisiones gubernamentales unilaterales. 
En la mayoría de los casos exitosos, las 
transformaciones se producen mediante procesos 
complejos de negociación entre diferentes sectores de 
las élites políticas. 

Los ejemplos de España después de 1975, Chile 
durante la década de 1980 y Sudáfrica a comienzos 
de los años noventa ilustran cómo sectores 
reformistas dentro de las estructuras de poder pueden 
desempeñar un papel decisivo en la apertura política 
(Huntington, 1991). 

Esta observación resulta particularmente relevante 
para Guinea Ecuatorial. Debido a la consolidación 
histórica del sistema político existente, cualquier 
proceso de transición probablemente requeriría la 

participación activa de actores actualmente integrados 
en las instituciones estatales. Pensar en una 
democratización exclusivamente impulsada desde el 
exterior del sistema político parece poco realista dadas 
las características actuales del país. 

Las élites gobernantes suelen enfrentar un dilema 
complejo durante estos procesos. Por una parte, 
pueden percibir la apertura política como una 
amenaza para sus intereses. Por otra, también 
pueden reconocer que determinadas reformas 
contribuyen a fortalecer la estabilidad institucional y la 
legitimidad del Estado a largo plazo. 

Según Acemoglu y Robinson (2006), las 
transiciones democráticas suelen producirse cuando 
sectores significativos de las élites concluyen que los 
costos de mantener el statu quo superan los riesgos 
asociados a la apertura política. Esto no implica 
necesariamente una conversión ideológica hacia la 
democracia, sino un cálculo estratégico relacionado 
con la preservación de la estabilidad nacional y de 
determinados intereses fundamentales. 

En este sentido, una eventual transición 
ecuatoguineana tendría mayores posibilidades de 
éxito si fuera percibida por los distintos actores 
políticos como un proceso de reforma nacional y no 
como una confrontación existencial entre vencedores 
y vencidos. 

 
Factores geopolíticos y democratización 

 
La dimensión internacional constituye otro 

elemento esencial para comprender las posibilidades 
de cambio político en Guinea Ecuatorial. 

Durante gran parte del período posterior a la 
Guerra Fría, numerosos gobiernos occidentales 
promovieron activamente programas de democra-
tización en África. Sin embargo, las dinámicas 
geopolíticas contemporáneas son considerablemente 
más complejas. La creciente presencia de China, 
Rusia, Turquía y diversas potencias emergentes ha 
reducido la capacidad de influencia exclusiva que 
anteriormente ejercían los países occidentales sobre 
numerosos Estados africanos. 

Además, la competencia internacional por 
recursos energéticos y posiciones estratégicas ha 
incrementado la importancia geopolítica de países 
productores de hidrocarburos, entre ellos Guinea 
Ecuatorial. Como consecuencia, las consideraciones 
relacionadas con estabilidad, seguridad energética y 
cooperación económica suelen coexistir con los 
discursos sobre democracia y derechos humanos. 

Esta realidad genera incentivos contradictorios 
para los actores internacionales. Mientras algunos 
gobiernos y organizaciones continúan promoviendo 
reformas democráticas, otros priorizan objetivos 
estratégicos relacionados con seguridad o acceso a 
recursos naturales. 

Por otra parte, la experiencia africana reciente ha 
generado cierto escepticismo respecto a las 
intervenciones externas orientadas a promover 
cambios políticos rápidos. Los casos de Libia y otros 
escenarios de inestabilidad regional han reforzado la 
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percepción de que la democratización sostenible debe 
construirse principalmente desde el interior de las 
sociedades africanas. 

Desde esta perspectiva, el futuro político de 
Guinea Ecuatorial dependerá mucho más de 
dinámicas nacionales que de presiones 
internacionales. Los actores externos pueden influir 
sobre determinados procesos, pero difícilmente 
podrán sustituir la necesidad de acuerdos políticos 
internos. 
 

 
Presidente Teodoro Obiang Nguema Mbasogo 

 
Escenarios posibles para los próximos años 

 
A la luz de los factores analizados, pueden 

identificarse varios escenarios potenciales para la 
evolución política de Guinea Ecuatorial durante el 
corto y mediano plazo. 

El primer escenario sería la continuidad del modelo 
actual con reformas limitadas. Este escenario supone 
la preservación de las estructuras fundamentales del 
sistema político mientras se introducen ajustes 
graduales destinados a mejorar la eficiencia 
administrativa, fortalecer determinadas instituciones y 
ampliar parcialmente espacios de participación 
política. Desde una perspectiva comparada, este tipo 
de evolución ha sido relativamente frecuente en 
diversos países africanos. 

Un segundo escenario contemplaría una apertura 
política gradual negociada entre distintos actores 
nacionales. Este proceso podría incluir reformas 
electorales, fortalecimiento de instituciones 
representativas, ampliación de libertades públicas y 
mecanismos progresivos de competencia política. La 
ventaja principal de esta opción radicaría en su 
capacidad para combinar estabilidad institucional y 
transformación política. 

Un tercer escenario implicaría cambios más 
abruptos derivados de crisis económicas, conflictos 
internos entre élites o acontecimientos imprevistos. 
Aunque este tipo de procesos han ocurrido en otros 
contextos africanos, su resultado suele ser altamente 
incierto. La evidencia comparada sugiere que las 
transiciones aceleradas pueden generar tanto 
oportunidades democráticas como riesgos 

significativos de inestabilidad (Bratton & van de Walle, 
1997). 

Finalmente, existe la posibilidad de que la 
evolución política futura adopte formas híbridas 
difíciles de clasificar según categorías tradicionales. 
Numerosos sistemas políticos contemporáneos 
combinan elementos de pluralismo limitado con 
mecanismos de control estatal relativamente fuertes. 
La trayectoria específica de Guinea Ecuatorial podría 
situarse en algún punto intermedio entre continuidad y 
transformación. 

 
¿Es posible una transición democrática en el corto 
plazo? 

 
Responder a esta pregunta exige distinguir entre 

posibilidad y probabilidad. 
Desde un punto de vista estrictamente teórico, una 

transición democrática en Guinea Ecuatorial es 
perfectamente posible. No existe ninguna 
característica cultural, histórica o social que haga 
incompatible al país con formas más amplias de 
participación democrática. Las experiencias de otros 
Estados africanos demuestran que sociedades con 
trayectorias históricas diversas han sido capaces de 
desarrollar instituciones representativas bajo 
determinadas condiciones. 

Sin embargo, cuando la pregunta se refiere 
específicamente al corto plazo, el análisis debe ser 
más prudente. 

Los factores estructurales que sostienen el sistema 
político actual continúan siendo significativos. La 
concentración del poder institucional, la debilidad 
relativa de la oposición organizada, la importancia de 
las redes estatales y la ausencia de una crisis política 
inmediata reducen la probabilidad de transforma-
ciones rápidas durante los próximos años. 

No obstante, esto no significa inmovilismo 
absoluto. Las sociedades evolucionan constante-
mente. Los cambios demográficos, educativos, 
tecnológicos y económicos generan nuevas dinámicas 
que pueden modificar progresivamente las relaciones 
entre Estado y ciudadanía. 

Por ello, la cuestión más relevante quizá no sea si 
Guinea Ecuatorial experimentará una transición 
democrática inmediata, sino qué tipo de 
transformaciones graduales podrían sentar las bases 
para una democratización futura más sólida y 
sostenible. 

 
Conclusiones 

 
La posibilidad de una transición democrática en 

Guinea Ecuatorial constituye una cuestión compleja 
que no admite respuestas simples. El análisis 
realizado muestra que el país enfrenta 
simultáneamente factores que favorecen la 
continuidad política y elementos que podrían impulsar 
cambios graduales en el futuro. 

Entre los principales obstáculos destacan la 
centralización institucional, la debilidad organizativa 
de la oposición y la persistencia de estructuras 
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políticas consolidadas durante décadas. Estos 
factores dificultan la probabilidad de una transición 
rápida en el corto plazo. 

Sin embargo, también existen elementos 
potencialmente favorables. La transformación 
generacional de la sociedad, la expansión de la 
educación superior, la creciente conectividad digital y 
la necesidad de diversificar la economía podrían 
contribuir gradualmente a la aparición de nuevas 
demandas de participación política y fortalecimiento 
institucional. 

La experiencia comparada demuestra que las 
democracias más estables suelen surgir mediante 
procesos negociados capaces de combinar reforma 
política y preservación de la estabilidad nacional. En 
consecuencia, cualquier eventual transición 
ecuatoguineana tendría mayores posibilidades de 
éxito si se desarrolla de manera gradual, inclusiva y 
basada en amplios consensos sociales. 

Desde una perspectiva africana, el objetivo 
fundamental no debería limitarse a reproducir modelos 
políticos externos, sino construir instituciones 
legítimas capaces de responder a las necesidades 
específicas de la sociedad ecuatoguineana. La 
democracia no constituye únicamente un mecanismo 
electoral; representa también un proceso continuo de 
participación ciudadana, rendición de cuentas y 
construcción de confianza entre gobernantes y 
gobernados. 

La pregunta, por tanto, no es únicamente si Guinea 
Ecuatorial puede democratizarse, sino cómo hacerlo 
de manera que fortalezca simultáneamente la libertad 
política, la cohesión nacional y el desarrollo 
económico. La respuesta a ese desafío 
probablemente definirá una parte importante del futuro 
del país durante las próximas décadas. 
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Resumen 

 
El Ejército Mexicano constituye una de las 

instituciones más relevantes del Estado mexicano 
contemporáneo. Su participación en tareas de defensa 
nacional, apoyo a la población civil, combate al 
narcotráfico y protección de infraestructuras 
estratégicas ha incrementado significativamente su 
importancia durante las últimas décadas. Sin 
embargo, la creciente centralidad de las Fuerzas 
Armadas en la vida pública ha generado un intenso 
debate sobre sus capacidades reales, sus limitaciones 
estructurales y su papel dentro de la estrategia 
nacional de seguridad. El presente artículo analiza las 
fortalezas y debilidades del Ejército Mexicano desde 
una perspectiva histórica, geopolítica e institucional. 
Se sostiene que la institución posee importantes 
capacidades operativas para enfrentar amenazas 
internas y responder a emergencias nacionales, pero 
también enfrenta limitaciones derivadas de 
restricciones presupuestarias, desafíos tecnológicos y 
una orientación doctrinal históricamente enfocada 
hacia la seguridad interior más que hacia la guerra 
convencional. El análisis se desarrolla considerando el 
contexto estratégico específico de México y la 
evolución reciente de sus problemas de seguridad. 

 
Palabras clave: Ejército Mexicano, seguridad 
nacional, defensa nacional, narcotráfico, Fuerzas 
Armadas, México. 

 

Introducción 
 
Las Fuerzas Armadas constituyen uno de los 

instrumentos fundamentales mediante los cuales los 
Estados protegen su soberanía, garantizan su 
integridad territorial y defienden sus intereses 
estratégicos. Sin embargo, la naturaleza y las 
características de dichas instituciones varían 
considerablemente de acuerdo con las circunstancias 
históricas, geográficas y políticas de cada país. México 
representa un caso particularmente interesante dentro 
de los estudios estratégicos contemporáneos debido a 
la aparente contradicción existente entre su relevancia 
económica y demográfica, por una parte, y la 
dimensión relativamente limitada de sus capacidades 
militares convencionales, por otra. 

Durante gran parte del siglo XX, la política de 
defensa mexicana estuvo marcada por una 
combinación de factores históricos y geopolíticos que 
redujeron los incentivos para desarrollar unas Fuerzas 
Armadas orientadas hacia la proyección internacional 
de poder. La experiencia traumática de la Revolución 
Mexicana, la consolidación de un régimen político que 
privilegiaba la supremacía civil sobre las instituciones 
militares y la cercanía con Estados Unidos 
contribuyeron a la construcción de una cultura 
estratégica caracterizada por una marcada orientación 
defensiva (Aguilar Camín & Meyer, 2010). 

No obstante, la evolución del crimen organizado y 
la expansión de los cárteles del narcotráfico 
modificaron profundamente este escenario. A partir de 
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finales del siglo XX y, especialmente, durante las 
primeras décadas del siglo XXI, el Ejército Mexicano 
fue llamado a desempeñar un papel cada vez más 
activo en la lucha contra amenazas internas. Este 
proceso transformó tanto sus funciones como su 
organización operativa, generando nuevas 
capacidades, pero también nuevas tensiones 
institucionales (Benítez Manaut, 2018). 

El objetivo de este trabajo consiste en examinar las 
principales capacidades y limitaciones del Ejército 
Mexicano en el contexto actual. Más allá de las 
posiciones ideológicas que suelen caracterizar el 
debate público, se busca desarrollar un análisis 
basado en criterios académicos que permita 
comprender las fortalezas reales de la institución y los 
desafíos que enfrenta en un entorno de seguridad 
cada vez más complejo. 

 
La construcción histórica del Ejército Mexicano 
contemporáneo 

 
Para comprender las capacidades actuales del 

Ejército Mexicano resulta indispensable analizar el 
proceso histórico que dio origen a su configuración 
institucional. A diferencia de numerosos ejércitos 
latinoamericanos que adquirieron una considerable 
autonomía política durante el siglo XX, las Fuerzas 
Armadas mexicanas evolucionaron dentro de un 
sistema político que buscó limitar deliberadamente su 
influencia en los asuntos gubernamentales. 

La Revolución Mexicana desempeñó un papel 
decisivo en este proceso. El conflicto revolucionario 
dejó una profunda huella en las élites políticas que 
posteriormente construyeron el régimen 
posrevolucionario. La violencia experimentada 
durante aquella etapa generó una fuerte desconfianza 
hacia cualquier forma de militarismo político y 
contribuyó a consolidar la idea de que las Fuerzas 
Armadas debían permanecer subordinadas al poder 
civil (Knight, 1990). 

Como resultado, el Ejército Mexicano fue 
configurado como una institución profesional cuya 
misión principal consistía en preservar la estabilidad 
interna y garantizar la soberanía nacional. Esta 
orientación permitió evitar los ciclos recurrentes de 
golpes de Estado que caracterizaron a otros países 
latinoamericanos durante buena parte del siglo XX. De 
acuerdo con Aguilar Camín y Meyer (2010), la 
consolidación del régimen político mexicano estuvo 
estrechamente vinculada a la capacidad del Estado 
para integrar a las Fuerzas Armadas dentro de un 
esquema institucional controlado por autoridades 
civiles. 

Esta trayectoria histórica produjo consecuencias 
importantes para la evolución doctrinal de la 
institución. Mientras numerosos ejércitos 
desarrollaban capacidades orientadas hacia conflictos 
convencionales entre Estados, el Ejército Mexicano 
concentró gran parte de sus esfuerzos en funciones 
relacionadas con la estabilidad interna y el control 
territorial. 

 

Capacidad de despliegue territorial y presencia 
nacional 

 
Una de las principales fortalezas del Ejército 

Mexicano radica en su capacidad para mantener 
presencia efectiva en prácticamente todo el territorio 
nacional. México posee una superficie cercana a los 
dos millones de kilómetros cuadrados y presenta una 
extraordinaria diversidad geográfica que incluye 
desiertos, montañas, selvas, planicies y extensas 
zonas costeras. La capacidad de operar en escenarios 
tan diversos constituye uno de los activos más 
importantes de la institución. 

La estructura territorial militar desarrollada por la 
Secretaría de la Defensa Nacional permite mantener 
una presencia relativamente permanente incluso en 
regiones alejadas de los principales centros urbanos. 
Esta capacidad resulta particularmente relevante en 
un contexto donde organizaciones criminales buscan 
frecuentemente establecer zonas de influencia en 
áreas rurales o de difícil acceso (Piñeyro, 2015). 

Desde una perspectiva operativa, el despliegue 
territorial proporciona ventajas significativas para la 
recopilación de información, la respuesta rápida ante 
situaciones de emergencia y la ejecución de 
operaciones de seguridad. Aunque esta capacidad no 
suele recibir la misma atención que los sistemas de 
armas avanzados o las plataformas tecnológicas 
sofisticadas, constituye un elemento esencial para 
comprender la eficacia cotidiana del Ejército 
Mexicano. 

Asimismo, la experiencia acumulada en entornos 
geográficos diversos ha permitido desarrollar una 
notable capacidad de adaptación táctica. Las 
unidades militares mexicanas están habituadas a 
operar en condiciones climáticas y topográficas 
extremadamente variadas, una característica que 
incrementa su flexibilidad operativa y su capacidad de 
respuesta ante distintos tipos de amenazas. 

 
El Plan DN-III-E y la legitimidad social de las 
Fuerzas Armadas 

 
Otra de las capacidades distintivas del Ejército 

Mexicano es su experiencia en operaciones de apoyo 
a la población civil. El Plan DN-III-E, implementado 
formalmente desde la década de 1960, constituye uno 
de los instrumentos más importantes de respuesta 
institucional ante desastres naturales y emergencias 
de gran magnitud. 

México es un país particularmente vulnerable a 
terremotos, huracanes, inundaciones y erupciones 
volcánicas. Como consecuencia, las Fuerzas 
Armadas han desarrollado procedimientos especiali-
zados para proporcionar asistencia humanitaria, 
distribuir suministros, establecer refugios temporales y 
colaborar en tareas de reconstrucción. Diversos 
estudios han señalado que estas actividades han 
contribuido significativamente a fortalecer la 
legitimidad social de la institución (Moloeznik, 2019). 

La importancia estratégica de esta función suele 
ser subestimada en numerosos análisis militares. Sin 
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embargo, la capacidad de responder eficazmente ante 
desastres naturales constituye un componente 
fundamental de la seguridad nacional contemporánea. 
En sociedades altamente vulnerables a fenómenos 
naturales extremos, la capacidad logística y 
organizativa necesaria para enfrentar estas 
situaciones puede resultar tan relevante como 
determinadas capacidades estrictamente militares. 

Además, el prestigio social derivado de estas 
operaciones ha permitido que las Fuerzas Armadas 
mantengan niveles de confianza superiores a los 
observados en otras instituciones públicas mexicanas. 
Este factor constituye un recurso político e institucional 
de considerable importancia para el Estado mexicano. 

 
Experiencia operativa frente a amenazas híbridas 

 
Quizás la capacidad más singular desarrollada por 

el Ejército Mexicano durante las últimas décadas sea 
su experiencia en el combate contra organizaciones 
criminales complejas. El crecimiento del narcotráfico y 
la consolidación de estructuras criminales trans-
nacionales obligaron a las Fuerzas Armadas a operar 
en escenarios que combinan elementos propios de la 
delincuencia organizada, la insurgencia y los conflictos 
de baja intensidad. 

De acuerdo con Astorga (2015), los principales 
cárteles mexicanos evolucionaron progresivamente 
hacia estructuras capaces de desafiar la autoridad 
estatal en determinadas regiones del país. Esta 
situación exigió el desarrollo de capacidades de 
inteligencia, movilidad y coordinación interinstitucional 
que no forman parte de las funciones tradicionales de 
muchos ejércitos convencionales. 

La experiencia acumulada en este tipo de 
operaciones ha convertido al Ejército Mexicano en una 
de las fuerzas militares con mayor conocimiento 
práctico sobre amenazas híbridas dentro del 
continente americano. Las operaciones contra 
organizaciones criminales requieren una combinación 
compleja de inteligencia humana, análisis de 
información, operaciones especiales y coordinación 
con autoridades civiles. El dominio de estas 
competencias constituye una fortaleza significativa 
dentro del contexto actual de seguridad. 

No obstante, como se analizará en la siguiente 
parte de este trabajo, la especialización en amenazas 
internas también ha generado limitaciones 
importantes que afectan la evolución doctrinal y 
tecnológica de la institución. 

 
Limitaciones presupuestarias y restricciones para 
la modernización 

 
A pesar de las capacidades operativas analizadas 

en la primera parte de este trabajo, el Ejército 
Mexicano enfrenta limitaciones estructurales que 
condicionan significativamente su desarrollo futuro. 
Una de las más importantes es la relativa escasez de 
recursos destinados históricamente al sector defensa. 
A diferencia de otros Estados que consideran el 
fortalecimiento militar una prioridad estratégica 

permanente, México ha privilegiado tradicionalmente 
la inversión en áreas como infraestructura, desarrollo 
social, educación y salud pública. Esta decisión 
responde a factores históricos comprensibles, pero 
también ha generado efectos acumulativos sobre las 
capacidades militares nacionales. 

De acuerdo con los datos recopilados por el 
Stockholm International Peace Research Institute 
(SIPRI, 2024), el gasto militar mexicano representa 
una proporción relativamente reducida de su producto 
interno bruto cuando se compara con países que 
enfrentan amenazas convencionales más intensas. 
Aunque esta situación no impide el funcionamiento 
cotidiano de las Fuerzas Armadas, sí limita la 
velocidad con la que pueden incorporarse nuevas 
tecnologías, modernizarse sistemas de armas o 
desarrollarse capacidades estratégicas avanzadas. 

El problema adquiere mayor relevancia cuando se 
considera la acelerada transformación tecnológica de 
los conflictos contemporáneos. Durante las últimas 
décadas, los avances en inteligencia artificial, 
sistemas no tripulados, guerra electrónica, vigilancia 
satelital y ciberseguridad han modificado 
profundamente la naturaleza de la actividad militar. 
Los Estados que desean mantener capacidades 
competitivas deben realizar inversiones constantes 
para evitar la obsolescencia de sus equipos y 
doctrinas. En este contexto, las limitaciones 
presupuestarias pueden traducirse gradualmente en 
brechas tecnológicas difíciles de corregir. 

La situación mexicana presenta una paradoja 
interesante. El país posee una economía 
suficientemente grande como para sostener mayores 
niveles de inversión militar si así lo decidiera 
políticamente. Sin embargo, las prioridades históricas 
de desarrollo han favorecido otros sectores 
considerados más urgentes para el bienestar de la 
población. Desde una perspectiva social, esta elección 
resulta comprensible; desde una perspectiva 
estratégica, implica aceptar ciertas limitaciones en 
materia de defensa nacional. 

 
Dependencia tecnológica y equipamiento militar 

 
Otra limitación importante deriva de la 

dependencia tecnológica respecto de proveedores 
extranjeros. Como ocurre en gran parte de América 
Latina, México no dispone de una industria militar 
capaz de producir de manera autónoma la totalidad de 
los sistemas complejos requeridos por unas Fuerzas 
Armadas modernas. Aunque existen capacidades 
nacionales relevantes en materia de mantenimiento, 
ensamblaje y fabricación de determinados equipos, 
muchos de los sistemas más sofisticados continúan 
dependiendo de tecnología desarrollada en otros 
países. 

Esta situación no constituye una debilidad 
exclusiva de México. Incluso numerosos Estados 
industrializados mantienen grados importantes de 
dependencia tecnológica en determinados sectores 
estratégicos. Sin embargo, la cuestión adquiere 
especial relevancia cuando se analizan escenarios de 
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crisis internacionales o interrupciones prolongadas en 
las cadenas de suministro. La capacidad para producir 
o mantener sistemas críticos dentro del propio 
territorio nacional puede convertirse en un factor 
decisivo para la autonomía estratégica de un país 
(Tellis, 2011). 

En el caso mexicano, la dependencia tecnológica 
se observa particularmente en ámbitos relacionados 
con la aviación militar, los sistemas de vigilancia 
avanzada, determinados equipos de comunicaciones 
y diversas plataformas especializadas. Aunque las 
relaciones relativamente estables con los principales 
proveedores reducen los riesgos inmediatos 
asociados a esta situación, la cuestión continúa 
representando una limitación estructural para el 
desarrollo de capacidades plenamente autónomas. 

La experiencia internacional demuestra que la 
construcción de una base industrial de defensa 
requiere décadas de inversión sostenida, 
transferencia tecnológica y coordinación entre 
instituciones públicas, universidades y empresas 
privadas. México dispone de algunos de los recursos 
humanos y económicos necesarios para avanzar en 
esta dirección, pero la magnitud del desafío sigue 
siendo considerable. 

 
La especialización en seguridad interior y sus 
consecuencias doctrinales 

 
Uno de los debates más relevantes dentro de los 

estudios estratégicos mexicanos se refiere al impacto 
que ha tenido la participación prolongada de las 
Fuerzas Armadas en tareas de seguridad pública. 
Desde comienzos del siglo XXI, el Ejército Mexicano 
ha asumido responsabilidades crecientes en el 
combate contra organizaciones criminales, una 
situación que ha generado importantes 
transformaciones doctrinales e institucionales. 

Por una parte, esta experiencia ha permitido 
desarrollar capacidades operativas extraordina-
riamente valiosas. Las unidades militares mexicanas 
poseen un conocimiento profundo sobre inteligencia 
táctica, operaciones especiales, control territorial y 
enfrentamiento contra amenazas híbridas. Estas 
competencias resultan altamente relevantes dentro 
del contexto contemporáneo de seguridad (Benítez 
Manaut, 2018). 

Sin embargo, diversos especialistas han advertido 
que una concentración excesiva en misiones de 
seguridad interior puede producir efectos secundarios 
no deseados. Entre ellos destaca la posibilidad de que 
determinadas capacidades relacionadas con la 
defensa convencional reciban menos atención de la 
necesaria. Los recursos humanos, materiales y 
presupuestarios son limitados; en consecuencia, toda 
organización debe establecer prioridades. Cuando 
una parte considerable de los esfuerzos institucionales 
se destina a enfrentar amenazas internas, otras áreas 
pueden experimentar un desarrollo más lento. 

Piñeyro (2015) señala que esta situación ha 
generado debates recurrentes acerca de la misión 
principal que deben desempeñar las Fuerzas Armadas 

mexicanas. Mientras algunos sectores consideran 
indispensable mantener su participación activa en la 
lucha contra el crimen organizado, otros argumentan 
que dicha función debería recaer progresivamente en 
instituciones policiales civiles mejor preparadas para 
actuar dentro del marco de la seguridad pública. 

La cuestión resulta particularmente compleja 
porque las organizaciones criminales mexicanas 
poseen niveles de violencia y capacidad operativa que 
superan ampliamente los observados en muchas 
regiones del mundo. Esta realidad dificulta la 
aplicación de modelos institucionales desarrollados en 
contextos diferentes y obliga a considerar 
cuidadosamente las particularidades del caso 
mexicano. 
 

 
Elementos de Fuerzas Especiales del Ejército Mexicano 

 
Capacidades limitadas de proyección estratégica 

 
Otro aspecto que merece atención es la limitada 

capacidad de proyección estratégica que caracteriza a 
las Fuerzas Armadas mexicanas. A diferencia de las 
grandes potencias militares contemporáneas, México 
no ha desarrollado instrumentos concebidos para 
sostener operaciones prolongadas a grandes 
distancias de su territorio nacional. Esta situación no 
responde necesariamente a una deficiencia 
institucional, sino a la naturaleza específica de los 
objetivos estratégicos definidos históricamente por el 
Estado mexicano. 

La política exterior mexicana se ha basado 
tradicionalmente en principios de no intervención, 
solución pacífica de controversias y respeto a la 
soberanía de los Estados (Ojeda, 1986). Como 
consecuencia, las necesidades asociadas a la 
proyección militar internacional han sido 
considerablemente menores que las observadas en 
países que participan regularmente en alianzas 
militares o intervenciones extranjeras. 

No obstante, la creciente interdependencia global 
plantea nuevos desafíos. Problemas como la 
protección de rutas comerciales, la seguridad 
marítima, las amenazas cibernéticas y la cooperación 
internacional frente al crimen transnacional exigen 
capacidades que trascienden las fronteras nacionales. 
Aunque México ha avanzado en diversos mecanismos 
de cooperación regional e internacional, todavía 
enfrenta limitaciones importantes en materia de 
proyección estratégica. 
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Esta situación se refleja especialmente en 
determinados componentes de la Fuerza Aérea 
Mexicana y de la Armada de México, cuyas 
capacidades, aunque adecuadas para muchas de sus 
funciones actuales, resultan modestas cuando se 
comparan con las de Estados que poseen ambiciones 
geopolíticas más amplias. La comparación no debe 
interpretarse como una crítica automática, sino como 
una constatación de las diferencias existentes entre 
modelos estratégicos distintos. 

 
El desafío de la legitimidad democrática 

 
Más allá de los aspectos estrictamente militares, el 

crecimiento del papel desempeñado por las Fuerzas 
Armadas en la vida pública mexicana ha generado 
interrogantes relacionados con la gobernanza 
democrática. La ampliación de sus responsabilidades 
hacia áreas como la construcción de infraestructura, la 
administración de determinados servicios públicos y la 
participación en proyectos de desarrollo nacional ha 
incrementado significativamente su visibilidad 
institucional. 

Diversos autores han señalado que este fenómeno 
presenta tanto ventajas como riesgos. Por una parte, 
la elevada confianza social que mantienen las Fuerzas 
Armadas puede contribuir a mejorar la ejecución de 
proyectos considerados prioritarios para el Estado. 
Por otra, una expansión excesiva de funciones podría 
generar tensiones con los principios tradicionales de 
subordinación militar al poder civil (Moloeznik, 2019). 

Desde una perspectiva democrática, el desafío 
consiste en encontrar un equilibrio que permita 
aprovechar las capacidades organizativas de las 
Fuerzas Armadas sin debilitar el papel de las 
instituciones civiles. La experiencia latinoamericana 
demuestra que la estabilidad política depende en gran 
medida de la existencia de límites claramente 
definidos entre las funciones militares y las 
responsabilidades gubernamentales. 

En el caso mexicano, la fortaleza institucional 
acumulada durante décadas constituye una ventaja 
importante para enfrentar este desafío. Sin embargo, 
el debate continúa abierto y probablemente seguirá 
ocupando un lugar central dentro de las discusiones 
sobre seguridad y defensa durante los próximos años. 

 
El entorno geopolítico de México y sus 
implicaciones para la defensa nacional 

 
Cualquier evaluación seria sobre las capacidades 

y limitaciones del Ejército Mexicano debe considerar el 
entorno geopolítico en el que se desenvuelve el país. 
Las Fuerzas Armadas no existen en el vacío; sus 
dimensiones, doctrinas y prioridades son el resultado 
de las amenazas percibidas, las oportunidades 
estratégicas disponibles y los condicionantes 
históricos que enfrenta cada Estado. En este sentido, 
México constituye un caso singular dentro del sistema 
internacional contemporáneo. 

La característica geopolítica más importante de 
México es, sin duda, su vecindad con Estados Unidos. 

Desde mediados del siglo XIX, la relación bilateral ha 
condicionado profundamente la evolución política, 
económica y estratégica del país. La enorme asimetría 
de poder existente entre ambas naciones ha influido 
decisivamente en la configuración de la política de 
defensa mexicana. A diferencia de otros Estados que 
enfrentan rivales regionales comparables, México 
comparte una frontera de más de tres mil kilómetros 
con la principal potencia militar del planeta (Meyer & 
Vázquez, 2001). 

Esta realidad ha generado consecuencias 
paradójicas. Por una parte, la cercanía con Estados 
Unidos implica una vulnerabilidad estructural frente a 
una potencia incomparablemente superior en términos 
militares. Por otra, la propia hegemonía estadouni-
dense ha contribuido a reducir significativamente la 
probabilidad de amenazas militares convencionales 
provenientes de otros actores regionales. En términos 
prácticos, México opera dentro de una de las regiones 
geopolíticamente más estables del mundo en lo que 
respecta a conflictos interestatales. 

Como consecuencia, las élites mexicanas 
históricamente han tenido pocos incentivos para 
desarrollar capacidades militares orientadas a 
enfrentar guerras convencionales de gran escala. 
Desde una perspectiva estrictamente racional, invertir 
enormes cantidades de recursos para construir 
fuerzas capaces de contrarrestar a Estados Unidos 
resultaría inviable, mientras que la ausencia de 
amenazas significativas provenientes de 
Centroamérica o el Caribe reduce la necesidad de 
mantener grandes estructuras militares convencio-
nales (Kennedy, 1987). 

Esta situación explica, en buena medida, por qué 
México ha privilegiado históricamente otros 
instrumentos de poder nacional. La diplomacia, la 
integración económica, la cooperación internacional y 
la estabilidad interna han sido consideradas 
herramientas más eficaces para proteger los intereses 
nacionales que la expansión militar. En consecuencia, 
las Fuerzas Armadas mexicanas evolucionaron dentro 
de un marco estratégico diferente al observado en 
muchas otras potencias regionales. 

 
El narcotráfico como desafío estratégico nacional 

 
Si durante buena parte del siglo XX las amenazas 

externas ocuparon un lugar secundario dentro de las 
preocupaciones de seguridad nacional, el crecimiento 
del narcotráfico modificó profundamente esta 
situación. La expansión de las organizaciones 
criminales transnacionales transformó progresiva-
mente el principal desafío estratégico enfrentado por 
el Estado mexicano. A diferencia de una amenaza 
convencional proveniente del exterior, el narcotráfico 
combina dimensiones económicas, sociales, políticas 
y militares que dificultan enormemente su contención. 

Los principales cárteles mexicanos no son simples 
organizaciones dedicadas al tráfico de drogas. En 
numerosos casos han desarrollado estructuras 
complejas que incluyen redes financieras, sistemas de 
inteligencia, mecanismos de corrupción institucional y 
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capacidades armadas significativas. Algunos grupos 
criminales han llegado incluso a desafiar directamente 
la autoridad estatal en determinadas regiones del país, 
generando escenarios que diversos especialistas 
describen como formas de violencia híbrida (Astorga, 
2015). 

Esta realidad ha condicionado profundamente la 
evolución reciente del Ejército Mexicano. La institución 
ha debido adaptar gran parte de su estructura 
operativa para enfrentar amenazas que no encajan 
dentro de las categorías tradicionales de guerra o 
delincuencia común. Como resultado, ha desarrollado 
capacidades notables en materia de inteligencia 
táctica, operaciones especiales, vigilancia territorial y 
coordinación interinstitucional. 

Sin embargo, esta misma especialización plantea 
interrogantes acerca del equilibrio futuro entre las 
funciones de defensa nacional y las responsabilidades 
de seguridad pública. La experiencia internacional 
muestra que la utilización prolongada de fuerzas 
militares en tareas policiales puede generar desafíos 
doctrinales, operativos y políticos complejos. Aunque 
las circunstancias mexicanas poseen características 
específicas que dificultan comparaciones simplistas, el 
debate sobre la distribución adecuada de 
responsabilidades entre instituciones militares y civiles 
seguirá siendo uno de los principales temas de 
discusión durante las próximas décadas (Benítez 
Manaut, 2018). 

Desde la perspectiva de María José Hernández 
García, cuya formación sociológica orienta gran parte 
de su análisis hacia los impactos sociales de los 
fenómenos de violencia organizada, resulta 
particularmente importante destacar que ninguna 
estrategia basada exclusivamente en el uso de la 
fuerza puede resolver por sí sola los problemas 
asociados al narcotráfico. Las capacidades militares 
constituyen una herramienta necesaria para enfrentar 
organizaciones criminales altamente violentas, pero la 
reducción sostenible de estos fenómenos requiere 
también políticas orientadas a disminuir la 
desigualdad, fortalecer el Estado de derecho, combatir 
la corrupción y ampliar las oportunidades de desarrollo 
para sectores vulnerables de la población (Flores 
Pérez, 2013). 

 
Modernización y desafíos futuros 

 
El futuro del Ejército Mexicano dependerá en gran 

medida de su capacidad para adaptarse a un entorno 
estratégico en constante transformación. Las 
amenazas que enfrentan actualmente los Estados son 
considerablemente más complejas que las 
observadas durante buena parte del siglo XX. La 
creciente relevancia de la ciberseguridad, la guerra de 
información, los sistemas autónomos y las tecnologías 
espaciales está modificando profundamente la 
naturaleza de los conflictos contemporáneos. 

México no se encuentra aislado de estas 
tendencias. Aunque las amenazas tradicionales 
asociadas a conflictos interestatales continúan siendo 
relativamente limitadas, el país enfrenta desafíos 

crecientes relacionados con la protección de 
infraestructuras críticas, la seguridad de redes 
digitales, la vigilancia de espacios marítimos y la 
prevención de actividades ilícitas transnacionales. 
Estos problemas exigen capacidades tecnológicas 
avanzadas y una creciente profesionalización de los 
recursos humanos dedicados a la defensa nacional. 

En este contexto, la modernización futura de las 
Fuerzas Armadas mexicanas probablemente 
dependerá menos del aumento masivo de efectivos y 
más de la incorporación de nuevas tecnologías. La 
experiencia reciente demuestra que la superioridad 
militar contemporánea depende cada vez más de la 
capacidad para procesar información, coordinar 
sistemas complejos y operar en múltiples dominios 
simultáneamente. La adquisición de plataformas 
avanzadas, el fortalecimiento de la inteligencia militar 
y la inversión en capacidades cibernéticas serán 
factores determinantes para la evolución futura de la 
institución (Tellis, 2011). 

No obstante, cualquier proceso de modernización 
enfrentará restricciones presupuestarias y políticas. 
México continúa enfrentando importantes desafíos 
sociales relacionados con pobreza, desigualdad, 
inseguridad y desarrollo regional. Estas necesidades 
compiten directamente por recursos públicos 
limitados, obligando a los responsables políticos a 
establecer prioridades difíciles. Como consecuencia, 
resulta improbable que el país adopte en el corto plazo 
modelos de gasto militar comparables a los 
observados en potencias regionales de otras partes 
del mundo. 

 
Discusión 

 
El análisis desarrollado a lo largo de este trabajo 

permite cuestionar algunas percepciones simpli-
ficadas que suelen aparecer en los debates públicos 
sobre las Fuerzas Armadas mexicanas. Con 
frecuencia, las capacidades militares son evaluadas 
exclusivamente mediante indicadores cuantitativos 
como el número de efectivos, el volumen del gasto en 
defensa o la cantidad de sistemas de armas 
disponibles. Aunque estos elementos son importantes, 
ofrecen una visión incompleta de la realidad. 

La experiencia mexicana demuestra que la eficacia 
militar depende también de factores institucionales, 
históricos y operativos. El Ejército Mexicano posee 
capacidades que difícilmente pueden medirse 
únicamente mediante estadísticas convencionales. Su 
experiencia acumulada en operaciones contra 
organizaciones criminales complejas, su capacidad 
para desplegarse en territorios extensos y diversos, y 
su papel en la atención de emergencias nacionales 
constituyen fortalezas que no siempre aparecen 
reflejadas en las comparaciones internacionales 
tradicionales. 

Al mismo tiempo, sería un error ignorar las 
limitaciones existentes. La dependencia tecnológica, 
las restricciones presupuestarias, la limitada 
capacidad de proyección estratégica y los desafíos 
asociados a la prolongada participación en tareas de 
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seguridad pública representan problemas reales que 
afectan el desarrollo institucional de las Fuerzas 
Armadas. Reconocer estas limitaciones no implica 
cuestionar el profesionalismo de sus integrantes, sino 
identificar áreas susceptibles de fortalecimiento futuro. 

Desde una perspectiva sociológica, también 
resulta importante comprender que las capacidades 
militares forman parte de un sistema más amplio de 
relaciones sociales e institucionales. La seguridad 
nacional no depende exclusivamente de la fortaleza 
de las Fuerzas Armadas, sino también de la calidad de 
las instituciones civiles, la legitimidad del Estado y la 
cohesión social. En el caso mexicano, problemas 
como la corrupción, la impunidad y la desigualdad 
continúan influyendo significativamente sobre el 
entorno de seguridad. Ninguna institución militar, por 
eficiente que sea, puede compensar por sí sola las 
deficiencias existentes en otros ámbitos del aparato 
estatal (Flores Pérez, 2013). 

 
Conclusiones 

 
El Ejército Mexicano constituye una institución 

fundamental para la estabilidad y la seguridad 
nacional del país. A lo largo de su historia ha 
desarrollado capacidades significativas que le 
permiten operar eficazmente en escenarios 
complejos, responder a emergencias nacionales y 
enfrentar amenazas internas de elevada intensidad. 
Su presencia territorial, experiencia operativa, 
capacidad logística y legitimidad social representan 
fortalezas importantes dentro del contexto 
latinoamericano. 

Sin embargo, estas capacidades coexisten con 
limitaciones estructurales que condicionan su 
evolución futura. Las restricciones presupuestarias, la 

dependencia tecnológica respecto de proveedores 
extranjeros, la limitada capacidad de proyección 
estratégica y los desafíos doctrinales derivados de la 
lucha contra el narcotráfico constituyen obstáculos 
relevantes para el fortalecimiento institucional. Estas 
limitaciones no son producto de deficiencias 
individuales o profesionales, sino consecuencia de 
decisiones históricas, geopolíticas y políticas que han 
moldeado el desarrollo de la defensa nacional 
mexicana durante más de un siglo. 

La singularidad del caso mexicano radica en que 
sus Fuerzas Armadas fueron diseñadas para 
responder a necesidades distintas de aquellas que 
enfrentan muchas otras potencias regionales. 
Mientras numerosos países organizan su defensa 
alrededor de amenazas externas convencionales, 
México ha debido concentrar una parte importante de 
sus recursos en desafíos internos asociados al crimen 
organizado y la seguridad pública. Esta circunstancia 
explica gran parte de las características actuales del 
Ejército Mexicano. 

Finalmente, el futuro de la institución dependerá de 
su capacidad para adaptarse a un entorno estratégico 
cambiante sin perder de vista las necesidades 
específicas de la sociedad mexicana. La 
modernización tecnológica, el fortalecimiento de 
capacidades especializadas y la preservación del 
equilibrio entre funciones militares y responsabilidades 
civiles constituirán elementos esenciales para 
garantizar que las Fuerzas Armadas continúen 
desempeñando un papel eficaz dentro de un marco 
democrático. En última instancia, la fortaleza del 
Ejército Mexicano estará inseparablemente vinculada 
a la fortaleza del Estado mexicano y a la capacidad de 
la sociedad para enfrentar colectivamente los desafíos 
que condicionan su desarrollo. 

 
 
Fuente de la Imagen: Gemini AI 
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Durante la noche del domingo 
28 de junio, Pakistán realizó 
nuevas operaciones aéreas sobre 
posiciones, supuestamente, 
terroristas ubicadas en las 
provincias afganas de Paktia, 
Paktika y Kunar, seguidas de 
acciones terrestres en las que 
murieron al menos 29 milicianos, 
dejando además cerca de 200 
heridos. En los reportes oficiales no 
se mencionan bajas civiles, aunque 
algunas fuentes sin confirmar 
señalan que los menores muertos 
en estos últimos ataques llegarían 
a los 115. 

El ministro de Información de 
Pakistán, Attaullah Tarar, declaró 
que los ataques fueron en 
respuesta a las múltiples acciones 
que el grupo terrorista Tehrik-e 
Taliban Pakistan (TTP), realiza en 
su territorio, que una vez 
concretadas, como ya hemos visto 
en muchísimas oportunidades, 
retornan a territorio afgano, el que 
utilizan como santuario, donde 
además tiene campamento, 
hospitales, centros de 
entrenamiento, lo que es tolerado 
por el gobierno de los ayatolás, y 
que, según la inteligencia 
pakistaní, la Dirección de 

Inteligencia Inter-Services (ISI), 
recibe amplio financiamiento de 
India, al igual que los grupos 
separatistas de Baluchistán. Este 
grupo es denominado oficialmente 
Fitna al-Khwarij (revolución, guerra 
civil o golpe de Estado) por 
Islamabad 

Los chispazos entre ambas 
naciones, que han tenido 
relaciones cordiales en diferentes 
momentos de su larga historia en 
común, se comenzaron a producir 
tras la entrada victoriosa del talibán 
a Kabul en agosto del 2021. Desde 
entonces han sido numerosísimos 
los roces fronterizos; incluso el año 
pasado la fuerza aérea pakistaní 
llegó a bombardear Kabul y otras 
ciudades lejanas de la frontera en 
octubre del año pasado. 

La crisis, desde aquel 
momento, continuó escalando 
hasta que el pasado 21 de febrero, 
el gobierno del primer ministro 
Shehbaz Sharif resuelve la 
Operación Ghazab Lil-Haq (Furia 
por la justicia). Esta es la ofensiva 
militar de gran escala que Pakistán 
lanza contra Afganistán en 
respuesta a la creciente ola 
terrorista transfronteriza. Tras lo 
que Islamabad anunció una “guerra 

abierta” contra posiciones del TTP, 
incluyendo objetivos de las fuerzas 
armadas de Afganistán, frente a la 
sospecha de su involucramiento 
con los terroristas, de lo que 
incluso India tendría parte. Lo que 
Nueva Delhi ha negado en cada 
oportunidad, obviamente. Ver: 
India, un largo puente hacia Kabul. 

Aquella “Guerra Abierta” 
literalmente fue ahogada por la que 
Estados Unidos e Israel iniciaron 
contra Irán una semana después. 
Ver: La guerra por goteo en la línea 
Durand. 

Gracias a la intervención de 
Qatar y Turquía, se alcanzó un alto 
el fuego que, con sus matices, 
perduró hasta la noche del 
domingo 28 de junio, cuando 
Pakistán decidió romperlo, 
abriendo, según se desprende del 
comunicado de la cancillería 
afgana, donde dice que: “A su 
debido tiempo habrá represalias”. 
Por lo que se reiniciarán 
hostilidades entre Kabul e 
Islamabad más temprano que 
tarde. 

Si bien a pesar de que la 
mañana del lunes amaneció en 
calma a lo largo de los 2.600 
kilómetros de la Línea Durand, 
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como se conoce la frontera entre 
ambas naciones, las fuerzas de 
seguridad de los dos países se 
encuentran en estado de máxima 
alerta. 

Tanto Afganistán como 
Pakistán ya han convocado a sus 
respectivos diplomáticos para 
iniciar las protestas de estilo; es 
poco probable que se alcance un 
nuevo “acuerdo” sin que los 
afganos se cobren la cuota de 
sangre correspondiente. 

Es cierto que, a medida que se 
apaciguaron las aguas tras el alto 
el fuego de la “Guerra Abierta”, la 
violencia terrorista que proviene de 
las montañas de Khyber 
Pakhtunkhwa se ha filtrado 
nuevamente hacia el interior del 
país. Y prueba de ello es el ataque 
del 27 de junio contra el cuartel 
provincial de la fuerza paramilitar 
Sindh Rangers en la ciudad de 
Karachi, la más poblada del país, 
capital de la provincia sureña de 
Sindh, principal puerto y que 
cuenta con el honor de haber sido 
la primera capital de la nación tras 
la partición de India en 1947. 

Allí, un militante shahid (mártir) 
estrelló el vehículo que conducía 
cargado de explosivos contra el 
acceso principal del complejo 
paramilitar, lo que se continuó con 
intenso tiroteo, tras haberse abierto 
una brecha por donde pretendieron 
filtrarse, hacia el interior de la base, 
un grupo de hombres armados con 
fusiles automáticos y granadas, 
desencadenando un intenso 
enfrentamiento que se prolongó al 
menos por una hora y media, 
dejando tres Rangers muertos, 
múltiples heridos y la muerte de la 
mayoría de los atacantes, mientras 
uno de los militantes fue detenido 
con vida, el que aparentemente 
sería de nacionalidad afgana. Una 
táctica clásica del Tehrik-e Taliban 
Pakistan, aunque se conoció más 
tarde que el ataque fue 
reivindicado por el grupo Jamaat-
ul-Ahrar (La asamblea de los 
Libres). Cuyo principal líder fue 
neutralizado al día siguiente en una 

operación del Ejército en la 
provincia de Khyber Pakhtunkhwa. 

Este grupo escindido en 2014 
del TTP, y que, a pesar de que 
habría realizado bay'at (juramento 
de lealtad) al Daesh, el grupo 
fundado por Abu Bakr al-Baghdadi 
en 2014, nunca habría reconocido 
como filial, quizás por colisionar 
con la franquicia estrella del Estado 
Islámico en la región, el Daesh-
Khorasan, enemigo jurado, por lo 
menos en la superficie, de los 
talibanes y todo lo que tenga que 
ver con ellos, incluido, obviamente, 
al-Qaeda. 

Más allá de su efectividad, el 
ataque tiene una fuerte carga 
simbólica, ya que Karachi, además 
de ser la capital financiera del país, 
es la más poblada del país con más 
de 20 millones de personas. Que 
se encontraba fuera del mayor eje 
de violencia del país, que se 
concentraba en las regiones 
tribales del noroeste. 
 
Tensiones internas entre los 
mullahs 
 

Tras la retirada norteamericana 
después de 20 años de ocupación 
que dejaron cerca de un millón de 
muertos, todos afganos, 
obviamente, el país entró en un 
casi desconocido estado de 
equilibrio más allá de algunos 
ataques y atentados del Daesh-
Khorasan, y las protestas de 
campesinos por la fatwa (dictamen) 
del 2022, con la que el mullah 
Haibatullah Akhundzada, el emir 
del Talibán y la máxima autoridad 
política y espiritual del país, 
prohibió el cultivo de adormidera, la 
producción, comercialización e 
incluso consumo del opio y sus 
derivados, bajo pena de latigazos y 
largas condenas de prisión, por lo 
que al año siguiente la producción 
bajó en un 95 por ciento. Pese a 
que por décadas fue la mayor 
fuente de ingreso del país y la que 
financió, casi con exclusividad, la 
guerra contra el invasor 
norteamericano. 

Esta prohibición generó un 
estancamiento económico, el 
incremento en las tasas de 
pobreza, afectando la atención 
médica, la que con el cese de la 
ayuda internacional se deterioró, 
dejando marcas cada vez más 
profundas en la salud de los 37 
millones de afganos. Mientras las 
inversiones, particularmente de 
China, han comenzado a llegar a 
cuentagotas. 

Esta realidad será muy difícil de 
modificar, ya que Afganistán ha 
quedado marcada como ninguna 
otra nación, a excepción de Irán, 
con el estigma de patrocinadores 
del terrorismo, mientras que los 
verdaderos financistas globales de 
estas organizaciones, como lo son 
los Emiratos Árabes Unidos, Arabia 
Saudita y Qatar, junto a Israel y los 
propios Estados Unidos, se 
permiten señalar a los “culpables” 
del terror. 

Más allá de las reiteradas 
acusaciones contra Kabul, de 
permitir que khatibas de al-Qaeda 
tengan presencia activa en el país. 
Aunque sí del Daesh-Khorasan, de 
que varios centenares de sus 
combatientes fueron transportados 
desde Siria en helicópteros 
norteamericanos hasta el norte 
afgano, hace ya más de 10 años, 
para convertirse en la pesadilla de 
los talibanes. Desde la victoria de 
los mullahs ha atacado en Kabul en 
varias oportunidades; incluso 
atentó contra altos dirigentes del 
gobierno, bases talibanas, 
convoyes, generando un foco más 
de inestabilidad para el país que no 
logra dejar atrás la violencia. 

Así, todo Washington sigue 
sospechando que, en cada aldea 
del país, en cada barrio de las 
periferias de Kabul, Kandahar o 
cualquier otra ciudad afgana, entre 
las ruinas que el medio siglo de 
guerra continua ha dejado, cada 
día siguen naciendo nuevos 
muyahidines, para una guerra que 
parece signada por el destino para 
que siempre sea su tiempo. 

 
 
 
Fuente de la Imagen: Gemini AI  
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Resumen: El escenario geopolítico contemporáneo 

ha cristalizado una premisa irrefutable en la teoría de 

los conflictos: el campo de batalla se ha expandido 

irreversiblemente más allá de los dominios físico, 

aéreo y marítimo. La guerra moderna opera de forma 

continua y silenciosa en las cortes internacionales, los 

cables submarinos y los servidores de datos 

estratégicos. El presente artículo analiza cómo la 

instrumentalización del sistema jurídico (Lawfare) y la 

dependencia tecnológica estructural amenazan la 

autonomía de los Estados. Se argumenta que la 

integración profunda entre la inteligencia estratégica 

militar y el análisis jurídico de alto nivel es la única 

salvaguarda viable para el mantenimiento de la 

soberanía en el siglo XXI, exigiendo una 

reconfiguración de la postura de Defensa para operar 

en un teatro multidominio. 

 

Palabras Clave: Inteligencia Estratégica; Lawfare; 

Soberanía Digital; Guerra Asimétrica; Defensa 

Nacional. 

 

1. Introducción: La Evolución del Teatro de 

Operaciones 

La comprensión de la guerra y de la proyección de 

poder del Estado ha experimentado una mutación 

estructural en las últimas décadas. Si en la formulación 

clásica de Clausewitz la guerra era la continuación de 

la política por otros medios, en el siglo XXI, la política, 

la economía y el derecho se han convertido en la 

continuación de la guerra en un espectro continuo de 

conflicto. El concepto de guerra híbrida y asimétrica 

diluyó las fronteras entre el estado de paz y el de 

hostilidad declarada, transfiriendo el roce de los 

frentes de batalla cinéticos hacia los tribunales, las 

redes financieras y el ciberespacio (HOFFMAN, 2007). 

En este contexto, dos fuerzas han emergido como los 

principales vectores de coerción estratégica 

contemporánea: el Lawfare y el dominio del 

ciberespacio. La ausencia de soberanía digital por 

parte de un Estado vulnerabiliza sus infraestructuras 

críticas y sus datos sensibles, exponiéndolos a la 

captura por potencias extranjeras. Estos datos, a su 

vez, son frecuentemente convertidos en armas y 

utilizados en campañas de judicialización de la política 

-el Lawfare- para neutralizar liderazgos políticos, 

paralizar industrias de defensa y desestabilizar la 

cohesión nacional sin la necesidad de desplegar un 

solo buque, aeronave o batallón (DUNLAP JR., 2001). 

Este artículo se propone disecar la anatomía de este 

nuevo frente de batalla, explorando cómo la 

intersección entre la vulnerabilidad cibernética y la 

instrumentalización del derecho exige una respuesta 

estatal coordinada. El análisis se centra en la 
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necesidad de que las estructuras de Inteligencia de 

Defensa trasciendan la recopilación tradicional de 

información, integrando capacidades cibernéticas y 

jurídicas para anticipar, mitigar y neutralizar amenazas 

a la soberanía. 

 

 
 

2. La Morfología del Lawfare en la Guerra 

Asimétrica 

El término Lawfare, originalmente acuñado en los 

medios militares norteamericanos en el cambio de 

milenio, describe el uso de la ley como arma de guerra. 

Se trata de una estrategia que busca alcanzar 

objetivos operacionales y políticos por medio del 

sistema de justicia, sustituyendo el poder de fuego 

tradicional por litigios, sanciones e investigaciones 

transnacionales (DUNLAP JR., 2008). 

La aplicación de esta táctica a nivel geopolítico alteró 

las reglas de juego del sistema internacional. En lugar 

de destruir la infraestructura física de un oponente, el 

agresor utiliza normas de cumplimiento (compliance), 

embargos y jurisdicción extraterritorial para asfixiar la 

capacidad económica y de proyección de poder de un 

Estado objetivo. 

 

Vectores de Aplicación del Lawfare Geopolítico: 

• Extraterritorialidad Jurisdiccional: La aplicación 

de legislaciones nacionales de potencias 

hegemónicas (como la Foreign Corrupt Practices 

Act - FCPA de los EE. UU.) para procesar, multar 

y desmembrar conglomerados estratégicos e 

industrias de base en países en desarrollo 

(MARTINS; ZANIN; VALIM, 2019). 

• Sanciones y Asfixia Financiera: El congelamiento 

de activos y la exclusión de redes de pago 

internacional (como el sistema SWIFT), limitando 

la capacidad del Estado para sustentar sus 

fuerzas armadas y proveer bienestar social. 

• Neutralización de Liderazgos: La creación de 

narrativas jurídicas ancladas en campañas de 

medios y desinformación para deslegitimar, 

arrestar o exiliar a decisores políticos y 

comandantes militares que representen 

obstáculos para los intereses extranjeros. 

• En esta dinámica, el sistema de justicia de un 

país puede ser cooptado por intereses externos 

o utilizado de forma asimétrica para debilitar al 

Estado desde adentro. El Lawfare opera a nivel 

de la percepción pública y de la legitimidad 

institucional, convirtiéndose en una herramienta 

letal contra democracias donde las instituciones 

son susceptibles a la manipulación. 

 

3. La Soberanía Digital como Centro de Gravedad 

Estratégico 

Para que el Lawfare alcance su máximo potencial de 

desestabilización, necesita insumos: datos, 

comunicaciones interceptadas, metadatos financieros 

y registros de transacciones. Es en este punto donde 

la Guerra Jurídica se cruza irreversiblemente con el 

dominio cibernético. La vulnerabilidad digital de un 

Estado actúa como la puerta de entrada para la 

coerción (NYE JR., 2011). 

En la doctrina estratégica militar, el Centro de 

Gravedad (Schwerpunkt) es la fuente de todo el poder 

y movimiento, de la cual depende la cohesión de la 

fuerza enemiga. En el teatro de operaciones del siglo 

XXI, el centro de gravedad de una nación ha migrado 

hacia su matriz informacional. 

La dependencia de infraestructuras de red 

(backbones, cables submarinos, satélites de 

comunicación) y plataformas de software controladas 

por potencias extranjeras o corporaciones 

transnacionales socava el concepto clásico de 

soberanía. Si los datos de los ciudadanos, las 

autoridades de Estado y los organismos de Defensa 

se almacenan en servidores bajo jurisdicción externa, 

quedan sujetos a la legislación de terceros países. 

Esto viabiliza el acceso legal (o clandestino) a 

información estratégica, que puede ser posteriormente 

utilizada en campañas de espionaje o judicialización. 

 

Consecuencias de la Ausencia de Soberanía 

Digital: 

1. Exfiltración Continua de Inteligencia: El 

espionaje deja de ser un evento episódico y pasa 

a ser una condición estructural. Algoritmos 

extranjeros mapean patrones de 

comportamiento, vulnerabilidades tácticas y 

cadenas de suministro de la Defensa Nacional. 

2. Sabotaje Latente: La presencia de backdoors 

(puertas traseras) en hardwares extranjeros 

utilizados en infraestructuras críticas (redes 

eléctricas, control de tráfico aéreo, sistemas de 
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comando naval) permite la necesidad de 

neutralizar estas capacidades en momentos de 

crisis diplomática o conflicto inminente. 

3. Guerra Cognitiva: El control sobre las 

plataformas de redes sociales permite a las 

potencias extranjeras inocular desinformación de 

forma quirúrgica en la población, estimulando 

fisuras sociales, desmoralizando a las fuerzas de 

seguridad y erosionando la moral nacional antes 

de cualquier enfrentamiento físico. 

 

4. El Teatro de Operaciones Multidominio: 

Integración Jurídico-Cibernética 

El campo de batalla contemporáneo exige que los 

formuladores de políticas de Defensa piensen de 

forma integrada. El ataque cibernético y el ataque legal 

rara vez operan aisladamente; son fases secuenciales 

de una misma maniobra estratégica. 

Un ejemplo clásico de esta convergencia ocurre 

cuando una agencia de inteligencia extranjera realiza 

la exfiltración de datos (ciberataque) de una empresa 

estratégica de Defensa. Estos datos, a menudo 

manipulados o descontextualizados, son filtrados 

selectivamente a los medios internacionales y a las 

autoridades judiciales. El escándalo mediático fuerza 

la apertura de procesos legales e investigaciones 

(Lawfare), resultando en la paralización de los 

contratos de Defensa, la quiebra de la empresa y la 

pérdida de capacidad tecnológica del Estado objetivo. 

Enfrentar esta matriz de amenazas con la mentalidad 

de la Guerra Fría -donde las amenazas se medían 

únicamente por el tonelaje de desplazamiento de los 

buques o el número de escuadrones de caza 

disponibles- es una invitación al colapso estratégico. 

La resiliencia exige una postura activa en múltiples 

dominios simultáneamente, uniendo el poder 

combativo tradicional a la excelencia en la defensa 

cibernética y en la abogacía de Estado. 

 

5. La Inteligencia de Estado y la Doctrina de 

Respuesta 

El aparato de Inteligencia de Defensa debe ser el 

fiador de la anticipación estratégica del Estado. Sin 

embargo, para hacer frente a la amenaza híbrida del 

Lawfare y del ciberespacio, la Comunidad de 

Inteligencia necesita pasar por una profunda 

reformulación doctrinaria y estructural (KAHN, 2004). 

El perfil del analista de inteligencia debe evolucionar. 

Es imperativo fusionar el rigor de la evaluación táctica 

y operacional con la visión jurídica y el conocimiento 

técnico de las redes de computadoras. La inteligencia 

pasa a ser un ciclo ininterrumpido de monitoreo de 

amenazas que transitan del código de programación a 

la petición inicial de una corte internacional. 

Proposiciones para una Arquitectura de Defensa 

Integrada 

Para garantizar la soberanía frente a las asimetrías del 

siglo XXI, se recomienda la adopción de las siguientes 

directrices estratégicas: 

 

• Doctrina de Inteligencia Híbrida: Creación de 

células de fusión conjuntas que involucren a 

oficiales de inteligencia, especialistas en 

ciberdefensa, analistas financieros y juristas de 

Estado (Abogacía General). El objetivo es 

identificar patrones de judicialización 

internacional contra intereses nacionales y 

formular contramedidas jurídicas y diplomáticas 

anticipatorias. 

• Complejo Industrial-Tecnológico de Defensa 

Nacional: Fomento riguroso de la independencia 

tecnológica. El Estado debe desarrollar y 

mantener soluciones propias de criptografía, 

almacenamiento de datos sensibles y 

comunicaciones estratégicas. Los equipos de 

inteligencia de señales (SIGINT) y de comando y 

control (C2) no pueden depender 

exclusivamente de cajas negras suministradas 

por actores geopolíticos externos. 

• Contramedidas de Guerra Cognitiva y Lawfare: 

Desarrollo de protocolos de respuesta rápida 

para blindar a las instituciones y a los decisores 

estratégicos contra procesos predatorios. La 

defensa cibernética debe extenderse a la 

protección de la reputación institucional y a la 

neutralización de campañas de astroturfing 

(simular en redes un movimiento masivo de 

apoyo o rechazo a una postura específica) 

diseñadas para fundamentar acciones jurídicas 

coercitivas. 

• Criptografía de Estado y Data Localization: 

Implementación de marcos legales e 

infraestructuras físicas que obliguen al 

almacenamiento de datos críticos 

gubernamentales y de los ciudadanos en 

territorio nacional, bajo legislación soberana, 

bloqueando la aplicación abusiva de leyes 

extraterritoriales. 

 

6. Conclusión 

La Historia Militar y las Relaciones Internacionales 

demuestran que la soberanía no es un derecho 

inalienable garantizado por la buena voluntad de los 

tratados globales; es una condición material que se 

ejerce, se financia y se defiende implacablemente 

contra presiones de todos los espectros. En un 

sistema internacional caracterizado por la anarquía y 

la competencia entre las grandes potencias, los 
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Estados que descuidan la evolución de la morfología 

de la guerra se vuelven inevitablemente tutelados por 

poderes externos. 

El Lawfare y las vulnerabilidades cibernéticas no son 

desviaciones temporales del orden internacional, sino 

las armas estándar del enfrentamiento geopolítico en 

el siglo XXI. Explotan la complejidad de las sociedades 

modernas y la porosidad de las fronteras digitales para 

subyugar a naciones enteras con un barniz de 

legalidad. 

La verdadera independencia exige que la formulación 

de la Defensa Nacional y de la Inteligencia de Estado 

se posicione para anticipar la ruptura. El planeamiento 

estratégico de alto nivel debe comprender que la firma 

de una decisión judicial extraterritorial o la invasión de 

una red de datos soberana poseen, hoy, el mismo 

peso destructivo que una salva de misiles de crucero. 

La estrategia solo triunfa cuando el Estado comprende 

todas las dimensiones del tablero y, 

fundamentalmente, cuando posee los medios, la 

cohesión institucional y la inteligencia para dictar las 

reglas del juego. 
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Parada militar del Ejército de Lesoto. 

 

Lesoto 

Fuerzas Armadas del Reino de Lesoto 

 
El Reino de Lesoto constituye una de las realidades geopolíticas más 

singulares del continente africano. Completamente rodeado por Sudáfrica, 
sin acceso al mar y con una geografía dominada por montañas que en 
muchos casos superan los 3.000 metros de altitud, el país ha desarrollado 
unas fuerzas armadas muy diferentes a las de la mayoría de los Estados 
africanos. La defensa nacional de Lesoto no está concebida para enfrentar 
amenazas convencionales externas de gran magnitud, sino para garantizar 
la estabilidad interna, proteger las instituciones del Estado, controlar las 
fronteras y apoyar a las autoridades civiles ante emergencias naturales o crisis de seguridad. 

Las Fuerzas Armadas de Lesoto, oficialmente denominadas Lesotho Defence Force (LDF), son una 
organización relativamente pequeña, con aproximadamente 2.000 efectivos activos, lo que las convierte en una 
de las fuerzas militares más reducidas de África. Sin embargo, su importancia política es considerable, ya que 
durante décadas han desempeñado un papel relevante en la vida institucional del país, incluyendo episodios 
de intervención política, golpes de Estado y crisis constitucionales. Desde comienzos del siglo XXI se ha 
impulsado un proceso de profesionalización orientado a subordinarlas plenamente al poder civil. 
 
Contexto estratégico 
 

La situación estratégica de Lesoto es excepcional. A diferencia de otros países africanos que enfrentan 
amenazas insurgentes, disputas fronterizas o conflictos regionales, la principal preocupación de seguridad 
nacional proviene del ámbito interno. La inexistencia de enemigos externos plausibles se explica por su 
condición de enclave dentro de Sudáfrica y por las estrechas relaciones políticas y económicas entre ambos 
países. 
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En términos prácticos, la seguridad exterior de Lesoto depende indirectamente de Sudáfrica y de los 
mecanismos regionales de la Comunidad para el Desarrollo del África Austral. Esta realidad ha permitido que 
el país mantenga un gasto militar relativamente reducido y concentre sus recursos en funciones de seguridad 
interna, control fronterizo y apoyo a la población civil. 

La geografía montañosa constituye uno de los factores más importantes en la planificación militar. Muchas 
comunidades permanecen aisladas durante determinadas épocas del año, lo que obliga a mantener 
capacidades aéreas relativamente importantes para un país de tan reducido tamaño. 
 

 
Las Fuerzas Armadas de Lesoto reciben asesoría y entrenamiento por parte de los Estados Unidos de América. 

 
Organización general 
 

Las Fuerzas Armadas dependen del Ministerio de Defensa y Seguridad Nacional, mientras que el Rey de 
Lesoto ejerce la función ceremonial de Comandante en Jefe. 
La estructura militar se compone esencialmente de: 
 

• Ejército de Lesoto. 

• Ala Aérea (Air Wing). 

• Fuerzas Especiales y Comandos. 

• Unidades de Ingenieros. 

• Policía Militar. 

• Fuerzas de Comunicaciones. 

• Servicios logísticos. 
 

No existe una armada debido a que Lesoto carece de litoral marítimo. La organización mantiene un carácter 
eminentemente terrestre y de seguridad interior. 
 
Personal y reclutamiento 
 

Las estimaciones actuales sitúan la fuerza activa en aproximadamente 2.000 militares profesionales. El 
servicio militar es voluntario para hombres y mujeres entre 20 y 30 años. No existe conscripción obligatoria. La 
reducida población nacional, cercana a los dos millones de habitantes, limita naturalmente cualquier expansión 
significativa del aparato militar. 
 
Evolución histórica 
 

Las actuales Fuerzas Armadas tienen su origen en la antigua Police Mobile Unit (PMU) creada durante el 
período colonial británico. Posteriormente evolucionó hacia una fuerza paramilitar y finalmente, durante los años 
ochenta, se transformó en la actual Lesotho Defence Force. 

Durante gran parte de las décadas de 1980 y 1990 la institución tuvo una fuerte influencia política, 
participando activamente en disputas de poder internas. La crisis de 1998, que obligó a una intervención regional 
liderada por Sudáfrica y Botsuana, marcó un punto de inflexión y generó profundas reformas institucionales 
orientadas a profesionalizar la fuerza. 
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Ejército de Lesoto 
 

El Ejército constituye el núcleo de la capacidad militar nacional y concentra aproximadamente el 95% de los 
efectivos. Su doctrina se basa en: 

• Defensa territorial; 

• Control de fronteras; 

• Contrainsurgencia; 

• Apoyo a la policía; 

• Respuesta a emergencias; 

• Protección de infraestructuras críticas. 
 

Dadas las características geográficas del país, se concede gran importancia a la movilidad ligera y a las 
operaciones en montaña. 
 
Orden de batalla 
 

Aunque el gobierno no publica regularmente información detallada, diversas fuentes especializadas 
coinciden en una estructura aproximada compuesta por: 

• Cuartel General - Ubicado en Maseru. 

• Compañía de Reconocimiento - Responsable de exploración, vigilancia y reconocimiento. 

• Siete compañías de infantería - Constituyen la principal fuerza de combate. 

• Unidad de Comandos - Especializada en operaciones especiales y contraterrorismo. 

• Regimiento de Ingenieros - Encargado de infraestructura militar y apoyo a la población civil. 

• Batería de Artillería - Capacidad limitada de apoyo de fuego. 

• Policía Militar. 

• Unidad de Comunicaciones. 

• Compañía Logística. 

• Escuadrón de Aviación. 

• Escuadrón de Transporte Aéreo. 
 

  
Lesoto posee un parque blindado heterogéneo y en su mayoría antiguo, que usa para mantener el orden público. 

 
Equipamiento terrestre 
 

La mayor parte del material terrestre procede de excedentes militares occidentales o sudafricanos. No 
existen carros de combate principales. Las capacidades blindadas son limitadas y están orientadas al 
reconocimiento. 
Entre los vehículos identificados se encuentran: 

• 10 RBY-1 RAMTA israelíes. 

• 6 RAM Mk3 sudafricanos. 

• 4 AML-90 franceses. 

• Shorland blindados ligeros. 

• Land Rover militarizados. 

• Toyota Land Cruiser modificados. 
 
La movilidad es considerada más importante que la potencia de fuego debido al terreno montañoso. 
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Artillería 
 
La artillería disponible es muy reducida. Se estima la existencia de: 

• 2 obuses ligeros L118 de 105 mm. 

• 10 morteros L16 de 81 mm. 

• 6 cañones sin retroceso M40 de 106 mm. 

• Lanzacohetes RPG-7. 
 

Estas capacidades son suficientes para apoyo táctico local, pero insuficientes para operaciones 
convencionales de gran escala. 
 

Fuerza Aérea (Air Wing) 
 

La Fuerza Aérea de Lesoto es más importante de lo que su tamaño podría sugerir. Su principal función no 
es el combate, sino: 

• Transporte gubernamental; 

• Evacuación médica; 

• Apoyo logístico; 

• Vigilancia fronteriza; 

• Asistencia humanitaria; 

• Despliegue rápido de tropas. 
 

La complicada geografía del país convierte a la aviación en una herramienta esencial para mantener la 
cohesión territorial. 
 

 
Helicóptero utilitario Bell 412 de la Fuerza Aérea de Lesoto. 

 
Bases aéreas 
 

La principal instalación se encuentra en Mejametalana Air Base, Maseru. Donde se concentra la mayor parte 
de la aviación militar nacional. 
 
Inventario aéreo 
 
Entre los medios actualmente identificados figuran: 
 
Transporte 

• 2 CASA C-212 Aviocar. 

• 1 GA-8 Airvan. 

• 1 Cessna 182. 
 
Helicópteros 

• 3 Bell 412. 

• 3 Airbus H125 (AS350 Écureuil). 
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• 1 Bell 206 LongRanger. 
 
Estos aparatos son particularmente adecuados para operaciones en montaña y transporte ligero. 
 
Fuerzas Especiales 
 
La denominada Unidad de Comandos constituye la fuerza de élite del país. Sus funciones incluyen: 

• Operaciones de montaña; 

• Contraterrorismo; 

• Protección de autoridades; 

• Rescate de rehenes; 

• Reconocimiento especial. 
 

Debido a la limitada escala de las Fuerzas Armadas, estas unidades desempeñan un papel 
proporcionalmente más importante que en muchos ejércitos mayores. 
 

 
Las Fuerzas Armadas de Lesoto contribuyen con tropas para las misiones de paz de la ONU. 

 
Entrenamiento 
 

Uno de los aspectos más interesantes de la defensa de Lesoto es su dependencia de la cooperación 
internacional para la formación profesional. Históricamente han participado en la instrucción de personal militar: 

• India. 

• Sudáfrica. 

• Botsuana. 
 

La asistencia india ha sido especialmente relevante para la profesionalización de los oficiales desde 
comienzos de siglo. El entrenamiento enfatiza: 

• Infantería ligera; 

• Patrullaje rural; 

• Operaciones en montaña; 

• Respuesta a disturbios; 

• Cooperación civil-militar. 
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Seguridad interna y relación con la policía 
 

Una característica distintiva del sistema de seguridad de Lesoto es la coexistencia entre la LDF y la Lesotho 
Mounted Police Service, responsable principal de la seguridad pública. Las Fuerzas Armadas suelen intervenir 
únicamente cuando: 

• La policía es superada; 

• Existen amenazas a las instituciones estatales; 

• Se producen desastres naturales; 

• Se requiere apoyo logístico extraordinario. 
 

 
Las mujeres también hacen parte de las Fuerzas Armadas de Lesoto. 

 
Capacidades operativas 
 
Las capacidades reales de Lesoto deben analizarse dentro de su contexto específico. La fuerza puede: 

• Controlar eficazmente el territorio nacional; 

• Desplegar rápidamente pequeñas unidades; 

• Operar en ambientes montañosos; 

• Apoyar operaciones policiales; 

• Responder a emergencias climáticas. 
 
No está diseñada para: 

• Guerra convencional; 

• Operaciones expedicionarias; 

• Defensa aérea compleja; 

• Combate mecanizado de alta intensidad. 
 
Principales amenazas 
 
Las amenazas externas son prácticamente inexistentes. Las preocupaciones de seguridad más relevantes son: 

• Inestabilidad política interna. Históricamente ha sido el principal desafío. 

• Criminalidad transfronteriza. Especialmente contrabando y tráfico ilegal desde Sudáfrica. 

• Desastres naturales. Sequías, inundaciones y tormentas de montaña. 

• Crisis socioeconómicas. Que puedan derivar en disturbios internos. 
 
 



 
 

76 

Alianzas y cooperación internacional 
 
Lesoto depende ampliamente de la cooperación regional. Sus principales socios son: 

• Sudáfrica. 

• Botsuana. 

• India. 
 

Además, participa en los mecanismos de seguridad de la Comunidad para el Desarrollo del África Austral. 
La cooperación regional constituye de hecho la principal garantía de seguridad exterior del reino. 
 

 
Maniobras militares en Lesoto. Se observan vehículos blindados ligeros y un camión táctico. 

 
Limitaciones estructurales 
 

Las principales debilidades son evidentes. La primera es la escasez de recursos financieros. El presupuesto 
de defensa es reducido incluso para estándares africanos y representa aproximadamente entre 1,5 % y 1,6 % 
del PIB. La segunda limitación es tecnológica. La mayor parte del equipamiento es antiguo, adquirido de 
segunda mano o proveniente de programas de asistencia exterior. La tercera es la ausencia de profundidad 
estratégica. Con apenas unos 30.000 kilómetros cuadrados de territorio y completamente rodeado por 
Sudáfrica, cualquier conflicto convencional sería imposible de sostener de manera autónoma. Finalmente, la 
reducida base demográfica limita cualquier expansión importante de las fuerzas militares. 
 
Perspectivas hacia 2035 
 

No existen indicios de que Lesoto busque una transformación militar profunda durante la próxima década. 
Lo más probable es que continúe el proceso gradual de profesionalización iniciado hace más de veinte años. 
Las prioridades previsibles serán: 

• Renovación de helicópteros; 

• Modernización de comunicaciones; 

• Mejora de capacidades de vigilancia fronteriza; 

• Fortalecimiento de fuerzas especiales; 

• Incremento de cooperación regional; 

• Ampliación de capacidades de respuesta ante emergencias. 
 
Es improbable la adquisición de sistemas de armas pesados o capacidades ofensivas significativas. 
 
Evaluación final 
 

Las Fuerzas Armadas de Lesoto constituyen una fuerza pequeña, profesional y esencialmente orientada a 
la estabilidad interna. Su importancia estratégica no radica en su capacidad de combate convencional, sino en 
su papel como instrumento de cohesión estatal en un país montañoso, con recursos limitados y estrechamente 
integrado al entorno sudafricano. En términos estrictamente militares, la LDF carece de capacidad para 
enfrentar amenazas externas importantes, pero resulta adecuada para las necesidades reales del reino: control 
territorial, apoyo a las autoridades civiles, seguridad fronteriza y preservación de la estabilidad política. Su futuro 
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dependerá mucho más de la profesionalización institucional y de la cooperación regional que de la adquisición 
de grandes sistemas de armas. 
 
 
Fuentes: 
Open AI, ChatGPT (junio 2026) 
https://www.facebook.com/ldf.gov.ls/photos 
 
 
 

 
Unidad de Fuerzas Especiales de Lesoto en vehículo táctico artillado. 
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https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSdlIZJ4II2uprn-F2BOQgcbkc-QrugA6RZZI6MjGEmugpPiEA/viewform?c=0&w=1

